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Introducción
El proceso penal ha existido desde el inicio de nuestros tiempos, con algunas variaciones en el procedimiento, que han identificado una forma de otra, naciendo de esta forma los distintos procesos penales, el acusatorio, el mixto y el inquisitivo.


Con la evolución de las sociedades y la creación de normas tendentes a regular la vida en sociedad, también ha ido evolucionando el proceso penal, de manera que el mismo responda a las necesidades actuales del conglomerado social en donde es aplicado.


Nuestro país en la actualidad, cuenta con un sistema de procesamiento penal denominado mixto, un sistema que a todas luces ha ido variando con el pasar del tiempo, pero cuya fórmula ha provocado cierta demora en los procesos y que se sienta que no se cumple con los derechos fundamentales de los ciudadanos.


El presente trabajo de investigación, trata de la evolución histórica del proceso penal a través del tiempo y las formas de juzgar de las distintas sociedades antiguas, hasta llegar a la evolución del proceso penal en nuestro país, en las tres grandes etapas o épocas en las que se divide la historia del Istmo.


Se hablará sobre las leyes que han sido creadas a lo largo de la historia republicana, con el objeto de beneficiar tanto a la víctima del delito como al responsable, lo que de alguna forma, ha contribuido al avance del proceso penal panameño, lo que además, es uno de los objetivos de este trabajo.


Asimismo, y como tema central, hablaremos de la Ley 63 del 28 de agosto de 2008, específicamente de los derechos y garantías que reconoce a las partes procesales (víctima e imputado) haciendo además una breve comparación de esta Ley, con el actual proceso penal.


Por otra parte, haremos unas breves comparaciones con legislaciones como las de Costa Rica, República Dominicana, Colombia y Chile, países que han implementando en su estructura jurídica, un sistema penal acusatorio.


Finalmente, se verificará a nivel del cuarto distrito judicial, el grado de preparación que tienen los funcionarios tanto del órgano Judicial como del Ministerio Público, así como el grado de conocimiento de la sociedad en general de este distrito judicial, referente al tema del sistema acusatorio.

Pretendemos con este trabajo, aportar un grano de arena al estudio, por parte de los estudiantes de Derecho, sobre la evolución del proceso penal, ofreciendo definiciones y comparando legislaciones que será de gran apoyo al momento del estudio de la carrera de Derecho.
CAPÍTULO I

Marco conceptual
1.1. ANTECEDENTES:

El proceso penal ha evolucionado a través de nuestros tiempos y a medida que el hombre mismo va adquiriendo mayores conocimientos y civilización.

Mucho se ha escrito a cerca de las diferentes formas de aparición del proceso penal, empezando desde las culturas antiguas como Roma y Grecia, destacando el sistema acusatorio antiguo, el inquisitivo hasta la aparición del denominado sistema mixto y por último el sistema acusatorio moderno.

Durante décadas, las legislaciones de los diversos países han tratado el tema de las garantías de todo ciudadano. Un ejemplo claro de ese esfuerzo por llevar a cabo un sistema de justicia digno y humanitario a nivel internacional, es la Declaración Universal de los Derechos Humanos, creada con la finalidad de abolir los tratos inhumanos en los que muchas veces las personas son sometidas producto de diversidades ideológicas, religiosas, entre otras.

Es por ello, que no solamente se han creado leyes para garantizar los derechos de los ciudadanos, sino también de aquellas personas que en un momento dado incurren en la comisión de delitos como homicidio, robo, para mencionar algunos y que en épocas pasadas eran castigados cruelmente.

Muestra de ello, está la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, suscrita en Cartagena de Indias el 9 de diciembre de 1985, con la cual se pretende evitar la tortura y los malos tratos que atentan contra la dignidad humana.

Otro ejemplo de ese esfuerzo por garantizar los derechos de las personas privadas de su libertad, es la Convención Americana de los Derechos Humanos, relativos a la abolición de la pena de muerte, aprobado en Asunción, Paraguay el 8 de junio de 1990 y el Segundo protocolo facultativo del Pacto Internacional de derechos civiles destinado a abolir la pena de muerte, del 15 de diciembre de 1989.

Los ejemplos arriba mencionados, son solo algunas muestras de que desde hace muchos años se vienen realizando con el afán de procurar una mayor elevación de la dignidad humana, paz internacional y mejor convivencia entre los hombres.

Lo anterior ha ocasionado que gran parte de los países signatarios de las convenciones Internacionales sobre Derechos Humanos, muevan su aparato legislativo en pro de la creación de leyes tendentes a la protección de derechos fundamentales de las personas privadas de libertad, dejando de un lado a la víctima del delito.

Ejemplo claro de ello es nuestro país, ya que a lo largo de su historia, han sido mayores las leyes creadas a favor del imputado que de las víctimas, siendo que para 1991 fue creada la Ley 3 referente a las medidas cautelares y siete años más tarde, para 1998, se crea la Ley No. 31 de protección a las víctimas del delito.

Por esta razón, se ha reconocido la necesidad de plasmar en un solo código, todos aquellos derechos de que gozan tanto la víctima de los delitos como quienes resulten responsables de ellos.

Países como Costa Rica, República Dominicana, Colombia y Chile, ya han implementado en sus legislaciones un sistema garantista, acorde con los derechos humanos, reconocidos internacionalmente, sistema que se pretende implementar en nuestro país mediante la Ley No. 63 de 28 de agosto de 2008, en donde el reconocimiento de todos esos derechos y los mecanismos empleados para la guarda y cumplimiento de los mismos debe estar a cargo de organismos o instituciones especiales.

1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:

Nuestro sistema penal actual, carece de los instrumentos necesarios para garantizar los derechos tanto de la víctima como del sujeto pasivo del delito, así como los del imputado, visto como el sujeto pasivo de la acción penal. Es por ello que se deben conocer los mecanismos o las diversas maneras en que dichos derechos se han de proteger.

En lo relacionado a la Ley 63 de 28 de agosto de 2008, que adopta el nuevo código Procesal Penal de Panamá, no se ha dado la capacitación suficiente a todo el personal de los organismos de justicia como Ministerio Público y Órgano Judicial, para que estos se preparen antes de que el nuevo sistema comience a regir.

Hasta la fecha, no se conocen cuáles serán los centros de atención a las víctimas de los delitos ni qué tipo de personal conformarán estos centros.

En lo referente al ciudadano común, es importante conocer cuál es su punto de vista en relación con la implementación de un sistema acusatorio, debe establecerse si conoce qué es un sistema acusatorio y cuál es su perspectiva de un sistema de justicia ideal.

En el plano económico, se desconoce aún si nuestro país está capacitado para adoptar el sistema acusatorio.

Lo anterior nos lleva a formularnos las siguientes preguntas:

1. ¿Cuáles son los derechos y garantías que adquieren tanto la víctima y el imputado en el nuevo sistema?

2. ¿Está nuestro país, jurídica, cultural y económicamente preparado para el cambio a un sistema acusatorio?

3. ¿Se reconocen en este sistema, las garantías fundamentales de todo ciudadano?

1.3. JUSTIFICACIÓN:

El presente trabajo, trata de los derechos de las víctimas y del imputado, reconocidas en la Ley 63 de 28 de agosto de 2008, que adopta el nuevo Código Procesal Penal Panameño, sistema acusatorio, así como la evolución del proceso penal a través del tiempo.

Justificamos la presente investigación, tomando en cuenta que con la implementación del nuevo sistema, se han de reconocer derechos fundamentales de los ciudadanos, los cuales han tenido antecedentes en tratados y convenios internacionales relacionados a los derechos humanos y además es un sistema que ha sido implementado por algunos países latinoamericanos como Costa Rica, República Dominicana, Colombia y Chile.

1.4. IMPORTANCIA:

Consideramos que su importancia estriba en conocer la evolución que ha tenido el proceso penal a través de la historia, y sus diversas formas de aparición, así como el papel que han jugado la víctima y el imputado en dichos sistemas.

Se incorporan también al presente trabajo, breves comentarios sobre la evolución del proceso penal en Panamá, lo que servirá al lector de guía para conocer cómo se daba el proceso en Panamá, durante las tres grandes etapas de su historia, Colonial, Departamental y Republicana.

1.5. OBJETIVOS:

1.5.1. OBJETIVOS GENERALES:

1. Conocer la evolución histórica del Proceso Penal en Panamá.

2. Comprender los derechos fundamentales y garantías procesales reconocidos a favor de la víctima y del imputado en la Ley 63 de 28 de agosto de 2008, que adopta el Nuevo Código Procesal Penal Panameño.

1.5.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS:

1. Definir qué es proceso penal y estudiar su evolución a través del tiempo.

2. Diferenciar los derechos, garantías de la víctima y del imputado, reconocidos por el Código Judicial actual, con los reconocidos en la ley 63 de 28 de agosto de 2008.

3. Comparar legislaciones de otros países, que han implementando el sistema acusatorio, con la Ley 63 de 28 de agosto de 2008.

4. Indicar el grado de preparación y capacitación que tienen los funcionarios tanto del Ministerio Público como del Órgano Judicial, con respecto al Sistema Acusatorio.

1.6. ALCANCE:

Delimitaremos la investigación, teniendo en cuenta los objetivos planteados. En lo referente a la evolución histórica del proceso penal en Panamá y los derechos y garantías de la víctima y del imputado tanto en el Código Judicial actual, como en la Ley 63 del 28 de agosto de 2008, se dirige al plano nacional, para lo cual se hará uso del derecho histórico y libros de autores nacionales que faciliten información acerca del proceso penal en Panamá.

Se pretende indicar el grado de preparación y capacitación que tienen los funcionarios del Ministerio Público y del Órgano Judicial en la implementación del nuevo sistema. Para esto se tomará en cuenta al Cuarto Distrito Judicial de Panamá, que comprende las provincias de Los Santos y Herrera.

1.7. LIMITACIONES:

Dentro de los límites que hemos encontrado, está la carencia de recurso bibliográfico en nuestro centro Regional Universitario de Los Santos, así como la falta de una biblioteca jurídica, dotada de obras relacionadas con el derecho tanto de escritores nacionales como internacionales.

Otra limitante, fue la escasez de obras relacionadas con el derecho procesal penal de autores internacionales, las cuales solo pudieron ser consultadas vía internet y siguiendo reglas específicas para respetar el derecho de los autores, conllevando a veces pérdida de tiempo valioso para el desarrollo de la presente investigación.

La falta de recursos económicos para la compra de libros extranjeros, se constituyó en otra limitante a nuestro trabajo, dificultando la búsqueda de información de gran valor de autores internacionales, cuyos comentarios podrían contribuir al desarrollo del presente trabajo.

1.8. HIPÓTESIS:

H1 La implementación del sistema procesal penal acusatorio garantiza mayor protección y reconocimiento a los derechos de la víctima y del imputado en las distintas etapas procesales.

H2 A mayor grado de desarrollo cultural y económico del lugar donde se pretende implementar un sistema acusatorio, mayor efectividad y éxito de dicho sistema de justicia.

H3 El sistema penal acusatorio que se pretende implementar en Panamá, está debidamente constitucionalizado.

CAPÍTULO II

Marco teórico
2. 1  EL PROCESO PENAL:

Para comprender mejor el estudio de este trabajo, resulta imprescindible comenzar el mismo analizando las diversas definiciones y desarrollando las propias de lo que se comprende como proceso penal.


A lo largo del estudio del derecho, nos encontramos con diversas normas o reglas que regulan la vida de las sociedades, estableciendo ciertos parámetros en cuanto a la forma de vida de cada persona y enmarcando un límite en los derechos de una persona y otra, así como estableciendo y reconociendo  conductas cuya acción puede atentar contra la paz social o va en detrimento de los derechos de alguna persona que la forma.

Dichas normas o  reglas, recopiladas entre sí, forman un código y la trasgresión de alguna de ellas constituye delito o falta contra el bien jurídico tutelado por dichas normas.

Esa recopilación o codificación de normas o reglas de conducta forma lo que se llama el derecho sustantivo de un determinado Estado y que por lo general se encuentran identificado con los códigos Penales.

Nuestro objetivo en esta parte del trabajo, es estudiar la manera en que se aplican las normas penales, es decir, lo concerniente al derecho adjetivo o de procedimiento, (Proceso Penal);  las garantías que se establecen para las partes que, en su momento, forman parte de él, no obviando sus diversos conceptos, los antecedentes históricos y el surgimiento y desarrollo del Proceso Penal, a lo largo de la historia.

2.1.1.  CONCEPTOS:

En sentido amplio, se puede manifestar que el proceso es un conjunto de etapas que se suceden una a continuación de otra.

En el plano legal, el proceso es en general, el conjunto de etapas procesales que son realizadas de acuerdo a la materia que se trate, en este sentido, cabe señalar que en derecho, hay diversos tipos de procesos, como son: Los penales, administrativos, civiles entre otros.

Se considera importante definir el Proceso Penal, toda vez que es el tema en estudio, y del cual se ha escrito un sin número de obras.

De este modo, Boris Barrios González,  en su obra “Estudio de Derecho Procesal Penal Panameño” Tomo I, segunda edición 1997,  página 24, define el proceso penal de la siguiente manera:

“El proceso penal es el conjunto de actos jurídicos procesales que establece el derecho procesal penal y que realizan mediante etapas sistematizadas, los sujetos y las partes procesales en virtud de un interés de justicia…”

Por otra parte, Armando Fuentes Rodríguez, en su obra titulada “Manual de Derecho Procesal Penal Panameño”, Primera parte, 2007, página 28, define el proceso penal como “El conjunto de actos conforme a los cuales el juez aplicando la ley resuelve  el conflicto de intereses sometidos a su conocimiento por el Ministerio Público”, agrega que es la Institución jurídica proporcionada por el Estado para resolver los conflictos.

Vistos los conceptos anteriores y sin entrar al estudio de los diferentes actos  procesales que conforman el Proceso Penal, se extrae que el mismo es una institución proporcionada por el Estado, cuyo fin es el de obtener justicia, de manera que se satisfaga el interés de una de las partes procesales.

2.1.2.  ANTECEDENTES HISTÓRICOS DEL PROCESO PENAL.


Antes de comenzar el estudio detallado del tema, se hace un recuento desde sus orígenes, y desarrollo del Proceso Penal en las diferentes culturas antiguas hasta llegar al desarrollo y evolución que ha tenido esta rama del derecho en nuestro país.

2.1.2.1. BREVE HISTORIA DEL PROCESO PENAL Y SUS

 DIVERSAS FORMAS DE APARICIÓN EN LAS DIVERSAS CULTURAS.


Para poder comprender las diversas formas que ha adquirido el proceso penal a través del tiempo, es necesario remontarse a las antiguas civilizaciones en la que cada una tenía su propia manera de juzgar los actos cometidos por las personas que formaban parte de ellas. Consideramos, tras el estudio realizado, que la evolución del proceso penal es producto de factores como: El crecimiento de los pueblos y de su capacidad para resolver los conflictos entre sus ciudadanos.  

                     2.1.2.1.1.  EL PROCESO PENAL EN GRECIA.

Tras la aparición de las ciudades estados griegas, se distinguió el derecho civil del penal y obviamente, del procesal penal. Dentro de las características del proceso penal griego, se distingue que el mismo era de corte acusatorio, ya que sobresalía la publicidad, la oralidad y la acusación dependiendo del tipo de delito, ya sea público o privado.


Se ha tenido conocimiento que el juzgamiento en la antigua Grecia, lo ejercía el pueblo, para lo cual se contaba con varias estructuras, entre ellas se pueden mencionar: La asamblea del pueblo, el tribunal de los heliastas, areópago, efestas y pintaneo.


La asamblea del pueblo resolvía los casos de corte estatal o que, en un determinado momento, podían poner en peligro a la República y estaba conformada por todos los ciudadanos, sobresaliendo en esta etapa la oratoria y garantizándole al acusado, su defensa personal actuando como orador.


Por otra parte, el tribunal de los heliastas, estaba conformado por 6,000 ciudadanos, dándole la oportunidad a ambas partes (acusador y defensa), para que hicieran sus descargos en un tiempo determinado regulado por un reloj de agua. En cierto modo, vemos como se va desarrollando el principio de igualdad procesal para las partes, en el que se debe conocer los descargos que ha bien tengan cada una de ellas dentro del proceso de manera equitativa. 


El areópago tenía competencia exclusivamente penal,  trataba los casos más delicados como el de homicidio, y era atendido por el arconte, quien era un funcionario Estatal y tenía la obligación de convocar el tribunal de la causa, reunir y aducir las pruebas, así como probar el hecho, respondiendo penalmente en caso de calumnia. El juicio era oral, público y contradictorio. 


A la figura del arconte, se le identifica con la figura del Ministerio Público actual en Panamá, toda vez que era el sujeto que representaba los intereses del Estado y de la Sociedad y a quien le correspondía comprobar tanto la vinculación como el hecho acusado.


Por otro lado, los efetas estaban conformados por ciertos miembros del senado con competencia penal y los pritaneos tenían competencia civil.

                 2.1.2.1.2. EL PROCESO PENAL EN ROMA. 

El derecho procesal romano, pasa por varias etapas, distinguiéndose un tipo de proceso durante el último siglo de la república y otro proceso distinto durante el Imperio Romano.


Durante la república, una de las  características del proceso Romano, radicaba en que el juez, actuaba de manera oficiosa y representaba  a la sociedad sin estar autorizados para ello, característica ésta que nos lleva a concluir que el proceso Romano Republicano, era un proceso con carácter Inquisitivo.


Ya en los últimos siglos de la república, el sistema procesal adquiere un carácter acusador, volviendo posteriormente y durante el periodo del imperio, a adquirir un carácter inquisitivo.


En fin, la administración de justicia romana, se distingue por la presencia de los siguientes procesos: Proceso Penal Privado y el Proceso Penal Público;  dentro del cual, a su vez, se distinguen La Cognitio, La justicia Centurial o Comisios Centuriados, La Acusatio y la Cognitio Extra Ordinem, las que se explican brevemente.

                       2.1.2.1.2.1 EL PROCESO PENAL PRIVADO (iudicium

                                         privatum)


Era dirigido y gobernado por el Pater Familiae. Al igual que en el proceso penal Público, existía una intervención Estatal, en donde el Estado era una especie de árbitro que escuchaba a las partes y resolvía el caso, basándose en lo que exponían cada una de ellas.

                     2.1.2.1.2.2 EL  PROCESO PENAL PÚBLICO (iudicium

                                      publicium.)


La publicidad de este tipo de proceso, radica en que existía una mayor intervención del Estado Romano en la administración de justicia y era el mismo Estado el que tenía la potestad de castigar y hacerlo en nombre del Interés Social. Se distinguen en este tipo de proceso, cuatro formas fundamentales que son: la Cognitio, la Justicia Centrual o Comisios Centuriados, la Acusatio y la Cognitio Extra Ordinem, las que se detallan a continuación.

                    2.1.2.1.2.2.1 LA COGNITIO:


Considerada como la forma más antigua, en la cual El Estado, a través de “El Magistrado” ordenaba las investigaciones pertinentes para conocer la verdad de los hechos y no se tomaba en consideración al acusado.


Dentro de las facultades que tenía el Magistrado estaba la informalidad, tenía la potestad de actuar dentro del proceso e interrogar al acusado a su libre arbitrio, además controlaba la producción de pruebas y la detención preventiva.


Nótese pues, que esta forma de administración de justicia Romana, tiene un carácter inquisitivo toda vez que se le otorgaba a una sola persona, entiéndase, al Magistrado, facultades absolutas de investigación, interrogación, producción de pruebas y detención preventiva del acusado.


Esta situación  posteriormente fue atenuada con la llamada provocatio ad populum, que podemos definirla como un medio o derecho otorgado al acusado o condenado para defenderse y debía hacerlo ante una Asamblea Popular.


Posteriormente surge la inquisitio en la que el Magistrado estaba obligado a presentar ante la Asamblea del Pueblo, los elementos de prueba y conocimiento necesarios para que se dictase un veredicto.

                      2.1.2.1.2.2.2 LA JUSTICIA CENTURIAL O COMISIOS 

                                           CENTURIADOS:


Puede decirse que es una especie de tribunal de Segunda instancia, el cual estaba conformado por patricios y plebeyos, con competencia penal y procedimiento oral y público, en donde la sentencia impuesta por La Cognitio, podía ser objeto de apelación, viable si el condenado era ciudadano romano y varón.

                     2.1.2.1.2.2.3 LA ACUSATIO:


En el último siglo de la República surgió la Acusatio, por no ofrecer la cognitio suficientes garantías, especialmente para las mujeres y los no ciudadanos.


Esta forma de administración de justicia, evolucionó las formas anteriores, durante su vigencia, la averiguación y el ejercicio de la acción estuvo a cargo de un accusator  representante de la sociedad.


La acusatio presentaba las siguientes características:

· El juicio era presidido por un pretor, quien era un funcionario estatal.

· Intervención de un jurado, el cual era organizado por el pretor.

· Con la acusatio, surge el derecho de igualdad procesal de las partes, es decir, entre acusador y acusado.

· La carga de la prueba recaía sobre el acusador, quien además, tenía la facultad de investigar el hecho.

· Regía el sistema acusatorio.

· Aparecen las primeras garantías para el acusado, como las de ser oído, publicidad y derecho a ser defendido por terceras personas.

Podemos concluir que, en la Acusatio, que surgió en el último siglo del período Republicano Romano, es donde se encuentran  las bases de un sistema acusatorio, sobresaliendo ya los principios de oralidad, publicidad y los derechos del acusado a ser oído y a la defensa.

                 2.1.2.1.2.2.4 LA COGNITIO EXTRA ORDINEM:

Aparece durante el Imperio Romano, al principio de la época imperial; la justicia era administrada por el Senado  y los emperadores. Correspondía a los cónsules la información preliminar, la dirección de los debates judiciales y la ejecución del fallo.

Durante la vigencia del  período imperial romano, el sistema acusatorio no se adaptó a las nuevas formas políticas y como la acusación privada se llegó a abandonar por los interesados, se estableció el proceso extraordinario, para que los magistrados, al no existir la acusación privada, obligatoriamente lo llevaran a cabo.


Dentro de las características que presentaba este sistema, tenemos:

· El proceso pasa nuevamente a ser de corte inquisitivo y secreto.

· Se aplicaba el tormento tanto al acusado como a los testigos.

· Se le otorgaban grandes facultades al juez, que invadían los del acusador y el testigo.

· El acusado podía ser interrogado por el magistrado, quien lo podía reducir a detención preventiva.

2.1.2.1.3. EL PROCESO PENAL GERMANO:

Inicialmente,  la ubicación de los pueblos germanos se encontraba al este y norte del Rhin y del Danubio. 

El pueblo germano consideraba que quienes debían juzgar a una determinada persona, eran los dioses.

El Proceso Penal Germano se caracterizó por ser extremadamente inquisitivo, sobre todo por el uso de hierro candente, agua fría y caliente, lo que se consideraba como medio de prueba y fueron utilizados hasta el siglo XVI.

La persona responsable por un determinado acto, respondía económicamente mediante el pago pecuniario.

Se distinguieron en este proceso las reglas de la oralidad, inmediación, concentración y publicidad.

2.1.2.1.4. EL PROCESO ITALO-CANÓNICO:


De acuerdo con Silvio Guerra Morales, en su obra Derecho Procesal Punitivo, primera edición, editora M.E.L, año 2005, página 57; este tipo de proceso no es más que la mezcla entre el proceso Germano y el romano, constituyéndose cuando la iglesia extiende su competencia en asuntos seculares.

2.1.2.1.5. PROCESO CANÓNICO:

Podemos definirlo como un tipo especial de “Proceso Penal”, elaborado por la Iglesia, que se basaba principalmente en los elementos básicos del Proceso Romano.

Fue la Iglesia quien constituyó y fijó el tipo de proceso inquisitorio e introduce  los principios que llegaron a ser fundamentales de la inquisitio ex officio,  y de la independencia del juez para la investigación de la verdad.

En el proceso canónico, el proceso era inquisitivo, fue instaurado en España por los Visigodos y generalizado después hasta la revolución francesa.

Se caracterizó por la independencia del juez, por la creación de los comisarios quienes eran los encargados de hacer saber al Tribunal del Santo Oficio, la conducta de los particulares, en relación a las imposiciones de la iglesia, estableciéndose de esta manera, la acusación de oficio.

Podemos concluir, que es con la aparición del Proceso Canónico instaurado por la iglesia católica, que nacen los primeros vestigios del sistema procesal inquisitivo. 

Luego de un pequeño recuento de las diversas formas procesales que aparecieron a través de la historia, podemos concluir, sin lugar a dudas, que fueron las culturas Griegas y Romanas, las que mayor aporte han hecho a la humanidad en lo que al sistema de justicia y garantías procesales se refiere.

Las distintas formas de juzgamiento que poseían, las diversas etapas  y los sujetos procesales que intervenían, han servido de base para la elaboración de distintos sistemas Procesales en muchos países, incluyendo el nuestro.

2.1.2.2. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL PROCESO PENAL EN PANAMÁ.

Una vez realizado el recuento histórico de los orígenes del Proceso Penal en las diferentes culturas antiguas, consideramos importante realizar un pequeño estudio de la evolución que el proceso ha tenido en el Istmo de Panamá.

Es por lo anterior, que debemos estudiar la evolución del proceso penal en nuestro país, atendiendo a las tres grandes etapas o períodos por los que ha atravesado a lo largo de su historia, siendo estas, la época hispánica o colonial, (mientras regía el dominio español), la época departamental o de unión a Colombia y nuestra actual época republicana.

Es importante el estudio de esta evolución del proceso penal Patrio, ya  que cada ley creada durante alguna de las etapas mencionadas,  influyó directa o indirectamente en el territorio panameño, y sobre todo en la vida de cada persona que formaba parte de él.

El estudio de la evolución histórica del Proceso Penal en Panamá se presenta de manera cronológica, partiendo de la época Hispánica, mientras éramos colonia de la corona española, pasando por la época Departamental o de unión a Colombia, y terminando este pequeño, pero significativo estudio, en la época Republicana.

                   2.1.2.2.1. EL PROCESO PENAL DURANTE LA ÉPOCA  

                                   HISPÁNICA O COLONIAL.


Luego del descubrimiento de América por Cristóbal Colón en 1492, progresivamente la gran mayoría del territorio centroamericano pasó a formar parte automáticamente, de la denominada “Madre Patria”, España, lo que trajo consigo que todos esos territorios  conquistados y colonizados se sometieran a sus leyes y reglamentos.


Obviamente, nuestro Istmo de Panamá, por formar parte del territorio denominado como Nueva Granada, no escapó a esa realidad, y fue sometido al yugo español en todos los aspectos.

                        2.1.2.2.1.1 EL DERECHO INDIANO.


Dentro de esta época de dominación española, aparece el derecho Indiano, que en sentido estricto, es el conjunto de normas o leyes creadas por la legislación española, monarcas o sus autoridades delegadas tanto en España como en América,  para ser aplicadas con carácter general o particular, en todo el territorio de las Indias Occidentales, durante los siglos XVI, XVII y XVIII, principalmente dominados por España.


En el derecho indiano se pueden precisar tres etapas que son la de formación que abarca desde las capitulaciones de Santa Fe, hasta las reformas de Juan Ovando (1492-1571). La segunda etapa que es la de consolidación, que se extiende desde las reformas, hasta la promulgación de la Recopilación de leyes de indias (1571-1680) y por último está la etapa del reformismo borbónico, que se produce a lo largo del siglo XVIII y principios del siglo XIX.


Para SILVIO GUERRA MORALES, en su ya mencionada obra Derecho Procesal Punitivo, primera edición, editora M.E.L, año 2005, página 92  el derecho Indiano no constituyó un sistema procesal en sí, toda vez que estaba ajustado al proceso hispánico. 


Por su parte, ESQUIVEL OBREGON, citado por el autor SILVIO GUERRA, en su ya mencionada obra, página 94, sostiene que el Derecho Indiano se caracterizó por poseer un sistema cruel, de procedimientos rápidos, pocas defensas y crueles penas o sanciones.


En el derecho indiano, se establecieron las siguientes instituciones:

                        2.1.2.2.1.1.1. EL CONSEJO DE INDIAS:


Institución creada por el rey Carlos V, el 1 de agosto de 1524, a imitación del Consejo de Castilla, para que atendiera los negocios administrativos de América. Ejercía plena jurisdicción  sobre todo el territorio y sus habitantes.


Dicho consejo, tenía competencia penal, civil y comercial y fue considerado como un tribunal de segunda instancia.


Dentro de una de sus funciones estaba la de justicia, era considerado como el tribunal superior de todos los territorios americanos y filipinos y en segunda instancia conocía las apelaciones  respecto de materias civiles y sentencias criminales dictadas por la casa de contratación.

                       2.1.2.2.1.1.2 LAS AUDIENCIAS:


Era un tribunal de segunda instancia, de apelación, con cocimiento en materias civiles y penales y era dirigido por el Gobernador o Cabildo.


La primera Audiencia se instauró en territorio Americano fue en Santo Domingo en el año de 1511.

                    2.1.2.2.1.1.3 LA CONSTITUCIÓN DE CÁDIZ DE 1812:


La constitución de Cádiz o Constitución Política de la Monarquía Española, fue creada por Don Fernando 7, Rey de las Españas, el 18 de marzo de 1812.


Dentro de esta constitución se establecía qué territorios pertenecían a España, dentro de los cuales se encontraba La Nueva Granada, de la cual formaba parte el Istmo Panameño.


Estableció los procedimientos en materia civil y penal, así como el reconocimiento de ciertos derechos a las personas responsables en materia criminal, como la de no ser detenidos sin justa causa, derecho a la defensa y la eliminación del tormento como pena.


 2.1.2.2.2 EL PROCESO PENAL DURANTE LA ÉPOCA

                          DEPARTAMENTAL O DE UNIÓN A COLOMBIA:


Una vez independizados de España el 28 de noviembre de 1821, el territorio Panameño pasa a formar parte de manera inmediata de la Gran Colombia y por consiguiente estaba sometido a su Constitución y a sus leyes.


Dentro de este punto, es importante mencionar cómo estaba estructurado el Proceso Penal en Colombia, país del cual se formaba parte y el código más importante durante esta época departamental, fue el Código Judicial colombiano de 1872. Este código estaba divido en  tres libros, correspondiendo el libro tercero de dicho cuerpo legal, al Procedimiento Penal.


Dentro del Procedimiento Penal, y ya para aquella época, se establecía la competencia otorgada tanto a los Jueces Municipales, de Circuito así como a los Superiores de Distrito Judicial.


Nótese, la organización judicial que se mantenía ya en el siglo XIX.


En el Código Judicial colombiano se planteaba el procedimiento para establecer los jurados que participarían en una determinada audiencia, los cuales eran escogidos por un jurado formado por tres jueces de hecho y quienes formaban el jurado debían ser personas vecinas de la cabecera del respectivo distrito judicial, y de probidad y honradez comprobadas, existiendo dos tipos o categorías de jurados a saber: los jurados de acusación y los jurados de calificación.


Por otra parte, enumeraba las causales de nulidad de los procesos así como las causales de impedimento para ser jurado, el cual era elegido por un período de un año.


El sumario estaba a cargo del funcionario de Instrucción, y era el juez quien decidía si dicho sumario estaba o no perfeccionado, en conclusión, era el juez el jefe de la  instrucción del sumario.

En cuanto a las garantías establecidas en este código, las mismas eran casi nulas, al igual que la participación de las partes en el proceso, limitándose el ofendido solamente a intervenir en el  proceso para ampliar su denuncia.

En relación al acusado, éste tenía derecho a la defensa y a la participación a la práctica de pruebas, al igual que el ofendido. 

Establecía los principios de publicidad en el juicio, el cual era eminentemente escrito.

De hecho, el Código Judicial de 1872, era un código completo, en cuanto a formalidad y a la manera de llevar el Procedimiento Penal, pero en esencia, carente de garantías procesales.

            2.1.2.2.3. EVOLUCIÓN DEL PROCESO PENAL EN LA ÉPOCA

                           REPUBLICANA:


Una vez separados de Colombia el 3 de noviembre de 1903, luego de 82 años de unión, nuestro recién nacido país, debía crear sus propias leyes y normas que regirían la vida de sus nacionales y residentes desde esa época y en lo futuro.


Durante todo ese tiempo, nuestro país estuvo sometido a las leyes y reglamentos colombianos, incluyendo el Código Judicial de 1872, el cual estuvo vigente en nuestro país hasta 1916, cuando mediante gaceta oficial No. 2418 fue publicada la Ley No. 2 de 1916, por medio de la cual se creaba el nuevo Código Judicial.


El nuevo cuerpo legal, se dividía en tres libros: el primero, dedicado  la organización judicial; el segundo libro, trataba acerca del procedimiento en materia civil; y el tercero, estaba dedicado al procedimiento penal, haciendo un total de 2440 artículos.


Durante los 71 años de vigencia de este código (1916-1987) el mismo sufrió varias modificaciones, era de corte inquisitivo, escrito, aplicando el juicio oral en materia criminal y el juicio con la intervención de jurados de conciencia.


Dentro de las modificaciones que sufrió este código, está la realizada por medio de la Ley No. 52 de 1919, la cual estableció la oralidad y publicidad en los juicios en materia penal y civil.


Por otro lado, mediante la Ley 80 de 1941, se reguló lo concerniente a la acción civil derivada del delito, consistiendo en la reparación económica por el daño causado a la víctima de un determinado hecho punible.


Es importante recordar las agitaciones políticas que vivió nuestro país a partir de 1968 y que durante la época militar, se elimina el juicio oral en materia criminal, manteniéndose sólamente el juicio con intervención de jurados.


Se reforzó durante esta época el proceso escrito, anulándose los principios de inmediación y del contradictorio.


Cabe resaltar, que antes de 1991, sólo existía en nuestro país, en el Procedimiento Penal, la aplicación de la detención preventiva, en aquellos delitos cuya pena mínima de prisión era de dos años.


Esto a mi juicio, es una grave falta que atenta contra los derechos humanos de la persona investigada, toda vez que no se tenía en cuenta las circunstancias en que el hecho se había cometido, lo que en la actualidad ayuda a la aplicación de una medida de restricción de la libertad, distinta a la detención preventiva .


No es pues, sino con la Ley No.  3 de 1991, que se logran establecer cinco medidas, sustitutivas de la detención preventiva, las cuales son:

· La prohibición de abandonar el territorio de la república, sin autoridad judicial.

· El deber de presentarse periódicamente, ante una autoridad pública.

· La obligación de residir en un determinado lugar.

· El arresto domiciliario.

· La reclusión en casa de salud.

Con esta ley, se prohibió además, la detención preventiva de las mujeres en estado de gravidez y de las personas que hayan cumplido los 65 años de edad.

Vemos pues, que antes de 1991, nuestro país estaba sometido a un proceso penal inquisitivo, toda vez que no existía medida alguna para evitar la aplicación de la detención preventiva, la cual, según se entiende, era aplicada a toda persona considerada responsable de la comisión de hecho delictivo, cuya pena mínima de prisión fuera de dos años.

También, mediante la Ley 1 de 1995, se introdujeron cuatro instituciones que modificaron las etapas del proceso penal: la instructora, la intermedia y la plenaria.


Estas instituciones que modificaron las etapas del proceso penal son:

· La suspensión condicional del proceso, en caso de que se trate de delitos leves, cometidos por delincuentes primarios.

· La audiencia preliminar, con lo que se reduce el término para la calificación del sumario, resaltando la oralidad, la inmediación, la bilateralidad, la publicidad y la legalidad.

· El proceso abreviado; y

· El juicio directo o en derecho, que puede aplicarse en los casos de flagrancia o confesión de los hechos.

Otra reforma reciente a nuestro procedimiento penal, es lo referente a las víctimas de un determinado delito, creando así la Ley No. 31 de 28 de mayo de 1998, denominada “Ley de Protección a las Víctimas”,  estableciendo no solo las normas para la tutela de tales derechos, sino también la creación de juzgados y tribunales Ad-Hoc competentes para ello.

A mi juicio, estas leyes y reformas realizadas durante el periodo republicano, y sobre todo, las realizadas a finales del siglo XX y a principios del XXI, han abierto el camino para la creación en nuestro país, de un sistema procesal distinto, moderno y garantista: El Sistema Acusatorio.

Luego de dar un breve repaso sobre la historia del Proceso Penal, sus acepciones y sus diversas formas evolutivas a través del tiempo, pasamos a desarrollar el tema de las garantías que adquieren los sujetos procesales (víctima e imputado) dentro de dicho sistema en nuestro país. 

Para ello, consideramos importante dar un concepto de lo que se entiende por Sistema Acusatorio, sus antecedentes, dentro del cual juega un papel muy importante el tema de los derechos humanos y la declaración universal de los mismos.

En tal sentido, no se debe pasar por alto la Ley 15 de 1977 que adopta el Pacto de San José, y la Declaración Universal de los Derechos Humanos, como antecedentes de la creación en nuestro país, del proyecto del nuevo Código Procesal Penal de corte acusatorio.

2.1.3. LAS GARANTÍAS DE LA VÍCTIMA Y DEL IMPUTADO, COMO SUJETOS PROCESALES, EN EL NUEVO PROCESO PENAL:

             2.1.3.1. ANTECEDENTES:

Tratándose este tema de las garantías de la víctima y del imputado en el Sistema Acusatorio, el cual exige el cumplimiento de los derechos constitucionales y fundamentales del hombre, es por lo que consideramos adecuado hablar, a manera de antecedente y en forma breve, de los derechos humanos, y los diversos convenios que se han creado para la tutela de los mismos.

A lo largo de muchos años, la humanidad ha pasado por grandes  y significativas etapas y situaciones que han despertado el interés de muchos países en lo referente a los derechos que toda persona tiene como miembro de la sociedad en la que se desenvuelve.


Uno de estos grandes acontecimientos que reflejó la mayor barbarie de la que es capaz el hombre, fue la segunda Guerra Mundial, (1939-1945), por lo que una vez culminada, ya para 1948 despertó en la conciencia internacional, el deseo de crear mecanismos para evitar los graves crímenes de guerra cometidos contra la humanidad.

Por ello, la Organización de las Naciones Unidas (ONU), institución cuyo objetivo es mantener y procurar la paz y seguridad en el mundo, creada en 1945 cuando tiene lugar la conferencia de San Francisco, fomentó la creación de documentos para hacer cumplir y asegurar los derechos inalienables de todo ser humano, surgiendo así tratados con el fin de proteger los derechos humanos fundamentales.

2.1.3.2. CONCEPTO DE DERECHOS HUMANOS:

Para Zulay Rodríguez Lu, en su obra titulada: Curso Básico de Derechos Humanos, primera edición, año 1996, editorial Mariano Arosemena, página 15,  éstos son llamados también Garantías Fundamentales  y son “aquellos inherentes al hombre por su propia naturaleza ya que son anteriores a la existencia del Estado, que no los otorga ni concede, sino que sólo se limita a reconocerlos, sin ningún tipo de discriminación social, económica, jurídica, ideológica, por participación política, cultural o sexual, etc.”
Se coincide con el criterio de la citada autora, en que tales derechos no se crean, sino que son inseparables de todo ser humano, existentes desde antes de la creación de cualquier Estado o sociedad, quien está limitado a reconocerlos a través de la creación de convenios, leyes o acuerdos internos o con otros Estados, y es con la creación de esos convenios y leyes que surge la codificación de tales derechos.

Para nosotros, los Derechos Humanos, desde el punto de vista legal, se pueden definir, como el conjunto de normas, decretos, convenios, tratados y acuerdos fundamentados en los principios de igualdad, fraternidad y solidaridad, que buscan exaltar la dignidad humana.

Dichas normas, decretos, convenios, tratados y acuerdos, tienen tanto carácter nacional como internacional. El carácter Nacional radica, en que todo Estado debe crear sus propias leyes y decretos que garanticen la tutela de tales derechos fundamentales y un procedimiento específico cuando se vulnere alguno de ellos. 

Por otra parte, el carácter Internacional está, en que los Derechos Humanos son protegidos por convenios y tratados celebrados y ratificados por diversos países, bajo las reglas del Derecho Internacional, toda vez que lo primordial, es reconocer la titularidad de los mismos sobre la persona, independientemente del lugar de donde sea. 

 2.1.3.3. ANTECEDENTES DE ALGUNOS DE LOS DERECHOS 

              FUNDAMENTALES CONSAGRADOS POR LA

              CONSTITUCIÓN POLÍTICA  DE LA REPÚBLICA 

              DE PANAMÁ Y  DE LAS  GARANTÍAS Y PRINCIPIOS

              PROCESALES QUE RIGEN EN EL DEBIDO PROCESO 

              PANAMEÑO:

Panamá a lo largo de su vida republicana, ha creado gran cantidad de leyes y decretos y ha reconocido acuerdos celebrados internacionalmente, relacionados con la tutela de los derechos fundamentales del hombre y las garantías que todo ciudadano debe tener en un determinado país.

Somos del criterio, que estos antecedentes, tanto de los derechos fundamentales consagrados en nuestra Constitución, así como de las garantías y principios procesales, se encuentran recopilados en varios de esos convenios internacionales reconocedores de los derechos fundamentales del hombre, celebrados y ratificados con el único propósito de dignificar a la persona sin distinción de ninguna índole.

Nuestro país no escapa de ese afán por procurar una verdadera tutela de estos derechos fundamentales del hombre, por ello, ha ratificado varios acuerdos internacionales relacionado con los derechos Humanos, siendo así que Panamá, ha sido signataria de más de 40 de ellos relativos a este tema.

Uno de esos acuerdos internacionales reconocido por nuestro país, es  la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana, realizada en Bogotá Colombia, el 2 de mayo de 1948, en la que se establece que “todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, y se reconocen un total de 28 derechos fundamentales y 10 deberes de toda persona.

Dentro de estos derechos y en atención al tema en estudio, se resaltan los siguientes: el derecho a la vida, la libertad, la seguridad e integridad de la persona; el derecho de igualdad ante la ley; el derecho de justicia; de protección contra la detención arbitraria y el derecho a proceso regular.

Nótese pues, que desde 1948, ya se van creando los mecanismos para la protección de los derechos tanto de la víctima de un determinado delito, así como las del posible responsable,  ya que tanto el uno como el otro tienen derecho a ser tratados por igual ante la ley  y de tener acceso a  los tribunales competentes para reclamar justicia.

Por otro lado, se reconocen otros derechos para el acusado ya que el mismo no debe ser privado de libertad sin que medie un mandamiento de autoridad competente (Prohibición de la detención arbitraria) y, a que se le someta a un juicio o proceso, presumiendo siempre su inocencia, hasta que se compruebe lo contrario, (Principio de la presunción o estado de inocencia), dentro del cual debe garantizarse el derecho a la defensa, toda vez que la persona acusada debe ser oída de forma imparcial y pública.

Es de resaltar que,  mediante este convenio, ya se gestaban algunos principios procesales que rigen hoy en nuestro sistema de justicia, y obviamente, también están reconocidos en un proceso de corte Acusatorio.

Podemos decir, que los derechos o garantías procesales que actualmente existen y rigen en nuestro ordenamiento jurídico, tienen su génesis en varios convenios internacionales creados o celebrados con la finalidad de proteger los derechos fundamentales del hombre.

Tales convenios, como ya se mencionaron anteriormente, son la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, La Declaración Universal de Los Derechos Humanos, celebrada el 10 de diciembre de 1948, y la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, suscrita en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, aprobada por la República de Panamá, mediante Ley No. 15 del 28 de octubre de 1977.

Consideramos que la recopilación más completa y clara sobre tales garantías, se encuentra en le Convención Americana Sobre Derechos Humanos, celebrada en San José Costa Rica, conocida también como Pacto de San José, además, de que forma parte de nuestro ordenamiento jurídico. 

Esta convención consta de 82 artículos, se encuentra dividida en tres partes denominadas “Deberes de los Estados y Derechos Protegidos”; “Medios de la Protección” y “Disposiciones Generales Transitorias”.

Nos interesa el Estudio de la primera parte de la convención que trata sobre los Deberes de los Estados y Derechos Protegidos, específicamente su capítulo II, en el cual se encuentran recopilados algunos principios y derechos que actualmente se aplican al actual Proceso Penal y que también son aplicados al sistema Penal que se pretende implementar en nuestro país, que es el Proceso Penal Acusatorio.

Se observa así, que en el artículo 4 de esta convención, se protege el derecho a la vida, dentro del cual se pretende proteger no solo la vida del ciudadano común, sino también de quien ya, mediante sentencia previa, haya sido condenado por la comisión de algún delito. Además, establece que en los países en donde se tenga pena de muerte, esta debe aplicarse a los delitos más graves, no así a los delitos políticos, comunes y conexos.

Prohíbe la pena de muerte de las personas menores de 18 años de edad, en mayores de 60 y de la mujer en estado de gravidez y le da el derecho a la persona sentenciada de solicitar amnistía, el indulto o la conmutación de la pena y no podrá ejecutarse ésta, mientras esté pendiente la solicitud, así como también prohíbe el trato injusto e inhumano de los privados de libertad.

El propósito de este artículo, en esencia, es proteger la vida de la persona en todas sus manifestaciones y disminuir o abolir de la pena de muerte en los Estados Partes.

En efecto, nuestro país ha acatado tal propósito, toda vez que el artículo 30 de la Constitución Política establece  que no habrá pena de muerte en Panamá, ni de expatriación ni de confiscación de bienes.

El artículo 5 de esta convención establece el precedente de que toda persona que está siendo procesada, debe estar en lugar separado de los ya condenados, así con la creación de tribunales especiales para tratar los casos en que los posibles responsables son menores de edad. Advierte que las penas tienen como función principal u objetivo, la readaptación social del sentenciado, situación que se encuentra establecida o reconocida hoy en día en nuestro actual Código Penal, específicamente en el Libro I, que trata de la Ley Penal en General, Capítulo I, de Los Postulados Básicos, artículo 7, que dice: “La Pena cumplirá las funciones de prevención General, retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección al sentenciado.”

Por su lado, el artículo 7, numeral 3, de esta convención, establece el derecho que tiene toda persona de no ser sometida a detención o encarcelamiento arbitrario, derecho éste que ya había sido reconocido en el artículo XXV de la Declaración Americana de los derechos y deberes del  Hombre y en el artículo 9 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

Este Derecho, forma parte de los derechos a la Libertad Personal y está reconocido como garantía fundamental por nuestra Carta Magna en el título III de los Derechos y Deberes  Individuales y Sociales, Capítulo I, “Garantías Fundamentales”  específicamente en el artículo 21, que dice: “Nadie puede ser privado de su libertad, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente…”  Cuando se trata de delincuente sorprendido en flagrancia, este artículo establece que puede ser aprehendido por cualquier persona, y debe ser entregado de manera inmediata a la autoridad competente.

Por otra parte, el numeral 5 del artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1977,  establece lo siguiente: 

5.” Toda persona detenida o retenida debe ser llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio”.

Este artículo encuentra concordancia con el artículo XXV, de la Declaración Americana de Los Derechos y Deberes del Hombre que prohíbe la detención de la persona de manera arbitraria y da el derecho de que una vez privado de libertad, sea un juez quien verifique sin demora injustificada, la legalidad o no de su detención, prohibiendo la detención en casos de incumplimiento de obligaciones de carácter civil. 

De igual forma se pronuncia la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, específicamente el artículo 9 que dice que “Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado”.

Una vez vistos los artículos mencionados anteriormente, nuevamente se impone el análisis de la norma Constitucional, específicamente el artículo 21 que es donde se mantiene recogida la prohibición de detención arbitraria y el trámite expedito ante el juez o autoridad competente designada por ley, para que sean éstos quienes decidan sobre la situación procesal del detenido.


Llama la atención que tanto en la Declaración  Universal de los Derechos Humanos de 1948 y la Declaración Americana sobre Derechos Humanos de 1977, indican la celeridad que debe tenerse al momento de decidir sobre la situación procesal de quien ha sido detenido en un momento determinado, por lo que consideramos que es con estas declaraciones sobre los derechos humanos, que se va creando el precedente del término que debe estar una persona detenida ante las autoridades Policiales, el cual no debe ser mayor de 24 horas tal como lo regula el artículo 21 de la Constitución Política de Panamá indicando entre otras cosas que “Nadie puede estar detenido por más de 24 horas sin ser puesto a órdenes de la autoridad competente…”



Encontramos además, en el citado artículo 5 de la Declaración Americana de los Derechos Humanos de 1977, establece que toda persona retenida o detenida, debe ser llevada de manera inmediata ante un juez o funcionario judicial, situación que puede compararse con la figura del juez natural, principio procesal que rige nuestro sistema actual y que se encuentra plasmado en el artículo 1944 del Código Judicial.

Vemos pues, como a través de las diversas recopilaciones relacionadas con los derechos humanos, es que se va creando el camino o se van reconociendo algunos de los principios y garantías procesales que  actualmente rigen nuestro Proceso Penal.

Seguidamente, se  pasará al estudio de las partes procesales, que integran el Proceso Penal Acusatorio, definiendo cada una de ellas.

            2.1.3.4. ESTUDIO DE LA VÍCTIMA Y DEL IMPUTADO COMO

                         SUJETOS PROCESALES EN EL SISTEMA PENAL

                         ACUSATORIO:

Antes de continuar, se hace necesario establecer o identificar lo que se conoce como Proceso Acusatorio. Delimitaremos este estudio de las partes procesales, a la víctima y al imputado, a los que se les considera los sujetos más importantes del Proceso Penal.

2.1.3.4.1. CONCEPTO DE SISTEMA ACUSATORIO:

Para el diccionario E-stratega, en la página web www.e-stratega.com, un Sistema Acusatorio es aquel sistema de persecución penal en el cual se encuentran separadas las funciones de investigación, acusación y resolución de un hecho ilícito, asegurando con aquello la imparcialidad, independencia, igualdad y legalidad del actuar punitivo del Estado.

Para Armando Alonso Fuentes Rodríguez, en su ya citada obra Manual de Derecho Procesal Penal Panameño, año 2007, editorial Portobelo, página 55, el Sistema Acusatorio moderno, es un tipo de proceso penal que nace a mediados del siglo XX, cuando un grupo de procesalistas penales y defensores de las garantías del imputado y de la sociedad manifiestan que el imperante sistema mixto, mantiene ciertos rasgos del sistema inquisitivo y lo que pretende el sistema acusatorio, es reforzar el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales consagradas en las constituciones Políticas de todos los Estados democráticos.

En nuestra opinión, un sistema Procesal Acusatorio es aquel sistema que tiene como finalidad principal la exaltación de los derechos humanos de toda persona consagrados en las Constituciones, Convenios Internacionales y demás leyes de un determinado Estado, caracterizándose por llevar a cabo, el fiel cumplimiento de los principios del debido proceso, contradicción, inmediación, simplificación, eficacia, oralidad, publicidad, concentración, estricta igualdad de las partes, economía procesal, legalidad, constitucionalización del proceso y el derecho de defensa, además, tiene como objetivo principal determinar la existencia de la acción penal y fundamentar la misma.

Podemos ver también, que en lo referente a la protección de los derechos humanos, la Ley No. 63 del 28 de agosto de 2008, que adopta el Código Procesal Penal panameño, en su artículo 14 establece como principio del proceso el respeto a los derechos humanos, de ahí que se dice que estos tipos de procesos sean extremadamente garantistas.

El Sistema Acusatorio evita que el uso de un poder degenere en abuso del principio de separación de las funciones procesales, más bien, derivan las características esenciales del Sistema Acusatorio, que lo coloca estructuralmente en una posición de neta contraposición lógica a los caracteres que connotan el sistema inquisitorio.

2.1.3.4.2. CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA ACUSATORIO:

Para muchos autores como el Colombiano Nelson Delgado Peña en su obra: Principios del Sistema Acusatorio, ediciones Nueva Jurídica, 2005, página 23 y el panameño Boris Barrios González en su citado Estudio de Derecho Procesal Penal Panameño, Editorial Jurídica Bolivariana, 1997 página 41, distinguen como características de un Sistema Acusatorio, a muchos de los principios por los cuales se rige el mismo.

Opinamos que las características que presenta el Sistema Acusatorio, encuentran sus raíces en derechos fundamentales consagrados en la Carta Fundamental no solo de nuestro país, sino de los países que han adoptado esta clase de sistema.

2.1.3.4.2.1. LA ORALIDAD:
Consiste en el predominio de la palabra hablada, y se traduce en aportar alegatos y elementos probatorios en el juicio de forma directa y verbal, pero sin excluir los escritos dentro de los procesos, en virtud de que aquéllos tienen como función dar soporte material a las evidencias y en algunos casos, el anuncio de lo ofrecido en el juicio oral, al tiempo de documentar el proceso.

Se considera que la oralidad es la característica principal de este tipo de procesos, toda vez que tanto las actuaciones realizadas por el Ministerio Público en lo concerniente a la investigación y el material probatorio existente para determinar la culpabilidad de una determinada persona, así como la refutación de tales cargos por parte de la defensa, deben realizarse de forma oral, lo que conlleva a una inmediación directa entre el juez y los sujetos procesales, y a que éstos, tengan la oportunidad de contraponer sus posiciones referente a un caso en particular.

En lo  referente a la oralidad,  la Ley No. 63 del 28 de agosto de 2008, citada anteriormente, en su libro Segundo, que trata de la Actividad Procesal, título I, de los Actos Procesales, artículo 128, dice lo siguiente:

“Artículo 128. Oralidad: Los actos procesales serán orales. Los asuntos debatidos serán resueltos en la misma audiencia, y los presentes se considerarán notificados por el pronunciamiento oral de la decisión judicial.”

2.1.3.4.2.2. LA PUBLICIDAD:

Consiste tanto en que las diligencias de las audiencias se realizan de manera pública ante la presencia de la sociedad, y que las partes tengan conocimiento recíproco de los actos procesales de la contraparte para controvertirlas plenamente, sin tener que cargar con un valor probatorio preconstituido, lo que garantiza la salvaguarda del principio de contradicción.

La Publicidad es una de las principales características de un Sistema Procesal Acusatorio, todas las actuaciones que se hagan dentro de un determinado proceso, deberán ser públicas, tal y como lo establece el artículo 9 del Código Procesal Penal, estableciendo además una excepción a la regla en la que se podrá disponer la reserva de algún acto procesal, en los casos y motivos establecidos por el código.

2.1.3.4.2.3. LA CONTRADICCIÓN:

A nuestro criterio, la contradicción se refiere al equilibrado enfrentamiento de pretensiones entre las partes en el desahogo de las pruebas, es decir, que a ambas partes, se les debe dar igual participación para que argumenten sobre sus peticiones y descargos. Esto se encuentra bastante ligado con el principio de la estricta igualdad de las partes en el proceso.

2.1.3.4.2.4. CELERIDAD:

Es aquella actividad o impulso que se realiza con el propósito de hacer avanzar hasta el final un determinado proceso, tal fuerza o impulso puede venir de cualquiera de las partes, del juez o del fiscal.

2.1.3.4.2.5. INMEDIACIÓN:

Determina que el juzgador y los sujetos procesales se encuentren presentes para contraponer sus pretensiones sobre la litis que anima el proceso, lo que implica que el juez está en posibilidad de analizar no sólamente, los dichos de los que intervienen en un juicio, sino además, su desenvolvimiento psicológico en el mismo, lo que ayuda a conocer de manera más cercana la verdad histórica y no la formal, fin último de un Proceso Penal.

2.1.3.4.2.6. CONCENTRACIÓN:

Se refiere a que el proceso solo debe centrarse en aquella causa que lo ha iniciado, es decir, no puede decidirse en un proceso determinado, algo distinto a la pretensión de una de las partes.

2.1.3.4.2.7. SEPARACIÓN DE FUNCIONES:

Es una de las características de todo Proceso Acusatorio que consiste en la separación de las funciones jurisdiccionales e investigativas, correspondiendo las primeras a los jueces y la segunda al Ministerio Público.

En nuestro país, esta característica se encuentra en el artículo 5 del Código Procesal Penal.

2.1.3.4.2.8. IDENTIDAD DEL JUZGADOR:

Radica en que debe ser un solo juez el que conoce la causa o proceso determinado y no debe cambiarse el mismo, salvo las excepciones que establece la ley, como lo es el caso del artículo 760 del actual Código Judicial que trata de los impedimentos de algún juez o magistrado en un determinado caso. 

Consideramos que la identidad del juzgador está relacionada con el principio del Juez Natural, en el que ninguna persona puede ser juzgada sino por autoridad competente o tribunales previamente establecidos y no por tribunales especiales constituidos con posterioridad. 

2.1.3.4.2.9. PRESUNCIÓN O ESTADO DE INOCENCIA:

En un Proceso Penal Acusatorio, todo individuo contra quien se formulen cargos, debe ser tratado como inocente hasta que se compruebe su culpabilidad en juicio y en el momento en que tal decisión haga tránsito a cosa juzgada.

Esta presunción es una presunción “iuris tamtum”, es decir, que admite prueba en contrario, y corresponde al Ministerio Público, como ente encargado de la investigación, probar la culpabilidad del acusado.

2.1.3.4.2.10. GARANTÍA SUPREMA DEL DERECHO DE  DEFENSA:

Principio de rango constitucional que le otorga a toda persona, el derecho de defenderse contra determinada acusación, el cual puede ejercer desde el principio de la investigación o desde el momento en que se  hayan formulado cargos en su contra pudiendo designar a un defensor de su elección o si no, el Estado le otorga un defensor de manera gratuita.

2.1.3.4.2.11. LIBERTAD:

Considero que la libertad, es una de las garantías fundamentales por excelencia.

Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad, así lo establece  también la Ley No. 63 de agosto de 2008, que adopta el Código Procesal Penal panameño y es un derecho fundamental que se encuentra reconocido por nuestra Constitución Política en su artículo 21, en el que se expresa que nadie puede ser privado de su libertad sino por mandamiento escrito proveniente de autoridad competente y con los requisitos exigidos por la ley.

2.1.3.4.2.12. ESTRICTA IGUALDAD DE LAS PARTES:

La igualdad procesal de las partes, entiéndase como tales a la víctima e imputado, acusador y defensa, más que ser una característica que posee un Sistema Acusatorio, es una garantía fundamental de la que debe gozar todo ciudadano sin importar su sexo, religión que profese, su raza, condición social o económica.

Mediante esta igualdad, se le da la oportunidad a las partes que intervienen en un proceso determinado, de presentar en las mismas condiciones y términos, sus descargos y todas las pruebas que estimen necesarias y sobre todo, les garantiza que el proceso se ha de llevar de manera adecuada, cumpliendo con las garantías fundamentales que en él se consagran, dando la oportunidad a todos de actuar y gestionar sobre sus peticiones. Les garantiza, además, el ejercicio de los derechos consagrados en la Constitución Política y en los tratos internacionales ratificados por la República de Panamá.

Como hemos visto, todas estas características que presenta un Sistema Acusatorio, se encuentran consagradas en muchos de los convenios internacionales relativos a los derechos humanos. En este sentido y como se ha anotado con anterioridad, un Sistema Acusatorio encuentra fundamento en las garantías y derechos del hombre, intrínsecos a su naturaleza o condición humana, derechos que han de ser reconocidos por los Estados mediante la creación de leyes o mediante la ratificación de convenios internacionales que tienen como finalidad, la exaltación de la dignidad de toda persona.

El modelo acusatorio es característico de los países liberales y democráticos, prueba de ello, es que se origina en las épocas de la Grecia democrática y la Roma republicana, pero el mismo se va amoldando y evolucionando de acuerdo con las concepciones políticas adoptadas por cada Estado, para el manejo de su gobierno.

Nuestro país cuenta con una Constitución Política que, a nuestro criterio, posee un carácter social y que tiene entre sus fines, asegurar la democracia, exaltar la dignidad humana y promover la justicia social.

Por otra parte, la Ley No. 63 del 28 de agosto de 2008,  que adopta el Código Procesal Penal de la República de Panamá, en su libro Primero, de las Disposiciones Generales, Capítulo I, de las Garantías, Principios y Reglas, enuncia y define, los principios y garantías fundamentales que han sido consagrados en la Constitución Política de la República de Panamá, principios sobre los cuales se fundamentará el Proceso Penal, tal y como lo establece el artículo 1 del texto citado. 

Si se parte de la premisa de que  la Ley 63 supra citada establece que el proceso penal se fundamenta en las garantías y principios establecidos en la misma y que estos principios y garantías han sido reconocidos por la Constitución Política de la República de Panamá como derechos y garantías fundamentales de los ciudadanos, entonces podemos concluir que en nuestro país, existe una clara Constitucionalización del Proceso Penal, que es otra característica del Sistema Acusatorio, lo que nos da a entender que en la realización del mismo, es decir, en el desenvolvimiento de cada una de las etapas procesales, se han de garantizar y cumplir todos los derechos fundamentales consagrados en la Constitución Política de la República de Panamá.

Por otro lado, tomando la premisa anterior, de que el Sistema Acusatorio como modelo de enjuiciamiento penal en nuestro país está debidamente constitucionalizado, es decir, que responde y defiende los principios fundamentales que en nuestra Constitución Política se consagran y que nuestra Constitución Política posee carácter social y uno de sus fines es asegurar la democracia, entonces, el Sistema Acusatorio, como modelo de enjuiciamiento penal en Panamá, también responde a criterios, sociales y democráticos, garantiza el cumplimiento del debido proceso y como ya se mencionó, se basa en principios fundamentales, lo que también caracteriza a los Estados Constitucionales y Democráticos de derecho. 

De lo anterior, podemos concluir que dentro de las características que presenta el Sistema Procesal Acusatorio panameño están: la debida constitucionalización del proceso y que es un sistema social y democrático tendente a garantizar los derechos fundamentales de las  personas y a exaltar la dignidad humana.

Luego de haber realizado un breve análisis sobre el concepto de Sistema Acusatorio y de mencionar algunas de sus características, pasaremos al desarrollo del siguiente tema que trata de los sujetos procesales que intervienen en un proceso determinado, explicaremos sus acepciones desde un punto de vista amplio, estricto y legal, qué derechos le son otorgados en este tipo de sistema.

Se pretende, además, realizar una breve comparación entre los derechos que le son otorgados a la víctima y al imputado o acusado de acuerdo con la Ley 63 del 28 de agosto de 2008 y los derechos o garantías que poseían antes de la creación de dicha ley.

2.1.3.4.3. LA VÌCTIMA:

Se puede ver a la víctima  desde dos escenarios distintos, el primero, la ubica como aquella persona, natural o jurídica ofendida por la comisión de un hecho delictivo, a quien se le ha vulnerado un derecho o contra quien se ha violentado un bien jurídico debidamente tutelado por el derecho penal sustantivo y por otro lado, se puede ver a la víctima como aquella parte actora, que acude ante los tribunales de justicia con la finalidad de que se le repare el daño ocasionado, dando lugar a que se accione todo el aparato jurisdiccional y de esta forma se desenvuelvan varias etapas procesales tendentes a la consecución de la reparación  del derecho presuntamente vulnerado, encontrándonos en este momento, en el derecho penal adjetivo.

2.1.3.4.3.1. CONCEPTO DE VÍCTIMA:

                2.1.3.4.3.1.1. CONCEPTO LATO O AMPLIO: 

Para el diccionario Pequeño Larousse ilustrado, edición 1995, editorial Larousse, página 1062, “víctima es toda persona o animal, sacrificado.”

Por otra parte, Guillermo Cabanellas de Torres y Guillermo Cabanellas de las Cuevas, en su obra, Diccionario Jurídico Elemental, edición actualizada 2003, editorial Heliasta, página 408, la víctima es toda persona o animal, destinado a un sacrificio religioso. En iguales términos se pronuncia Manuel Ossorio, en su Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales, 21° edición, 1994, editorial Heliasta, página 1010.

Rodrigo Ramírez, citado por Rusbel Guerra, en su tesis bajo el título Efectividad de la ley 31 del 28 de mayo de 1998 y su aplicación en el distrito de David, circuito judicial de Chiriquí, año 2001, página 24, refiriéndose a la etimología de la víctima, sostiene lo siguiente:

“En principio se cree que la expresión es latina, que significa un ser vivo, ofrecido a los Dioses y que comenzó a usarse en otras lenguas como la Francesa en 1927, como víctima, en inglés como víctima y en italiano como víctimas, la cual designaba a la persona o animal sacrificado o que se destinaba al sacrificio “

Nótese que en las acepciones simples del vocablo víctima, las obras arriba citadas indican que el fin común de las mismas, es decir, para lo cual estaban destinadas, era para el sacrificio, en otras palabras,  puede entenderse que en sentido amplio la víctima es vista como todo ser vivo destinado a la muerte y en muchas ocasiones, con motivos de gratitud u ofrenda a alguna deidad.

Concluimos entonces, que el concepto etimológico y amplio de víctima, está ligado a lo religioso o a la adoración de algún dios o divinidad en particular, a quien se le ofrecía como ya se anotó en líneas anteriores, en calidad de gratitud u ofrenda, alguna persona o animal en especial.

2.1.3.4.3.1.2. CONCEPTO ESTRICTO DE VÍCTIMA

Posteriormente, el concepto víctima a lo largo del tiempo, fue modificándose y evolucionando, empezando hablar de la persona que voluntariamente se sacrifica por algo, concepto éste que fue variando hasta obtener una definición más estricta.

Para comprender un poco mejor un concepto estricto de víctima, veamos nuevamente algunas de las obras arribas citadas y las definiciones que ofrecen sobre la víctima.  El Diccionario Pequeño Larousse ilustrado dice, refiriéndose a la víctima, lo siguiente: “Persona que padece por culpa ajena”. 
Guillermo Cabanellas de Torres y Guillermo Cabanellas de las Cuevas, en su Diccionario Jurídico Elemental, nos dicen que la víctima es “Quien se expone a un grave riesgo por otro”.

De los conceptos anteriores, podemos concluir que ya en un sentido más estricto del concepto víctima, se refiere a una persona,  a un ser humano, que padece, sufre daño o es puesto en riesgo por otro, es decir, se ubican dos personas a saber, quien padece el daño o agravio (víctima) y quien lo ejecuta (victimario). Incluso, existen otros como Rusbel Guerra en su tesis ya citada, que afirman que dicho daño o agravio, puede deberse a causa fortuita.

Ensayando un concepto de víctima desde un sentido estricto, podemos decir que se trata de toda persona o personas que en un momento determinado padece, sufre o recibe, por la acción de otra persona o de algún evento fortuito, algún daño o agravio, el cual puede ser físico, material o moral (subjetivo). Por ejemplo: 

· La persona que es golpeada por otra y sufre varias lesiones en su cuerpo. En esta suposición, se está recibiendo un daño físico causado por otra persona; (relación persona vs., persona, víctima vs., victimario.)

· La persona que es mordida por un perro o le cae encima una pared, también, sufre un daño físico, esta vez ocasionado por un evento fortuito, no planeado ni esperado. (relación persona vs caso fortuitito)

· Los desastres naturales, huracanes, terremotos, etc., son hechos fortuitos de la naturaleza que cuando se presentan, implican daño físico, material y moral, solo que en esta ocasión la víctima no es una sola persona, sino un grupo de personas o una sociedad. (relación Colectividad vs., caso fortuito).

2.1.3.4.3.1.3. CONCEPTO TÉCNICO JURÍDICO:


En el plano de las leyes, la víctima es definida como el sujeto pasivo del delito y de la persecución indebida (Diccionario Jurídico Elemental, Guillermo Cabanella de Torres y Guillermo Cabanella de Las Cuevas, pág 408).


Por otra parte, la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en su VI congreso celebrado en Caracas Venezuela en 1980, dio una definición más científica sobre la víctima, indicando que la misma es aquella persona que había sufrido una pérdida daño o lesión, sea en su persona propiamente dicha, su propiedad o sus derechos humanos como resultado de una conducta que comprenda:

· Aquellos hechos que constituyan una violación a la ley penal nacional

· Que suponga un delito bajo el derecho internacional.

· Que de alguna forma implique un abuso del poder.

Con respecto al primer supuesto, se considera víctima al sujeto pasivo del hecho delictivo, en lo referente a la segunda hipótesis, puede tratarse de delitos como genocidios, terrorismo, tráfico de seres  humanos, etc., actos que son reprochados por muchos Estados y por último, el abuso de poder, puede emanar de un grupo de personas que ostentan cargos políticos o están ligados a la economía de un país, como sucede en los casos de las dictaduras.

Al respecto, en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Principios fundamentales  de justicia para las víctimas del delito y abuso de autoridad, adoptada por las Naciones Unidas el 29 de noviembre de 1985, en la sección A, referente a las Víctimas de Delitos en su punto 1, página 353 dice que:

“Se entenderá por víctima, la persona que individual o colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales como consecuencias de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados Miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder”

La referida declaración, celebrada en Milán, Italia, clasificó a la víctima en dos grandes categorías o grupos:

· Víctimas de delitos: Que comprendían a toda persona que, de manera individual o colectivamente haya sufrido algún tipo de daño, incluyendo lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo en algunos de sus derechos fundamentales, ocasionados por algún tipo de acción u omisión que vulnere la normativa penal del Estado del cual es parte.

· Víctimas del abuso de  poder: Refiriéndose en este caso, a todas aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido algún daño, incluyendo, lesiones físicas, mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial en sus derechos fundamentales como consecuencia de acciones u omisiones que no constituyan una violación del derecho penal nacional, es decir, que tal acción u omisión no sea delito en ese país, pero que sí violan normas internacionales reconocidas por los Estados relacionadas a los derechos humanos.

Nótese pues, la existencia de dos grandes diferencias en estos conceptos de víctimas, mientras que las primeras se refiere al sujeto pasivo del delito, debidamente tipificado en la ley nacional, la segunda se refiere al abuso de poder que viola normas de derecho internacional.

Existen también, definiciones doctrinales relacionadas a la víctima, tal como es el caso de Mendelsohn, citado por Marisol Collazos en su Víctimología, concepto de víctima, 2006, definiéndola como  la personalidad del individuo o de la colectividad en la medida en que se encuentre afectada por las consecuencias sociales de un sufrimiento determinado por factores de muy diversos orígenes como puede ser el físico, el psíquico, económico, político o social, así como el ambiente natural o técnico.

Siguiendo con la referida autora, se deducen que existen tres grandes y representativas definiciones relacionadas a las víctimas:

· Definición de naturaleza victimológica general: refiriéndose en este apartado al concepto estricto de víctima del que hicimos referencia en líneas anteriores diciendo que se trata de toda persona o grupo de personas que padece un daño por una acción u omisión propia o ajena o por causa fortuita. 

· Definición victimológico criminal: refiriéndose en este caso al sujeto pasivo del delito, el cual puede ser una persona física o moral, que sufre un daño producido por la infracción propia o ajena.

· Definición jurídica: guarda un parecido con la definición anterior, relacionando a la víctima como la persona del perjudicado que muchas veces será el sujeto pasivo del delito. Esta definición establece una diferencia entre el perjudicado y el sujeto pasivo del delito. El perjudicado es toda persona física o jurídica que a consecuencia de la comisión de un hecho delictivo sufre un daño, mientras que el sujeto pasivo será el titular del bien jurídico tutelado o protegido.

Consideramos que la definición jurídica de víctima, ofrece una mayor explicación, estableciendo, además, diferencias entre el perjudicado y el sujeto pasivo. A continuación algunos ejemplos: en el caso de lesiones personales, u homicidio, la persona que sufre la lesión es a la vez el titular del bien jurídico tutelado en los delitos Contra la Vida y la Integridad Personal, es decir, la Vida Humana; en el caso de un robo a la doméstica de una determinada vivienda dentro de la cual logran sustraerse diversos artículos, si bien es cierto que es en la persona de la empleada doméstica sobre quién se ejerce violencia o intimidación para perpetrar el hecho de robo, también lo es que los artículos hurtados de la misma residencia no son de su propiedad, por lo cual, en los delitos contra el Patrimonio Económico, el bien jurídico tutelado lo es en efecto, el patrimonio económico, el cual recae sobre el propietario de los objetos robados, es decir que en este caso, la perjudicada es la empleada doméstica, y el sujeto pasivo del delito lo es el dueño o propietario de los artículos que se encontraban dentro de la vivienda. 

         2.1.3.4.3.2. LA VÍCTIMA EN LOS DIVERSOS SISTEMAS

                            PROCESALES:

Se estima importante ver los diferentes protagonismos que ha tenido la víctima a través de las diversas formas procesales, Acusatorio Antiguo, Inquisitivo, y Mixto, que se han dado con el transcurrir del tiempo, ya que desde las primeras formas en que se organizaron las sociedades antiguas, hasta la creación de sociedades más modernas, el papel que ha jugado la víctima dentro del Proceso Penal, ha tenido varias caracterizaciones. 

Tal como se pudo ver en el punto que trata de la historia del Proceso Penal, y su diversas formas de aparición en las diferentes culturas, al principio de este capítulo, la posición de la víctima pasó de un protagonismo absoluto a una expulsión total y posteriormente, como se verá más adelante, surge de manera paulatina en el moderno Proceso Penal y es que en el actual Proceso Penal, no se ha trabajado con respecto a la participación de la víctima dentro del mismo, sino que se ha dedicado mayor esfuerzo al estudio de la figura del victimario en el proceso, no encontrando un verdadero equilibrio entre las garantías del victimario o imputado y los derechos de las víctimas.

Sobre este respecto, ya se ha pronunciado Alessandro Baratta en su obra Requisitos mínimos del respeto de los derechos humanos en la ley penal, Revista Nuevo foro Penal, No. 34, España 1986, página 8, quien expresa lo siguiente:

“… se ha evidenciado los graves inconvenientes que el sistema penal presenta con respecto a la posición de la víctima en el proceso y sus intereses efectivos…”

   2.1.3.4.3.2.1. EL PAPEL DE LA VÍCTIMA EN EL SISTEMA

                         ACUSATORIO ANTIGUO Y EN EL INQUISITIVO:

Indiscutiblemente se puede decir que la primera forma en que la víctima podía reclamar a otra persona por alguna ofensa o agravio recibido, era mediante la venganza privada, no existiendo ningún tercero imparcial (juez) que mediara en el conflicto, encontrándose en este momento el victimario en desventaja, toda vez que la venganza privada no sólo se limitaba a la figura del responsable del delito o falta cometida, sino que dicha venganza se encaminaba también contra sus parientes, miembros del grupo o clan.

Tal venganza privada, no sólo se limitaba a los daños físicos que podía ocasionarle la víctima a su victimario, sino también podía exigir algún bien material a modo de resarcimiento.

En este sentido, el autor Rodrigo Ramírez González, en su obra La Victimología, Editorial Temis, Bogotá Colombia, 1983, página 47, dice que: 

“…en época más primitiva la venganza privada que comprendía no solo daños físicos a las personas, sino también exigencias de bienes materiales, era la principal manifestación de la lucha por la supervivencia”.

Como hemos visto, la venganza privada, como forma de responder ante un agravio ocasionado, era un tanto cruel, y como ya se anotó,  le daba mayor ventaja a quien sufría dicho agravio o daño, es decir, a la víctima. No constituyó una institución en sí, sino que fue la primera reacción social ante la comisión de delitos, en donde es claro que la víctima se tomaba la justicia por sus propias manos, lo que seguramente provocaba la desaparición de tribus, clanes o incluso familias enteras.

Posteriormente a medida que las sociedades fueron evolucionando, se crearon leyes e instituciones con la finalidad de apaciguar los estragos que en cierto modo, ocasionaba la primitiva venganza privada, entre ellas tenemos a la ley del Talión y la compensación de los daños.

Con el transcurrir del tiempo, las sociedades antiguas fueron creando una forma de mitigar los estragos ocasionados por la venganza privada, imponiendo cierto equilibrio entre el  castigo y el daño recibido, en donde aquél, entiéndase el castigo, no podía ser peor que éste, entiéndase el daño, tal como es el caso de la ley del Talión.

Sobre esto, Israel Drapkin, en su obra El Derecho de Las Víctimas, Anuario de Derecho Penal y ciencias Penales, Madrid, España, 1980, página 375 dice:

“estos ilimitados derechos de venganza, por muy comprensibles que fueran, tuvieron que ser sacrificados en el altar de la justicia que comenzaba a alborear. Es así como nacieron las leyes del talión. Se pensó que no podría haber un equilibrio más justo y mejor concebido para lograr una mejor justicia que el balance aritmético del tanto por tanto. El castigo no podía ser mayor que el daño recibido. Es indudable entonces, y no deja de ser curioso, que la primera intervención de derecho de los primeros legisladores fue para defender a quien infringió la norma social, es decir, al delincuente y no a la víctima”.


A pesar de ser una limitante a la crueldad que provocó la venganza privada, esta ley del talión no dejaba de ser cruel, pero como ya se dijo, constituyó un gran avance en lo referente a la solución de los problemas existentes entre los miembros de una determinada sociedad.


Posteriormente y como respuesta a los avances sociales de la antigüedad, aparecen formas históricas de compensación o como diríamos actualmente indemnización de los daños ocasionados. Tales formas de compensación o indemnización se crearon con la finalidad de ir reduciendo poco a poco, la crueldad de la ley taliónica, apareciendo a la par de ésta, la compensación, que surge como una forma facultativa pero que posteriormente se convertiría en una solución obligatoria, tal y como lo señala el citado autor Israel Drapkin en su ya mencionada obra, quien afirma que “…como la compensación facultativa ya se encontraba en la propia Ley Masónica y en la Ley de las Doce Tablas en Roma.”
Vemos pues, como se iba desarrollando el papel de la víctima en el sistema acusatorio antiguo, en donde se le brindaba una participación total a la misma, instaurándose, conforme evolucionaban las sociedades, diversas instituciones y leyes tendentes a equiparar la participación tanto de la víctima como la de su victimario y el castigo que éste recibiría por el daño cometido.

Conforme a la aparición de los Estados y la creación de poderes centralizados, la compensación económica que la víctima podía recibir, pasó a manos de instituciones creadas con la finalidad de intervenir en el pleito entre las partes, de modo que el conflicto que podía surgir era resuelto entre el victimario y el Estado, es decir, que el victimario, debía pagar al Estado, alguna retribución de carácter económico, como castigo por la falta cometida, situación que en la actualidad se conoce como multa.

Nos señala el citado autor Rodrigo Ramírez González, en su ya mencionada obra, página 49, “que la compensación económica, en la mayoría de los casos, debía ser compartida con la comunidad o con el rey, dándose nacimiento a la sanción de la multa”
Lo anterior nos indica que en lo penal, el actuar delictivo se va convirtiendo en una relación entre victimario y Estado, el cual se va apropiando de la sanción, apartándose a la víctima del escenario.

Obsérvese entonces, que a medida que el Estado, como ente poderoso y controlador del aparato judicial en la antigüedad, va creando instituciones y organizaciones para sancionar al victimario, así mismo se va apartando la participación de la víctima en el Proceso Penal y se va instaurando un sistema procesal inquisitivo.

Sobre este aspecto, el autor Luis Paulino Mora, en su obra Reflexiones Sobre el Nuevo Proceso Penal, San José, 1996, editorial Mundo Gráfico, páginas 6-9, indica que 

“… los intereses personales de la víctima del delito fueron por mucho tiempo, después de la Edad Media, subordinados a aquéllos de la sociedad, cuyos dirigentes los usufructuaban en sus propios beneficios bajo el cariz de una política penal, y la víctima se convirtió en cenicienta del derecho penal.”
Se considera que en el sistema mixto, la víctima aún sigue apartada o separada de su verdadera función dentro del Proceso Penal, sobre ello, el autor Doreen Mc. Barnet, en su obra Victim in the Witness Box, Dregadation Technique and legal Structures, II Symposium, USA 1976”, referente al segundo Simposio de victimología celebrado en los Estados Unidos de Norteamérica en 1976, al decir que:

“ya en el proceso, la víctima queda en una situación difícil; para el Fiscal o Ministerio Público, la víctima moral e inocente y un testigo de alta credibilidad, pero para la defensa es la figura contraria…” 

2.1.3.4.3.3.  LA VÍCTIMA EN EL SISTEMA PENAL PANAMEÑO (SISTEMA MIXTO):

A lo largo de la historia de la humanidad, la víctima ha estado presente en ella, pero con cierto anonimato y ha tenido que pasar mucho tiempo hasta la actualidad, cuando se comienza a dar los primeros pasos a favor de la víctima y de esta forma asegurar sus derechos.

A nivel internacional, se han creado diversas conferencias relacionadas con la guarda de los derechos de las víctimas de delito, como es el caso de la Primera Conferencia  Internacional sobre Indemnización a la Víctimas Inocentes de Actos de Violencia, celebrada en la ciudad de Los Ángeles, California Estados Unidos, en diciembre de 1968, Revista Internacional de Política Criminal de las Naciones Unidas, páginas 127 y ss., donde se acordó que todo lo relacionado al tema de la víctima, se debía examinar, atendiendo al contexto normativo de cada jurisdicción y que los programas debían basarse en el derecho de todo ciudadano a recibir una indemnización por los daños personales sufridos como consecuencia de un delito violento y que la indemnización debía realizarse mediante métodos no burocráticos para evitar la victimización secundaria.

Referente a la víctima, se han celebrado varios simposios que tratan de los derechos que debe gozar la víctima del delito. Dentro de esos simposios podemos mencionar el Primer Simposio Internacional sobre victimología  celebrado en Jerusalén, Israel del 2 al 6 de septiembre de 1973, el Segundo Simposio internacional que tuvo lugar en Boston Massachurssets, Estados Unidos, del 5 al 11 de septiembre de 1976; Cuarto Simposio internacional, celebrado en Tokio y Kioto, Japón, del 29 al 2 de septiembre de 1982, donde se formó un comité para elaborar un proyecto de Código para las conductas hacia las víctimas del delito, entre otros más, los cuales son celebrados cada tres años y han contribuido al avance del estudio sobre la victimología y sobre todo de la víctima, para que de esta forma, los Estados le proporcionen los principios y garantías que como seres humanos les corresponde.

En el caso de nuestro derecho positivo, podemos decir que son pocas las leyes creadas con la finalidad  de regular o salvaguardar los derechos de las víctimas del delito.

La primera ley creada con esa finalidad, fue la Ley No. 80 de 1941, que introdujo algunas reformas al Código Judicial de 1916 y que como dice el autor Silvio Guerra Morales  en su ya citada obra Derecho Procesal Punitivo, página 137, reguló lo concerniente a la acción civil para la restitución de la cosa, la reparación del daño causado o el pago de la indemnización de los perjuicios causados por el hecho punible.

No se puede negar que el desarrollo del derecho Procesal Penal se concentró en atender la situación de imputado, sin entrar en mayores detalles sobre la víctima, que vino a ser neutralizada a razón de la apropiación del conflicto por parte del Estado.

Por su parte, señala el autor José Israel Correa en su obra: La Participación de La Víctima en el Proceso Penal de Adolescentes, 2005, página 2, que gracias a las nuevas corrientes doctrinales, se retoma la preocupación por redefinir el rol de la víctima en el conflicto penal, tarea de la que se ha ocupado principalmente la criminología a través de sus aportes teóricos y estadísticos, a través de una nueva rama, la victimología.

Algunos de los primeros avances normativos, realizados en nuestro país con la finalidad de salvaguardar los derechos de las víctimas, fueron las creaciones de las Leyes No. 27 del 16 de junio de 1995, Por la cual se tipifican los delitos de violencia intrafamiliar y maltrato de menores, se ordena el establecimiento de dependencias especializadas para la atención de las víctimas de estos delitos, se reforman y adicionan artículos al Código Penal y Judicial y se adoptan otras medidas y la Ley No. 12 del 20 de abril de 1995, por la cual se aprueba la convención  interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la Violencia contra la mujer, conocido con “Convenio de Belem do Para”.

Mediante la Ley No. 27 del 16 de junio de 1995, se elevan a rango de delito, lo que hoy se conoce como delitos de Violencia Doméstica y el delito de Maltrato de niño, niña o adolescente, adicionándose en ese entonces al Título V del Código Penal, el Capítulo V denominado “De la Violencia Intrafamiliar y Maltrato al Menor, también realizó grandes modificaciones a los artículos que tratan sobre los delitos sexuales, protegiendo de esta manera, la integridad sexual de los menores de edad.

Por otro lado, mediante esta ley, se ordenó a todos los centros hospitalarios o de atención médica, ya fueran públicos o privados atender los casos de violencia intrafamiliar y el maltrato de menores, garantizando así el derecho a la asistencia médica gratuita, pronta y oportuna y se crean los centros especializados para atender los casos específicos de violencia intrafamiliar y maltrato de menores, con funciones las 24 horas del día.

Con la aprobación de la “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar La Violencia contra La Mujer” mediante la Ley 12 del 20 de abril de 1995, se busca evitar cualquier tipo de maltrato o acción realizada en su contra producto de su sexo que le pueda ocasionar la muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico; el reconocimiento de los derechos humanos de la cual es titular y resaltar su dignidad como mujer.

A continuación, se mencionan algunos aspectos más importantes de la esta ley, entre ellos tenemos los siguientes:

· De acuerdo con la ley, la violencia de la cual puede ser víctima la mujer puede ser de tres tipos: física, sexual o psicológica.

· Cualquiera de los tipos de violencia arriba indicados, puede provenir, de su cónyuge o algún familiar, de cualquier persona y del Estado o alguno de sus agentes.

· Se reconocen los derechos que goza toda mujer, como el de una vida libre de violencia, al ejercicio y protección de sus derechos humanos; respeto a su vida, integridad física, psíquica y moral; derecho a la libertad y a la seguridad personal; respeto a la dignidad inherente a su persona, a la protección de su familia; igualdad ante la ley; acceso a la justicia mediante la utilización de recursos sencillos que la ampare de cualquier acto de violencia; libertad de asociación, religión y creencias propias y al ejercicio libre de cualquier función pública dentro de su país.

El Estado panameño, como signatario del Convenio de Belem Do Para sobre la erradicación de la violencia contra la mujer, está obligado a ejecutar programas educativos, capacitaciones al personal de justicia y policial, crear normas penales que castiguen cualquier agresión a la mujer y organismos o programas destinados a la rehabilitación y readaptación de la mujer que en algún momento ha sido víctima de violencia, todo ello, con el firme propósito de garantizarle a la mujer, una participación libre y que goce de sus derechos fundamentales como ciudadana de este país, sin importar su origen, condición social o económica; en fin, se busca borrar cualquier acto de violencia ejecutado en su contra por razón de su sexo o cualquier acto que pueda tener el rango discriminatorio ejercido contra cualquier mujer.

Con el establecimiento de la Ley 27 de 1995, se crea la protección a las víctimas de un determinado delito, pero aún sin haber logrado establecer la protección de los derechos para las víctimas de otros delitos y por otro lado, mediante la adopción del Convenio de Belem Do Para de Brasil, mediante la Ley 12 de 1995, se protege a la mujer, víctima de violencia o discriminación por razón de su sexo.

Tuvieron que transcurrir 57 años, luego de la creación de la Ley 80 de 1941 que estableció lo concerniente a la acción civil derivada del delito, para que en nuestro ordenamiento jurídico, se produjera otra ley mucho más completa referente a los derechos de las Víctimas de Delito.

Hablamos pues de la Ley No. 31 del 28 de mayo de 1998, publicada en gaceta oficial No. 23,553 de esa misma fecha, que trata de la Protección de Las Víctimas del Delito y surge gracias a las nuevas corrientes doctrinales y de la preocupación por redefinir el rol de la víctima en el conflicto penal, tal y como señalaba el entonces magistrado Arturo Hoyos, en su informe Justicia Democracia y Estado de Derecho, 1996, página 12

“Explica la intención de que el honorable centro de justicia ejerza la iniciativa legislativa con el fino propósito de proponer una ley que brindará protección a las víctimas, tomando en cuenta nuevas corrientes doctrinales en el código procesal, modelo de pena Iberoamericana abogando así por un proceso penal garantizado y de corte acusativo, permitiendo así un claro reconocimiento al protagonismo de la víctima como expresión al principio de tutela judicial efectiva.”

Esta ley reproduce en gran medida las recomendaciones de la Resolución 40/34 de la Asamblea General que contiene la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder, sobre todo en lo que respecta al reconocimiento de los derechos procesales de las víctimas del delito y la seguridad de éstas. Además, sustituyó el concepto de acusador particular por el de querellante como sujeto esencial del proceso, no obstante, guardó silencio respecto a temas importantes como la responsabilidad del Estado en la prestación de servicios y asistencia técnica especializada a favor de las víctimas, así como la directriz en procura de una responsabilidad solidaria del Estado en el tema de la indemnización de las víctimas del delito.  Por razones obvias, el peso económico que tales programas implicaron para el presupuesto del Estado, sumado al alto índice de criminalidad, afectaron la viabilidad de estas medidas.

Para atenuar dicha limitación, en el artículo 30 de la Ley 31 de 1998 se incorpora una fórmula que se queda muy atrás de las directrices de la ONU, pues no impone al Estado un deber sino una facultad, toda vez que el mencionado artículo establece lo siguiente:

“Artículo 30: Para que no queden en el abandono, el Estado podrá proveer asistencia médica o económica inmediata, de manera parcial o total o en forma supletoria, a la víctima de lesiones corporales…”
Y en el párrafo final del mencionado artículo, establece lo siguiente:

“Esta indemnización estatal no exime de responsabilidad a las personas civilmente responsables por el delito y el Estado podrá ejercer contra ellas las acciones necesarias destinadas a recuperar las sumas adelantadas a las víctimas.”

Obsérvese pues, que en lo referente a los derechos de asistencia médica y económica de las víctimas de delitos así como en las acciones o coacciones que deben crearse para obtener del victimario la indemnización civil, la ley en comento, lo deja a discreción del Estado, como una facultad que, en un momento determinado, surge o puede surgir producto de la comisión de un hecho delictivo, mientras que la Declaración de las Naciones Unidas, referente a los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y Abuso de Poder, se inclina a que lo anterior, debe ser un deber del Estado y no una facultad.

Esta ley, además, amplía el concepto de víctima, expresando que es toda persona que individual o colectivamente haya sufrido daños, incluidas lesiones físicas o mentales, el sufrimiento emocional, la pérdida financiera o el menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales como consecuencia de una acción u omisión que viole la legislación penal vigente, agregando que se consideren víctimas, las siguientes personas:

· El representante legal o tutor de la persona directamente afectada por el delito en caso de incapacidad.

· Al cónyuge.

· Al conviviente en unión de hecho.

· A los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

· Al heredero testamentario.

· Asociaciones reconocidas por el Estado.

Otro de los aspectos más importantes de esta ley, es que le da derecho a la víctima a ser informada sobre el estado en que se encuentra el proceso cada vez que lo requiera, además, le da derecho a que se le informe si es viable la acción civil derivada delito independientemente de que intervenga como querellante, la cual, puede intentarse en el Proceso Penal o por la vía civil, en el primer caso, deberá promoverse, de acuerdo al artículo 1973 del Código Judicial, una vez ejecutoriado el auto de llamamiento a juicio.

En lo referente a la persona que puede solicitar la acción civil como consecuencia de un hecho punible, la L
ey 31 de 1998, establece en su artículo 15, que para el ejercicio de la acción civil, se requiere que la persona sea querellante y se constituya como parte en el  proceso, situación esta que discrepa en cierto modo con el párrafo final del artículo 14 de dicha ley, por medio del cual se modifica el artículo 1969 del Código Judicial, que dice:

“…La acción civil dentro del proceso sólo podrá intentarla la víctima del delito que se haya constituido en querellante, en las condiciones previstas por la ley.”

Somos del criterio, que en lo que respecta al párrafo final del artículo 14 de la mencionada ley, se está refiriendo en este caso, al querellante legítimo, que puede ser cualquiera de las personas mencionadas anteriormente y a las cuales esta ley les reconoce la condición de víctimas.

Por otra parte, algunos de los derechos con los que cuenta la víctima y que son recopilados por esta ley, tenemos:

· Recibir atención médica de urgencia cuando lo requiera

· Intervenir sin mayores formalidades, como querellante en el proceso para exigir la responsabilidad penal del responsable y la indemnización civil por los daños y perjuicios ocasionados.

· Recibir eficaz protección de las autoridades públicas a su persona y su familia.

· Debe considerarse su seguridad y la de su familia al momento en que el juez y el funcionario de instrucción otorguen alguna fianza de excarcelación o medida cautelar a favor del inculpado.

· Ser informada sobre el estado del proceso y las acciones que puede tomar con respecto a ello.

· Ser oída por el juez cuando éste deba decidir sobre la solicitud de archivo del expediente presentada por el Ministerio Público, de suspensión condicional del  proceso, de la pena o el reemplazo de las mismas a favor del imputado.

· Ser oída por el Órgano Ejecutivo, cuando éste deba decidir sobre la rebaja de pena o sobre la concesión de libertad condicional.

· Recibir prontamente los bienes de su propiedad que fueron decomisados como medio de prueba durante el proceso penal.

· Recibir patrocinio gratuito del Estado.

Sin duda alguna, dentro de los puntos señalados anteriormente, se recogen una gran cantidad de derechos de que goza toda persona que haya sido víctima del delito, sin embargo, el cumplimiento a cabalidad de todos ellos es algo difícil, toda vez que el Estado no cuenta con medios económicos suficientes.

Se establece que la víctima puede intervenir sin mayores formalidades dentro del proceso, para exigir tanto la responsabilidad penal como la civil derivada del delito, con lo que se busca impedir re-victimizar al ofendido y evitar que se someta a trámites extremadamente burocráticos para exigir la responsabilidad civil.

Sobre este aspecto, consideramos que debe crease un organismo aparte de los tribunales comunes, con la finalidad de obligar al civilmente responsable al pago de la indemnización a que haya lugar, con un trámite expedito y sin mayores formalidades.

La carencia de fondos económicos estatales suficientes para la indemnización a las víctimas de delitos por parte del Estado como uno de sus deberes y el desconocimiento de la acción civil derivada del delito por parte de la víctima, ha traído como consecuencia que este resarcimiento por parte del Estado y del responsable, se vea como algo utópico y muy difícil de alcanzar.

Por otra parte, del punto tercero se deduce que los jueces y funcionarios de instrucción al momento de conceder fianza excarcelaria o implementar alguna medida cautelar a favor del inculpado, deben tener en cuenta la seguridad de la víctima del delito y la de su familia.

Con lo anterior, se busca medir el grado de peligrosidad que puede correr la víctima con alguna de las decisiones que pueden tomar tanto el juez como el funcionario de instrucción.

Por último, dentro de los derechos de la víctima de delito, está el patrocinio gratuito por parte del Estado, a las personas de escasos recursos, en donde podrán solicitar el secuestro de bienes sin caución, si la cuantía de la demanda y el valor del bien secuestrado no exceden de cinco mil balboas (B/.5,000.00).

También se crea mediante esta ley, el Departamento de Asesoría Legal Gratuita a las víctimas de delito, con sede en la Corte Suprema de Justicia, específicamente en la sala cuarta, de los negocios generales, con la finalidad de bridar asesoría jurídica y patrocinio gratuito a las personas que tienen derecho a la asistencia legal gratuita, garantizando con ello, el acceso a la justicia de manera expedita que tiene derecho toda víctima del delito.

El reconocimiento de algún otro derecho que la ley confiera a las distintas personas para hacer valer sus derechos, queda incorporado en la normativa de protección a la víctima del delito cuando el numeral 10 del artículo 2 de la Ley 31 de 1998, dispone que son derechos de la misma todos los que estén señalados en la ley y que no hayan sido contemplados en la enumeración que de los mismos hace el mencionado artículo.

Indiscutiblemente que los años finales del siglo XX y los primeros años del siglo XXI, han sido provechosos para nuestra legislación, en lo concerniente a la protección de las víctimas de delito y la respectiva tutela de sus derechos.

Lo anterior se sustenta en que luego de la creación de la Ley 31 de 1998, también se han creado otros cuerpos legales tendentes a la protección de las víctimas de delitos específicos, entre ellos está la Ley 4 de 1999, que instituye la igualdad de Oportunidades para las mujeres; la Ley No. 17 del 28 de marzo de 2001, por la cual se aprueba el protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer; la Ley 16 de 2004, que dicta disposiciones para la prevención y tipificación de delitos Contra la Integridad y la Libertad Sexual, modifica y adiciona artículos al Código Penal y Judicial; y como es el caso de la Ley No. 38 de 10 de julio de 2001, que trata sobre la Violencia Doméstica y el maltrato al niño, niña o adolescente y que sin duda alguna, constituye un gran avance en lo concerniente a los derechos que gozan todos los miembros de un grupo familiar.

Dentro de los objetivos de la Ley No. 38 de 2001, están los de proteger a las personas que de alguna manera forman parte del vínculo familiar, de cualquier manifestación de violencia doméstica y de maltrato de niño, niña o adolescente y tuvo como antecesora a la Ley No. 27 del 16 de junio de 1995, de la cual se habló anteriormente

En este caso, la Ley 38 de 2001, sólo se limita a proteger a aquellas personas que forman parte del círculo familiar y que de alguna manera son ofendidos por alguna otra persona que forma o haya formado parte de dicho círculo familiar.

Define, además, los conceptos de agresor, víctima sobreviviente, y violencia, identificando seis tipos de violencia, una de ellas definida en forma genérica, de acuerdo al numeral 7 del artículo 2 de dicha ley y la Violencia Doméstica, definida en el numeral 8 del mismo artículo. 

También se identifican la Violencia Física, la patrimonial, la sexual y la Psicológica.

Con respecto al Numeral 1 del artículo 2 de la Ley 38 de 2001, se entiende por agresor o agresora:

“Quien realice cualquier acción u omisión descrita en la definición de violencia, en perjuicio de las personas que se encuentran protegidas por esta ley”

Por otro lado, al concepto de violencia, como ya se mencionó, esta ley reconoce varios tipos, uno de ellos es definido en forma genérica, de acuerdo al numeral 7 del citado artículo:

“Toda acción, omisión o trato negligente cometido por una persona que perjudique la integridad física, psicológica, sexual, patrimonial o la libertad de las personas que son sujetos de esta ley”

Con respecto a los numerales 1 y 7 del artículo 2, se entiende que puede ser cualquier persona la agresora, pero, de acuerdo al artículo 3, la ley es clara en manifestar que todas las medidas y preceptos consagrados en ella son aplicables a matrimonios, uniones de hecho, relaciones de pareja que no tengan la calidad de unión de hecho, pero cuya intención de permanencia pueda acreditarse; parentesco por consanguinidad, afinidad o adopción, hijos e hijas menores de edad no comunes, que convivan o no dentro de la familia y las personas que hayan procreado entre sí un hijo o hija, y amplía el alcance de la ley señalando que todas las situaciones anteriores pueden aplicarse, aun cuando hayan finalizado al momento de la agresión.

Lo anterior nos lleva a concluir que el agresor, necesariamente debe tener algún vínculo familiar muy cercano con la víctima ya sea por consanguinidad o por afinidad.

El numeral 8, nos habla de un tipo de violencia más específica, es decir, la Violencia Doméstica y la define en los siguientes términos:

“Patrón de conducta en el cual se emplea la fuerza física o la violencia sexual o psicológica, la intimidación o la persecución contra una persona por parte de su cónyuge, ex cónyuge, familiares o parientes con quien cohabita o haya cohabitado, viva o haya vivido bajo el mismo techo o sostenga o haya sostenido una relación legalmente reconocida, o con quien sostiene una relación consensual, o con una persona con quien se haya procreado un hijo o hija como mínimo, para causarle daño físico a su persona o a la persona de otro para causarle daño emocional”

A diferencia del término de violencia señalado por el numeral 7 del artículo 2 de la ley, para que exista una violencia doméstica, debe existir entre agresor y víctima, lo siguiente:

· Que la conducta sea reiterativa, constante, como un círculo vicioso.

· Que el agresor o agresora sea su cónyuge, ex cónyuge, familiares o parientes.

· Una relación consentida, ya sea legal o de hecho o una cohabitación presente o pasada con el agresor o agresora.

· Presencia de un hijo o hija en común que se haya tenido con el agresor o agresora.

Con respecto a la Violencia Física, ésta se refiere a la fuerza o coerción realizada por el agresor en contra de la víctima, para que ésta realice algún acto en contra de su voluntad o que puede vulnerar sus derechos.

La Violencia económica, va dirigida en contra de los fondos o recursos económicos que se tienen para satisfacer las necesidades de las personas amparadas por esta ley.

En lo que respecta a la Violencia Sexual, esta se refiere a la interacción sexual por parte de la víctima, a consecuencia de intimidación, chantaje, manipulación amenaza o uso de alguna sustancia, droga o algún mecanismo que altere su voluntad.

Por su parte, la violencia psicológica, es aquella que se realiza mediante acciones u omisiones destinadas a degradar, coaccionar o controlar las acciones, pensamientos, creencias, sentimientos o decisiones de las personas a quienes protege esta ley de modo que implique un perjuicio en la determinación y el desarrollo personal.

Mucho se ha hablado acerca de las personas que esta ley protege, pero la misma no ofrece una distinción clara de quién o quiénes son las personas protegidas, sino que se limita a mencionar algunas situaciones en las que es aplicable la ley, de acuerdo a lo que estable el artículo 3.

Teniendo en cuenta dicho artículo y las situaciones en las que en él se enumeran, consideramos que las personas protegidas por la ley 38 de 2001, son las siguientes:

· Los cónyuges, ya sea que estén casados legalmente o mediante unión de hecho o que muestren intenciones de permanencia o aquellos que no se encuentran en alguna de las circunstancias anteriores pero que hayan procreado un hijo o hija en común.

· Los parientes por consanguinidad, afinidad o adopción con los que se cohabite o haya cohabitado.

· Los hijos o hijas menores de edad, comunes o no.

Algunos derechos reconocidos por la Ley 38 de 2001, se encuentran en las medidas de protección que fueron creadas a favor de la víctima sobreviviente de la violencia doméstica.

En el capítulo II de dicha ley, referente a las “Medidas de Protección”, artículo 4, se enumeran un total de 14 medidas de protección a favor de las víctimas.

Se considera que estas medidas han sido creadas para salvaguardar la vida, integridad física y psicológica de la persona que en un momento determinado, haya sufrido algún tipo de maltrato por parte de algún miembro de su familia con quien cohabita o haya cohabitado.

Dentro de las medidas de protección están las siguientes:

· El arresto provisional del agresor o agresora, por parte de la autoridad competente, por un término no mayor de 24 horas.

· Desalojo, por parte del agresor o agresora, de la vivienda en la que cohabita con la víctima sin importar que sea propietario o no de la misma.

· Realizar allanamiento de acuerdo con las normativas constitucionales y legales con la finalidad de socorrer o rescatar a la víctima sobreviviente.

· Autorizar a la víctima sobreviviente, si así lo solicita a radicarse provisionalmente en un domicilio diferente al común

Sobre este aspecto, el numeral 4 del artículo 4 de la ley en mención, otorga un derecho a la víctima sobreviviente, el cual es de solicitarle a la autoridad que le ordene radicarse en otro domicilio distinto, con la finalidad de evitar cualquier maltrato futuro.

Otras medidas son:

· Prohibir la introducción de armas en el domicilio común, o si las hay, incautarlas para evitar que se utilicen contra alguna persona del grupo familiar.

· Prohibir al agresor o agresora, acercarse al domicilio común o aquel donde se encuentre la víctima sobreviviente.

· Reintegrar al domicilio común a la persona agredida que haya tenido que salir de él, si así lo solicita y, en consecuencia, deberá aplicar de inmediato la medida establecida en el numeral 1 de ese artículo.

Con lo referente a la prohibición de las armas en el domicilio, esta ley no establece de qué tipo de armas se trata, sino que se deduce que puede ser todo aquel instrumento con el que se puede causar daño grave a otra persona, con lo que se busca garantizar la vida y la integridad física de la víctima sobreviviente.

En lo referente a la prohibición de acercarse al domicilio de la víctima, lo ubicamos en las llamadas órdenes de alejamiento, con la finalidad de evitar que el agresor  lesione u hostigue de alguna forma a la víctima de sobreviviente. Esta protección no sólo se limita a la vivienda donde resida la víctima, sino a su lugar de trabajo, estudio o lugar frecuentado por ella.

Por último, el reintegro a la vivienda común por parte de la persona agraviada, se encuentra establecido en el numeral 7, y es un derecho que debe otorgarse a la víctima sobreviviente si así lo solicita, aún más, cuando ha tenido que salir de su casa para evitar los maltratos recibidos de parte su agresor. Autorizado el reintegro del ofendido, se debe aplicar a su agresor, la medida establecida en el numeral 1, es decir, el arresto provisional por no más de 24 horas.

En caso de que el maltrato o violencia sea ejercido contra un menor de edad, miembro de la familia por consanguinidad, afinidad o adopción, se establecen las siguientes medidas:

· Suspender al presunto agresor o la presunta agresora, la guarda y crianza de sus hijos o hijas menores de edad, atendiendo a la gravedad de los hechos de violencia y/o daño o peligro directo o indirecto al que estuviesen sometidos los menores de edad.

· Suspender la reglamentación de visitas al presunto agresor o agresora.

· Oficiar notas a las autoridades de migración y embarque, en las cuales se ordena el impedimento de salida del país a los hijos o hijas menores de edad de las partes.

Estas medidas de protección, están destinadas a evitar el maltrato a los hijos e hijas menores de edad o adolescentes de las partes, así, el numeral 8 del artículo en cuestión, suspende la guarda y crianza de los hijos menores, siempre que éstos hayan sido maltratados por el agresor o agresora con quienes se encuentran y como primera opción, los entrega al progenitor no agresor. Asimismo, el numeral 9 suspende la reglamentación de visitas del agresor o agresora.

Por último, el numeral 10 tiene como finalidad evitar que el agresor salga del país con alguno de los hijos o hijas menores de edad, por tal motivo insta a las autoridades competentes a oficiar a las oficinas de migración y embarque para que éstas eviten la salida del país de alguno de los hijos menores de edad de las partes.

Obsérvese que en los numerales 8, 9 y 10 de esta ley, al referirse a los menores de edad, específicamente se están refiriendo a los hijos biológicos de las partes, y en ninguno de esos casos se trata sobre algún hijo por adopción o algún hijo o hija no común de las partes.

Con lo anterior se entiende también, que de acuerdo con la Ley 38 de 2001, para que exista la conducta del maltrato al menor de edad o adolescente, el agresor debe ser un miembro de la familia, situación que nos lleva a preguntarnos qué pasaría si quien agrede a un menor de edad, es un ente ajeno al núcleo familiar.

La respuesta a esta interrogante, la encontramos en el artículo 202 del Código Penal Panameño, específicamente en el Título V, que trata de los delitos contra el Orden Jurídico Familiar y El Estado Civil, Capítulo II, del “Maltrato de Niño, Niña o Adolescente”, que dice:

“Artículo 202. Quien maltrate a una persona menor de edad, será sancionado con prisión de dos a cuatro años.”

Sobre este aspecto, puede entenderse entonces que, para que nos encontremos ante la figura delictiva del maltrato del Niño, Niña o Adolescente, su agresor no tiene que ser necesariamente un miembro del grupo familiar, de ser así, estaríamos ante el tipo agravado del mencionado artículo 202 del Código Penal.

En lo que respecta a los bienes del núcleo familiar se establecen las siguientes medidas:

· Levantar el inventario de los bienes muebles del núcleo habitacional, para asegurar el patrimonio común.

· Otorgar en uso exclusivo a la persona agredida, los bienes muebles necesarios para el funcionamiento adecuado del núcleo familiar.

Sobre estos dos puntos, podemos decir que ambos buscan asegurar el patrimonio que se ha obtenido mientras las partes cohabitaban, también la comodidad de la persona agraviada y evitar que por algún motivo el agresor o agresora despoje de los bienes comunes apropiándose de ellos, sin reconocerle nada al ofendido.

Por otro lado, en lo relacionado con el derecho de ser resarcido económicamente, el artículo en mención, en sus numerales 13 y 14, señala lo siguiente:

· Comunicar de inmediato a la autoridad competente para que fije provisionalmente la pensión alimenticia a favor de la víctima sobreviviente.

· Ordenar al presunto agresor o agresora, en caso de que existan graves indicios de responsabilidad en su contra, cubrir con los costos de la reparación de los bienes o de la atención médica.

Con estos últimos puntos, la ley busca asegurar la subsistencia de  la persona ofendida, más, cuando hay hijos de por medio, a quienes debe garantizarse sus necesidades básicas y que el agresor responda económicamente, por los daños ocasionados a los bienes del hogar y por la atención médica que reciba el ofendido.

Por otra parte, se establece, en el artículo 6 de esta ley, que las medidas de protección que en ella se consagran, tendrán una duración de 6 meses como máximo, término que puede ser prorrogado mientras dure el proceso.

Taxativamente el párrafo final del artículo 6, dice lo siguiente:

“El incumplimiento de alguna de las medidas de protección por parte del agresor, dará lugar a que la autoridad le aplique una sanción por desacato”

Esta parte final del artículo 6, la ley es clara en señalar que en caso de incumplimiento de alguna de las medidas señaladas, dará lugar a sanción por desacato siempre que, quien desobedezca, sea el agresor.

En muchos casos, la desobediencia de alguna de estas medidas se da por parte de la supuesta víctima, en la mayoría de los casos en las relaciones conyugales en donde la mujer, aún sabiendo que su cónyuge mantiene una medida de alejamiento, permite voluntariamente el acercamiento de éste al lugar de residencia, situación que consideramos un tanto peligrosa para el ofensor, toda vez que si estando junto a su cónyuge se da alguna situación de violencia, la ofendida puede alegar que es su esposo o cónyuge quien ha violado la medida de alejamiento y que por tal motivo se dio la agresión, lo que puede convertirse, injustamente en una medida más severa para el agresor.

Consideramos que la Ley 38 de 2001, guarda silencio con respecto a la responsabilidad o culpabilidad que puede tener, en un momento determinado, la víctima al consentir que el agresor, bajo medida de protección, la frecuente o viceversa, cuándo sea ella quien frecuente al agresor.

En síntesis, podemos decir que las leyes 80 de 1941, 27 del 16 de junio de 1995 referente a la violencia intrafamiliar y  maltrato de menores; 12 del 20 de abril de 1995, por medio de la cual se reconoce el convenio de Belem Do Para, Brasil, para la erradicación de la violencia contra la mujer; la Ley 31 del 29 de mayo de 1998 referente a las víctimas del delito; la Ley 4 de 1999 sobre la igualdad de oportunidades para las mujeres; la Ley 17 del 28 de marzo de 2001 sobre la discriminación contra la mujer; la Ley 16 de 2004 que dicta algunas disposiciones para la prevención de los delitos Contra la Integridad  y la Libertad Sexual y la Ley 38 de 2001 sobre violencia doméstica y maltrato de Niño, niña y adolescente,  que reformó en gran parte a la Ley 27 de junio de 1995, han constituido un gran avance en lo referente a la protección de las víctimas, han garantizado la protección y tutela de sus derechos, pero muchos de esos derechos no han sido incorporados al código Judicial Actual, sino que se encuentran plasmados en leyes, de modo que no hay una agrupación de los mismos en un solo texto normativo que garantice su efectivo cumplimiento y reconocimiento.

2.1.3.4.3.4. LA VÍCTIMA EN LA LEY N°. 63 DEL 28 DE AGOSTO DE 2008, QUE ADOPTA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA REPÚBLICA DE PANAMÁ (SISTEMA ACUSATORIO):


Como se pudo ver anteriormente, en el plano nacional, se han creado algunos documentos relacionados con el reconocimiento, protección y tutela de los derechos de las víctimas, algunos de los cuales recogen las ideas plasmadas por los convenios celebrados a nivel internacional con ese mismo objetivo.


Sin embargo, nuestro Código Judicial actual no define ni recoge todos esos derechos de los cuales gozan las víctimas de delitos y se le da muy poca participación en el proceso.


Por su parte, el nuevo Código Procesal Penal, adoptado por la Ley N° 63 del 28 de agosto de 2008, publicada en gaceta oficial No. 26114, no sólo define y reconoce a la víctima como sujeto procesal, sino que describe los derechos que como persona le corresponden.


Así pues, el texto en mención, en su libro I de “Las Disposiciones Generales”, Título III, “De los Sujetos procesales”, Capítulo II de “La Víctima”, sección 1ª “Reglas Generales, enumera un total de seis, definiciones de víctima del delito a saber:

Artículo 79. La Víctima: se considera víctima del delito:

1. La persona directamente ofendida por el delito.

2. El cónyuge, el conviviente en unión de hecho, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad y los herederos de la persona ofendida.

3. Los socios, en relación con los delitos que afecten a una sociedad, cometidos por quienes la dirigen, administran, gerencian o controlan.

4. Las asociaciones reconocidas por el estado, en los delitos que afecten intereses colectivos o difusos, conlleven graves perjuicios patrimoniales para el Estado o afecten servicios públicos, siempre que el objeto de la asociación se relacione directamente con esos intereses.

5. Las instituciones y entes públicos afectados en los casos de delitos contra la Administración Pública y contra El Patrimonio Económico, o cuando por cualquier circunstancia se encuentren afectados sus bienes.

6. En general, toda persona que individual o colectivamente haya sufrido daños y/o lesiones físicas, mentales o emocionales, incluyendo la pérdida financiera o el menoscabo sustancial de sus derechos, como consecuencia de acciones que violen la legislación penal vigente, con independencia de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al infractor y de la relación familiar existente entre ellos.”

Con relación a los conceptos de víctima del delito, enumerados anteriormente,  vemos que son agregados tres conceptos más, distintos o que no fueron enunciados por la Ley 31 de 1998, tal como se aprecia en los numerales 1, 3 y 5, del artículo 79 antes indicado. Con respecto al numeral 2, del mencionado artículo, se elimina la parte que decía que se consideraba víctima al representante legal o tutor de la persona directamente afectada por el delito en caso de incapacidad, tal como lo contemplaba el numeral 2 del artículo 1 de la Ley 31 de 1998.

En lo que respecta al numeral 6, se define el concepto de víctima casi taxativamente en lo dispuesto por la Declaración de las Naciones Unidas sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y abuso de poder. 

Por su parte, el Código Judicial que en estos momentos rige en nuestro país, no ofrece ningún concepto de víctima de delito, y en su Libro III del Procedimiento Penal, Título I, “Disposiciones Preliminares”, Capítulo III, de los “Sujetos Procesales”, no ubica a la víctima como sujeto procesal, limitándose solamente a reconocer como víctima del delito, al querellante legítimo, tal y como lo establece en el artículo 2003 de dicho código, definición que en su momento, otorgó la Ley 31 de 1998 y que dice:

“Artículo 2003: Se entiende por querellante legítimo, a la víctima del delito, al representante legal o tutor, al cónyuge, al conviviente en unión de hecho, a los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, al heredero testamentario cuando acuse la muerte del causante y a las demás personas indicadas por la ley.”

En el nuevo Código de Procedimiento Penal, también se aborda el tema de los derechos de la víctima en los siguientes términos:

Artículo 80. Derechos de la víctima. Son derechos de la víctima: 

1. Recibir atención médica, siquiátrica o sicológica, espiritual, material y social cuando las requiera, en los casos previstos por la ley, las cuales se recibirán a través de medios gubernamentales, voluntarios y comunitarios. 

2. Intervenir como querellante en el proceso para exigir la responsabilidad penal del imputado y obtener la indemnización civil por los daños y perjuicios derivados del delito. 

3. Solicitar su seguridad y la de su familia cuando el Juez de Garantías o el Tribunal competente deba decidir o fijar la cuantía de una fianza de excarcelación, u otorgar la concesión de una medida cautelar personal sustitutiva de la detención preventiva a favor del imputado. 

4. Ser informada sobre el curso del proceso penal respectivo y recibir explicaciones relacionadas con el desarrollo del proceso, cuando la víctima lo requiera. 

5. Ser oída por el Juez, cuando esté presente, en la solicitud de sobreseimiento presentada por el Ministerio Público. 

6. Recibir prontamente los bienes de su propiedad o de su legítima posesión aprehendidos como medio de prueba durante el proceso penal, cuando ya no sean necesarios para los fines del proceso. 

7. Recibir asistencia legal gratuita del Estado mediante un abogado para obtener la reparación del daño derivado del delito y coadyuvar con el Ministerio Público en el ejercicio de la acción penal. 

8. Cualesquiera otros que señalen las leyes. 

Por otra parte, en la parte final del artículo arriba indicado, se obliga a todos los estamentos de justicia a informar a la víctima de delitos de los derechos que puede ejercer durante el proceso desde el primer momento en que se apersone en busca de justicia, situación que no se encuentra establecida en el Código Judicial actual. 

“Es obligación de las autoridades correspondientes informar a la víctima sus derechos durante su primera comparecencia o en su primera intervención en el procedimiento.”

 A nuestro criterio, el solo hecho de obligar a los estamentos de justicia, donde en un momento dado acuda cualquier persona en busca de ayuda o que manifieste haber sido víctima de alguna conducta delictiva, a informarle a ésta sobre sus derechos, garantiza el ejercicio efectivo de los mismos por parte de los agraviados.

Por otro lado, al reconocer y enunciar en una norma procesal penal los derechos que goza toda víctima del delito, se les garantiza a los ofendidos la intervención y participación en el proceso penal, cuando crean que alguna decisión del juez o de los agentes del Ministerio Público, puede afectar alguno de sus derechos o que tal decisión va en contra de su pretensión.

Como se observa, la nueva normativa procesal penal reproduce en gran medida los mismos derechos que se expresan en la Ley 31 de 1998, por lo que se debe entender que la norma permanece vigente en lo que no contradiga la  nueva normativa.

Uno de los derechos que sí se encuentra reconocido por el código Judicial actual, es el ejercicio de la Acción Civil, que emana de la comisión de un delito, tal acción se encuentra en el Capítulo II “Acción Civil”, Título I “Disposiciones Preliminares”, del Libro III, “Procedimiento Penal” del Actual Código Judicial y va de los artículos 1969 a 1981 de dicho cuerpo legal.

La Acción Civil en el nuevo Código Procesal Penal, se conocerá como Acción Restaurativa, tipificada en el Capítulo II, del Título IV, denominado “La Acción” y podrá ser ejercida por la víctima del delito dentro del Proceso Penal y comprende los artículos 122 al 125 del Código Procesal Penal Panameño.

El reconocimiento de los derechos de las víctimas en el nuevo Código Procesal Penal no termina ahí, ya que en el Libro III, del “Procedimiento Penal”, Título I que trata de la “Fase de Investigación”,  Capítulo V de las “Medidas de Protección a las Víctimas, Testigos y Colaboradores”, se han recopilado numerosas medidas de protección tanto para las víctimas de delitos, como para los testigos y colaboradores, con el propósito de proteger su seguridad personal y su integridad física, además, para evitar que el infractor pueda ocasionarle algún daño futuro producto de represalias o venganza.

El artículo 331 del Código Procesal panameño, enumera un total de 7 medidas de protección que se debe otorgar a las víctimas de delitos, entre ellas están las siguientes:

1. Ordenar a la dirección Nacional de Migración o a la Dirección Nacional de Pasaportes, que impida la salida de los hijos menores de edad sin autorización.

2. Entrar a la residencia para proteger a la víctima si hay agresión actual o se ha pedido auxilio. En tal caso cualquier evidencia no relacionada con el acto de violencia no tendrá valor legal.

3. Radicar provisionalmente a la víctima, hasta por treinta días, en un lugar de protección oficial o con uno de sus familiares.

4. Ordenar al agresor que desaloje la casa o habitación que comparte con la víctima mientras dure el proceso o persistan las razones que dieron lugar a la aplicación de la medida de protección.

5. Suspender al presunto agresor la guarda y crianza de sus hijos menores de edad, atendiendo a la gravedad de los hechos de violencia y/o al daño o peligro directo o indirecto al que estuvieran sometidos los menores de edad. La autoridad competente podrá dar en primera opción la guarda protectora de los menores de edad al progenitor no agresor.

6. Fijar pensión alimenticia, provisional y disponer a favor de la víctima de los bienes muebles o inmuebles que requiera para su vivienda segura, así como de todo lo necesario para el uso de la seguridad.

El artículo 331 en mención, cita un total de 7 medidas de protección a las víctimas, sin especificar el delito por el cual hayan resultado afectadas, medidas que serán aplicadas por el Fiscal, Juez de Garantías o tribunal de juicio. Las primeras seis medidas mencionadas por este artículo, guardan relación o su texto es casi similar a algunas medidas de protección que consagra la Ley No. 38 de 2001 en el artículo 4 de esta ley.

Así tenemos que el numeral 1 del artículo 331 del Código Procesal Penal panameño, está relacionado con el numeral 10 del artículo 4 de la Ley 38 de 2001, y tienen como objeto la prohibición de salida del país de los hijos menores de edad sin la debida autorización, mientras que los numerales 2 y 3 del artículo 331, se asemeja a los numerales 3 y 4 respectivamente, de la ley en mención al referirse a la entrada a la residencia para proteger a la víctima y radicarla en un lugar distinto a su domicilio, con la única diferencia de que en lo referente a la entrada a la residencia, el artículo 331, numeral 2 establece que no tendrá valor legal la evidencia recolectada que no esté relacionada con el hecho por el cual se procedió a penetrar a la vivienda, y el numeral 3 del mismo artículo establece un término por el cual se procederá a radicar a la víctima en lugar distinto al que habita, el cual será de 30 días y puede ser un lugar de protección oficial o el de uno de sus familiares y no se hará por solicitud de la víctima, sino por orden de cualquiera de las personas autorizadas para ordenar las medidas de protección consagradas por el artículo 331 del Código Procesal Penal.  

Por otro lado, el numeral 4 del artículo bajo estudio, guarda semejanza con el numeral 2 del artículo 4 de la Ley 38 de 2001, cuando ordena al agresor, abandonar la casa o habitación que comparte con la víctima, adicionándose en aquel, que tal medida se aplicará mientras dure el proceso o las razones que motivaron la aplicación de la misma.

En el caso de los numerales 5 y 6, los mismos se asemejan al contenido de los numerales 8 y 13 del artículo 4 de la Ley 38 de 2001 respectivamente, en lo relacionado a la suspensión de la guarda y crianza de los hijos menores de edad y la fijación de pensión alimenticia.


Por su parte, el numeral 7 del artículo 331 del Código Procesal Penal Panameño, establece la facultad de someter al agresor a terapia psicológica o psiquiátrica mientras dure el proceso, y en caso de incumplimiento, se puede someter al agresor a detención provisional hasta por una semana.

Se establecen en el nuevo Código de Procedimientos Penales, las medidas de protección para las víctimas los testigos y peritos así como a cualquier otros intervinientes en el proceso, cuando las autoridades consideren que la seguridad física de estas personas se encuentre en peligro, las cuales se consagran en el artículo 332 del texto en estudio.

También se incorporan, al Código Procesal Penal, las medidas especiales de protección a las víctimas de los delitos de Violencia Doméstica, Contra la Libertad Sexual, maltrato de personas menores de edad, lesiones personales y trata de personas, las cuales encontramos en el artículo 333 del Código y a nuestro criterio, la mayoría de las medidas que en este artículo se enumeran, ya se encontraban descritas en el artículo 4 de la Ley 38 de 2001, incorporándose un total de ocho nuevas medidas de protección que se ubican en los numerales 2, 3, 4, 5, 6, 9 y del 17 al 19 del artículo 333 en mención.

Estas nuevas medidas de protección que consagra el Código Procesal, son las siguientes:

· Ordenar que el presunto agresor utilice el brazalete electrónico con receptor en la víctima, mientras dure el proceso, conminándolo a que no se acerque a la víctima a menos de doscientos metros.

Esta medida de protección se encuentra en el numeral 2 del artículo 333 del Código Procesal Penal y consideramos que se trata de una medida innovadora toda vez que establece la utilización de un brazalete electrónico que le indica tanto al agresor como a la víctima la distancia entre ambos, se le impone detención provisional hasta por treinta días al agresor en caso de que incumpla con esta medida, advirtiéndole a la víctima, el peligro que existe para su vida si se acerca al agresor. Existe una responsabilidad para ambos, tanto para el agresor, como para la víctima.

· Ordenar la suspensión del permiso de portar armas, mientras dure el proceso.

En este caso, el numeral 3 del artículo 333 arriba mencionado, ordena que se suspenda el permiso para portar que tenga o pueda tener el agresor o agresora, distinto a lo que estipula el numeral 5 del artículo 4 de la Ley 38 de 2001, que sólo se limita a prohibir la introducción de armas dentro del domicilio común o a incautarlas, no estableciendo ninguna precaución en caso de que el agresor mantenga permiso para portar algún tipo de arma con la que puede causar daño a la víctima.

También se establece en el numeral 4 del texto en mención, que en caso de que el agresor realice actividades laborales en las que requiere la utilización de algún tipo de arma, además de suspenderle el permiso para portar las mismas, se ordenará a su empleador la reubicación laboral mientras dure el proceso, lo cual será de obligatorio cumplimiento.

Consideramos que el objetivo de esta medida, es evitar que el agresor utilice el o las armas que usa para laborar en contra de la víctima.

Por su lado, los numerales 5 y 6, establecen la facultad que tiene la víctima de solicitar una reubicación laboral o el cambio de centro educativo distinto.

Mientras tanto, el numeral 9 garantiza la protección de los bienes familiares al establecer que debe comunicarse al Registro Público o a la oficina de Reforma Agraria, para que no se disponga por cualquier forma, del bien inmueble que constituye el domicilio familiar.


En caso de que las circunstancias de peligro de la víctima y su seguridad se mantengan, se ordenará la protección policial hasta que dichas circunstancias de peligro desaparezcan, tal como se establece en el numeral 17 del artículo 333 del Código Procesal Penal.

Por su parte, el numeral 18, establece que debe ofrecerse a la víctima tratamiento individual psicológico o psiquiátrico especializado, por el tiempo que sea necesario. Consideramos que la finalidad, es evitar algún daño emocional o mental permanente que pueda sufrir la víctima producto de algún hecho cometido en su perjuicio.

Una de las últimas medidas de protección a favor de las víctimas, que se consagran en el artículo 333 del Código Procesal Penal, es la de ordenar la aprehensión del agresor por 48 horas, tomando en cuenta las circunstancias de violencia, daño o las condiciones de comisión del hecho, tal como se establece en el numeral 19 del mencionado artículo. 

Mientras en la Ley 38 de 2001 la medida anterior constituye una de las primeras opciones, en el Código Procesal Penal, está consagrada como una de las últimas, y de última ratio, toda vez que también se protege el derecho fundamental de la libertad de la persona.

Por último, cualquier otra medida de protección a favor de la víctima podrá implantarse, ya que el numeral 20 del artículo 333 queda abierto para la aplicación de cualquier medida que no esté consagrada en ese artículo, pero que se encuentre en las leyes vigentes.

Luego de analizar todos estos derechos y las medidas de protección consagradas a favor de las víctimas de delitos y que no se encuentran en el Código Judicial Actual, podemos concluir que lo que se ha hecho en el nuevo Código Procesal Penal, es una introducción de todas esas leyes que a finales de los años 90 y principios del 2000 se crearon para garantizar una mayor protección a los derechos de la víctima dentro del Proceso Penal. Con todo esto, se ha logrado introducir, nuevamente, a la víctima en el plano del Proceso Penal, para que participe activamente dentro del mismo, haciendo que se respeten sus derechos y se reconozca su calidad de ofendido.

Con esta introducción activa de la víctima al Proceso Penal panameño, tal y como se ha venido observando con el estudio de las medidas de protección de la víctima y de sus derechos consagradas en ese nuevo Código Adjetivo, se ha llegado a un verdadero sistema garantista e igualitario, con estricto apego al debido proceso y equitativa participación de las partes dentro del mismo, lo que es característico del Sistema Acusatorio.

Luego del estudio de la víctima como sujeto procesal en el sistema acusatorio, de sus diferentes conceptos y acepciones, el papel que ha jugado a través de los sistemas procesales como el acusatorio antiguo e inquisitivo, su papel en el sistema penal actual de nuestro país y el que ha de jugar conforme a lo que se ha establecido en la Ley No. 63 del 28 de agosto de 2008, que adopta el Código Procesal Penal de la República de Panamá, pasaremos al estudio de la figura del imputado o acusado dentro en el proceso penal.

2.1.3.4.4. EL IMPUTADO:

Las acepciones de la figura del imputado, deben verse desde un sentido amplio y desde un sentido estricto o restringido.


         2.1.3.4.4.1. CONCEPTO DE IMPUTADO EN SENTIDO AMPLIO:


De acuerdo al Diccionario Pequeño Larousse, ediciones Larousse, año 2001, página 546, imputado es “toda persona a la que se le atribuye un delito o falta”.


En la definición anterior, se puede observar que de acuerdo con la obra citada, cualquier persona que haya cometido algún delito o falta, se le da la calidad de Imputado.


Es sabido que en el derecho, sobre todo en el Derecho Penal, la imputabilidad de un sujeto surge conforme a una característica en particular que debe poseer al momento de la comisión de un hecho delictivo.

Esta característica, no la posee toda persona, por ende, en una definición estricta de la palabra imputado, no puede hablarse en términos generales ni pretender que toda persona a quien se le atribuye la comisión de un delito, sea considerada como responsable de ello.

El elemento o característica del cual se viene hablando, se encuentra en la definición estricta de la palabra imputado, la cual definiremos a continuación.

         2.1.3.4.4.2. CONCEPTO DE IMPUTADO EN SENTIDO

                             ESTRICTO:

Para desarrollar una definición más estricta de la palabra imputado, debemos citar algunas definiciones que nos ofrecen ciertos diccionarios jurídicos.

Según Manuel Osorio, en su Diccionario de Ciencia Jurídicas Políticas y Sociales, Editorial Heliasta, año 1994, página 493, imputado es “Quien es objeto de una imputación de índole penal.”

Por otra parte, de acuerdo al diccionario “abc.com” se designa con el término de imputado a “aquella persona a la cual se le atribuye la participación en un delito o hecho punible, siendo entonces uno de los más relevantes sujetos procesales”

Citando al autor panameño Boris Barrios González, en su obra titulada Estudio de Derecho Procesal Panameño, Tomo I, Segunda Edición, Editorial Jurídica Bolivariana, año 1997, página 237, define al imputado en los siguientes términos:
“El imputado es el sujeto pasivo de la acción penal, y es tal toda persona que en cualquier momento del proceso, y por un procedimiento dirigido en su contra, sea vinculada a la comisión de un hecho que se reputa constitutivo como delito”.

Es de notar, de acuerdo a  las definiciones señaladas, que la conducta realizada por el sujeto infractor, debe estar revestida de carácter penal, es decir, debe tratarse de una conducta debidamente tipificada por el derecho sustantivo y no de una falta. 
De los conceptos anteriores, podemos deducir entonces que el imputado es aquel sujeto a quien se le endilga una responsabilidad de carácter penal, a través de una imputación, por la comisión de un delito determinado.
La imputación, de acuerdo con Guillermo Cabanellas deTorres en su “Diccionario Jurídico Elemental, Actualizado, corregido y aumentado por Guillermo Cabanellas de las Cuevas, Editorial Heliasta, año 2003, página 198, es la “Atribución de una culpa a un agente capaz normalmente”.

Manuel Osorio, en su obra ya citada, página 492, y citando al autor Jiménez de Asúa, nos dice acerca de la imputación que:
“Mas, aparte ese concepto jusfilosófico, ofrece importancia en el Derecho Penal por cuanto significa la atribución, a una persona determinada, de haber incurrido en una infracción penal sancionable. De ahí que muchos autores afirmen que imputar un hecho a un individuo es atribuírselo para hacerle sufrir las consecuencias; es decir, para hacerlo responsable de él, puesto que de tal hecho es culpable”
Nos continúa diciendo el citado autor que la culpabilidad y la responsabilidad  son consecuencias directas de la imputabilidad y que los tres conceptos son sinónimos.
Sin embargo, existen diferencias entre esos tres conceptos, tal y como lo explica Jiménez de Asúa, citado por Manuel Osorio:
“… la imputabilidad afirma la existencia de una relación de causalidad psíquica entre el delito y la persona; la responsabilidad resulta de la imputabilidad, puesto que es responsable quien tiene capacidad para sufrir las consecuencias del delito, aunque, en última instancia, es  una declaración resultante del conjunto de los caracteres del hecho punible, y la culpabilidad es un elemento característico de la infracción y de índole normativa…”

 Por su lado, Boris Barrios González, en su ya citada obra, página 237, al referirse a la imputación, manifiesta que:

“La imputación propiamente se deriva de un procedimiento dirigido en contra del sujeto; y referimos hablar de u procedimiento y no de un acto procesal, porque la imputación como tal puede derivar de una actividad que no signifique un acto procesal, error que comete nuestra legislación procesal penal.”

Se entiende entonces, que cualquier persona puede ser imputada en una investigación penal, lo que no se puede decir, es que toda persona imputada, sea responsable del hecho que se le atribuye.
Con lo anterior podemos concluir que en el derecho penal y procesal penal,  la característica principal que debe tener un sujeto a quien se le ha de responsabilizar por la comisión de un determinado delito, es la Capacidad, esto es, un sujeto que debe tener conciencia de sus actos y conocimiento de la ilegalidad de los mismos.
Sobre este aspecto, Boris Barrios González en su ya citada obra, página 259 nos dice que:
“La capacidad del imputado se encuentra indisolublemente vinculada a la imputabilidad, porque para poder declarar culpable a un sujeto debe ser imputable.”

En nuestro país, el código penal en su artículo 35 dice lo siguiente:
Artículo 35. “Para que un procesado sea declarado culpable por un hecho previsto como punible en la ley, es necesario que sea imputable”

Mal podemos decir entonces, que imputado es toda persona responsable de un hecho, porque es sabido en materia penal, que existen elementos que puede eximir de responsabilidad al sujeto activo del delito, considerándolo en este caso como un sujeto inimputable.
Sobre este aspecto, nuestro código penal actual, en su artículo 36, dice lo siguiente: 
Artículo 36. “No es imputable quien, al momento de cometer el hecho punible, no tenga la capacidad de comprender su ilicitud, o en caso de comprenderla, de autodeterminarse de acuerdo con esa comprensión”

Entonces, ensayando un concepto de imputado, en sentido estricto, podemos decir que es toda persona a quien se le puede endilgar una responsabilidad de carácter penal, por haber cometido un delito debidamente tipificado en la norma penal. 
Para que sea considerado culpable del hecho cometido, este sujeto debe estar consciente de la ilegalidad de sus actos; debe tratarse de una persona que sabe que no debe actuar de tal manera, pero sin embargo lo hace, es decir, que en su actuar exista dolo, desde ese momento, es cuando esta persona es imputable, es decir, tiene conocimiento de lo que hace y por lo tanto es responsable de ello.
        2.1.3.4.4.3. CONCEPTO TÉCNICO JURÍDICO:


De acuerdo con la Fiscalía General de la Nación, (República de Colombia), en un glosario introducido a su página web www. Fiscalía.gov.co, página 16, define al imputado de la siguiente manera: 

“Persona a quien se le atribuye la participación en el hecho punible (delito). Se convierte en sindicado desde que es vinculado mediante indagatoria al proceso.”


En nuestro Código Judicial, el artículo  2006 del Código Judicial, define al imputado de la siguiente manera:

Artículo 2006. “El sujeto pasivo de la acción penal es el imputado, y es tal toda persona que, en cualquier acto del proceso, sea sindicado como autor o partícipe de un delito o toda persona contra la cual se formalice una querella.”

A nuestro criterio, nos parece más acertada la definición otorgada por la Legislación Colombiana, toda vez que se refiere al imputado partiendo de dos perspectivas o momentos distintos, uno de ellos es desde el momento en que se formula la imputación, que entendemos (en nuestro derecho positivo) como la resolución que ordena la recepción de la declaración indagatoria del sujeto, es ahí, en ese preciso momento en que tal sujeto adquiere la calidad de imputado. El otro momento es cuando pasa a ser sujeto procesal, esto es, luego de haber rendido declaración indagatoria, que entonces ya no es imputado, sino sindicado.

Entonces, consideramos que en un sentido técnico jurídico, el imputado, como sujeto pasivo de la acción penal, es la figura del sindicado, pues es luego de la formulación de cargos y de la declaración indagatoria cuando una determinada persona pasa a formar parte esencial del proceso y a quien se le ha de responsabilizar por el delito cometido.

2.1.3.4.4.4. EL IMPUTADO EN LOS DIVERSOS SISTEMAS

                      PROCESALES:

Bajo este título, consideramos importante analizar, tal cual como se hizo en el tema de la víctima, el papel que ha tenido la figura del imputado a través de los distintos modelos procesales.

       2.1.3.4.4.4.1. EL PAPEL DEL IMPUTADO EN EL SISTEMA

                             ACUSATORIO ANTIGUO Y EN EL INQUISITIVO:

En el sistema acusatorio antiguo, la primitiva concepción del Juicio Criminal exigía un acusador, prevalecía el interés privado, el del ofendido; posteriormente evoluciona y esta persona era cualquiera del pueblo, procedimiento que a su vez evoluciona por introducir la publicidad y la oralidad.
Como ya se ha mencionado anteriormente, el sistema acusatorio antiguo se caracterizó por la separación de los poderes, en él, el acusador es quien perseguía penalmente y ejerce el poder requeriente; también estaba la figura del imputado, quien podía resistir la imputación, ejerciendo así el derecho de defensa y finalmente estaba el tribunal, quien mantenía el poder de decidir.

El imputado en el sistema acusatorio antiguo, mantenía una posición de igualdad junto con el acusador durante el proceso, hasta que se diera la condena.

En efecto, tal y como se anotó anteriormente en el papel de la víctima en los sistemas antiguos, el papel del imputado o acusado también tuvo sus variantes.

Recordemos que anteriormente, la venganza privada  fue considerada como la primera forma de actuar o de resolver los conflictos entre la víctima y su victimario siendo este el de mayor desventaja, asumía mayores niveles de crueldad y desproporcionalidad con el daño causado reflejándose dicha venganza en la mayoría de los casos, hasta sus parientes o miembros de su grupo.

La primera ley creada con la finalidad de beneficiar al responsable de algún delito, fue la ley del Talión, tal y como se anotó anteriormente, toda vez que en cierta forma, reprimió o disminuyó los efectos de la venganza privada, dando lugar posteriormente a la compensación por el daño ocasionado.

En el derecho griego, el Rey, el consejo de ancianos y la asamblea del pueblo, en ciertos casos, llevaban a cabo juicios orales de carácter público para sancionar a quienes ejecutaban actos que atentaban contra los usos y costumbres. El ofendido, o cualquier ciudadano, presentaba y sostenía acusación ante el Arconte, el cual, cuando no se trataba de delitos privados y, según el caso, convocaba al Tribunal del Areópago, al de los Ephetas y al de los Heliastas". El acusado se defendía a sí mismo, aunque en ciertas ocasiones le auxiliaban algunas personas.

Ya desde los primeros tiempos de la evolución del derecho procesal, el acusado era una persona de derechos, tal como es el derecho a la defensa, dándole la oportunidad de intervenir en el proceso y refutar lo dicho por la parte acusadora, lo cual también constituye el inicio de lo que hoy se conoce como principio del contradictorio. Además, también podía ser defendido por otras personas.

Por otra parte, el proceso Romano alcanza un alto grado de desarrollo y elabora elementos, algunos de los cuales todavía forman parte del proceso penal. Basta con recordar la materia de las pruebas en algunas de las cuales el proceso romano es considerado como un modelo insuperable. 

También en la prehistoria romana, existió como primera fase la venganza privada, dónde el más fuerte o el más hábil recurre a la violencia indiscriminada para imponer su voluntad sobre los demás el agraviado, con ayuda de la tribu o la familia tomaba la justicia por su mano. Posteriormente se limitó después por la denominada Ley del Talión, que autorizaba a imponer al ofensor la misma lesión o daño causado a la víctima.
Se encuentran ciertos visos del antiguo régimen del Talión en la Ley de las XII Tablas así como en los rituales de la “legis actio sacramento in rem,”. Con el transcurrir del tiempo, se van limitando las actuaciones violentas a través de leyes como la Atinia del siglo II A.C. y la Plautia del siglo I A.C. que prohibieron la usucapión de todas las cosas hurtadas.

Es de notar pues, que también en la antigua Roma, al principio se utilizó la venganza privada, pero a medida que fue evolucionando culturalmente, se fue reemplazando dicha venganza a través de la creación de leyes  con tendencia a mitigar el abuso entre las partes.

Por otra parte, existió el sistema procesal inquisitivo, en el cual su origen y difusión se le debe en gran parte a la iglesia católica y cuya duración fue de aproximadamente seis siglos y buscaba la conservación de la pureza de la fe y la doctrina Cristiana.

El sistema penal inquisitivo, recibe su nombre del término procesal “Inquirir”, el cual representaba una de las formas de iniciar el Proceso Penal, práctica empleada, en primera instancia en los tribunales civiles, que posteriormente fue copiada por los tribunales Episcopales, por lo que a cualquier persona podía iniciársele una investigación sin que existiera denuncia o acusación.

El proceso podía iniciarse mediante denuncia o acusación, la primera, se fundaba en rumores que sobre una persona determinada recaían y la acusación, era el resultado de la imputación de un delito que una o más personas hacían de otra.
En el sistema inquisitivo y como se anotó en el tema de la víctima, los conflictos entre víctima y victimario, fueron retomados por el Estado, quien con la concentración de los poderes, ejercía el rol de la víctima, convirtiéndose entonces en un proceso entre Estado versus imputado o acusado.

En este sistema, la persecución penal fue asumida por el Estado, el rol de la víctima dentro del proceso fue desapareciendo, el sistema procesal inquisitivo con las facultades ilimitadas del juez, convirtió al conflicto penal en una lucha entre el representante estatal que debía resguardar los valores de la sociedad y el transgresor de esos valores.

       2.1.3.4.4.4.2.  EL IMPUTADO EN EL SISTEMA PROCESAL

                              PANAMEÑO (SISTEMA MIXTO):

Antes de analizar el papel del imputado en el sistema procesal panameño actual, y entendiendo que el sistema procesal que en estos momentos rige en nuestro país es un sistema mixto, consideramos que es conveniente realizar un pequeño recuento del origen de este sistema y del por qué se le conoce como sistema mixto.

El sistema mixto de enjuiciamiento penal, es una mezcla entre sistema acusatorio y sistema inquisitivo cuyo origen data de los tiempos de revolución Francesa de 1789 basándose en postulados liberales e individualistas, fue creado en 1791 y adoptado por la instrucción criminal francesa de 1808, adoptado por otros Estados de la Europa Continental y modificado en la segunda mitad del siglo XIX, por tal motivo, a este sistema se le conoce como sistema francés.

Para Rubianes, citado por Silvio Guerra Morales, en su mencionada obra “Derecho Procesal Punitivo” página 113, el proceso mixto es:

“Mezcla de elementos acusatorios e inquisitivos, en mayor o menor medida, según el ordenamiento procesal de que se trate, se bifurca en dos grandes orientaciones según predomine en la segunda fase el lenguaje escrito o el oral, lo que aún hoy es materia de discusión”.

Entendemos con la definición anterior, que el sistema mixto puede tender a ser inquisitivo o acusatorio, atendiendo a algunos principios procesales que caracterizan el uno del otro, a nuestro parecer, el sistema mixto no puede ser ni acusatorio, ni inquisitivo, pues cada uno de ellos tiene sus características particulares, el sistema es mixto, simplemente porque es una mezcla de ambos sistemas.

Somos del criterio, que el sistema es denominado mixto por la introducción de algunas características y principios del sistema acusatorio y del inquisitivo; en éste, quien investiga, conoce y juzga es una sola persona: El juez, existiendo una concentración de varias funciones en esa sola persona, sin embargo en aquél (acusatorio), son las partes quienes aportan pruebas y dan el impulso necesario al proceso.

De acuerdo con el autor argentino Alfredo Vélez Mariconde, en su obra “Derecho Procesal Penal”, 2° edición, Ediciones Lerner; Buenos Aires, Argentina, 1969, Tomo I, página 57, al referirse a  una de las características del sistema mixto dice:

“5. El procedimiento varía fundamentalmente en las dos etapas del proceso: durante la instrucción preparatoria, aquél es escrito, limitadamente público y limitadamente contradictorio; durante la instrucción o el juicio propiamente dicho, el procedimiento es oral, público, contradictorio y continuo.”

Esta característica del sistema mixto, nos da a entender que el proceso se divide en dos etapas, una denominada etapa instructora y otra de juicio, tal y como está dividido el actual proceso penal panameño.

La argumentación anterior, claramente la sustentamos en la división existente que mantiene el Libro III del Código Judicial, que trata acerca del Procedimiento Penal, dividiendo el mismo en dos etapas, una la encontramos en el Título II denominada Del Sumario, que trata acerca de la instrucción de los procesos por parte del Ministerio Público y la otra la encontramos en el Título III, denominado “Del Plenario”, relacionado con el juicio en sí, llevado a cabo por el Órgano Judicial.

La etapa sumarial de nuestro actual procedimiento Penal, es escrita, y reservada, ejercida por el Ministerio Público, con rasgos o caracteres inquisitivos (predomina la escrituralidad), mientras que la etapa del Plenario, que trata del enjuiciamiento, y que es una etapa posterior a la celebración de una audiencia preliminar celebrada para determinar si hay llamamiento a juicio o sobreseimiento de la persona imputada; debe ser pública y oral, rasgos distintivos de los sistemas acusatorios.

Obsérvese pues, la existencia en cada una de las etapas procesales de nuestro actual sistema de enjuiciamiento, la agrupación de características que distinguen a los sistemas inquisitivos y acusatorios, lo que como se viene anotando, es propio de los sistemas mixtos.

El papel que desenvuelve el imputado o la persona contra quien se dirige o inicia una investigación en el proceso penal panameño, a nuestro criterio, se da en tres etapas, en la primera de ellas, en la etapa sumarial o de instrucción, el Ministerio Público, de oficio, mediante denuncia o querella puede iniciar el ejercicio de la Acción Penal tal cual lo establecen los artículos 1952 y 1953 del actual Código Judicial.

En esta primera etapa procesal, el Ministerio Público, a través de resolución indagatoria, la cual se confecciona luego de haber recopilado el material probatorio suficiente o de  tener los indicios necesarios que den luces de que una persona haya participado en un hecho catalogado como delito por la legislación penal, se encarga de citar al posible responsable del hecho para que, mediante una diligencia denominada declaración indagatoria, responda sobre los cargos hechos o formulados en su contra. 

Teniendo en cuenta el concepto técnico jurídico de imputado, ensayado con anterioridad, consideramos que es en ese preciso momento, es decir, en el que el funcionario de instrucción ordena recibir declaración indagatoria, cuando la persona pasa a ser imputada y es luego de esa declaración indagatoria en la que la persona indagada, pasa de ser imputada a ser sindicada y a formar parte del proceso, salvo en los casos de aquellos delitos iniciados por querella contra una persona determinada, quien formará parte del proceso, desde el primer momento en que el despacho instructor admite la querella y se le notifica de la misma.

Nuestra postura de que luego de la declaración indagatoria es cuando se puede tratar a una persona como sindicada, encuentra su antítesis en las observaciones que el autor Silvio Guerra Morales en su citada obra Derecho Procesal Punitivo, página 294, realiza sobre el artículo 2006 del Libro Tercero del Código Judicial, que trata acerca del imputado, donde manifestó lo siguiente:

“2. Se es sindicado cuando una persona, encontrándose un procedimiento punitivo en curso, es tenida como presuntivo autor o partícipe del hecho punible y para ello se requiere que se expida una resolución por parte de la autoridad del Ministerio Público en la que se exprese, de modo literal y claro, que está vinculada como autor o partícipe del delito que se investiga. Es claro entonces que ello solo puede acontecer a través de la diligencia o resolución que expide el personero o fiscal ordenando, previa motivación y fundamentación probada, que a una persona se le reciba declaración indagatoria.”

Además, el referido autor, en su obra en comento, página 296, afirma la existencia de una teoría a la que él denomina como Teoría de la efectiva rendición de la declaración indagatoria por parte del acusado ante la autoridad competente, la cual:

“Postula la idea que una persona no será imputada en un proceso punitivo sino tan sólo cuando ésta efectivamente haya rendido su declaración indagatoria”.

Continúa diciendo que:

“…no es nada reconfortante que se nos tache de “imputados” si al menos no hemos tenido la oportunidad de conocer los cargos o la acusación…”

Es claro que para el autor mencionado, se es sindicado al momento en que se expide la resolución que ordena la recepción de la declaración indagatoria, y se adquiere la calidad de imputado una vez hecho los descargos por el sujeto.

Al respecto, no compartimos los criterios vertidos por el citado autor, toda vez que consideramos que imputado y sindicado, en el plano procesal, aparecen en dos momentos distintos, esto se basa en que imputar, tiene como sinónimo, “hacer cargos”, mientras que sindicado/a es lo mismo que acusado, incriminado o señalado.

El hacer cargos a una determinada persona, en nuestro sistema procesal, tal y como se anotó anteriormente, lo realiza el Ministerio Público mediante resolución indagatoria, en donde se explican de manera detallada el por qué debe responder esa persona ante el despacho, basándose claro está, en razones de hecho y de derecho.

Por su parte, la palabra sindicado tiene como uno de sus sinónimos la palabra incriminado, del verbo incriminar, que a su vez es lo mismo que procesar. 

Con lo anterior queremos dejar bien claro lo que ya hemos venido plasmando con anterioridad y es que se pasa a ser sindicado, luego de rendir declaración indagatoria, que es cuando se pasa a formar parte del proceso, es decir se pasa a ser procesado.

Con esto sustentamos nuestro criterio de que el imputado, en efecto lo es, desde el momento en que se redacta de manera motivada la resolución que ordena la recepción de indagatoria, mientras que la condición de sindicado o procesado, se da posterior a la recepción de dicha indagatoria.

Otra etapa en la que puede verse el papel del imputado, es en la etapa de la Audiencia Preliminar, la cual se encuentra regulada en el Título I, del Libro III del Código Judicial, conocida anteriormente como Calificación y ampliación del sumario, nombre que fue cambiando mediante Ley 1 de 1995.

Esta audiencia se lleva a cabo, siempre y cuando, durante la etapa sumaria o de instrucción el Ministerio Público haya podido imputar a una persona dentro del expediente y se realiza para decidir el mérito legal del sumario.

En esta etapa, el Ministerio Público buscará, conforme al material recabado en el expediente durante la etapa de instrucción, que el juez de la causa haga llamamiento a juicio en contra de la persona indagada, a quien obviamente, se le ha de garantizar el derecho de defensa desde el inicio de la audiencia.

Luego de escuchar a ambas partes, (Ministerio Público y Defensa), el juez decide si hay o no elementos o pruebas suficientes para llamar a juicio en audiencia plenaria al Imputado, o en su defecto, para decretar a favor de éste, sobreseimiento ya sea definitivo o provisional, de acuerdo a lo que sostienen los artículos 2207 y 2208 del Código Judicial.

Si el juez, conforme a lo que ha escuchado por las partes arriba mencionadas, decide que hay mérito legal suficiente para llamar a juicio al sindicado, es aquí cuando automáticamente pasamos a la tercera etapa por la que atraviesa el mismo en el Proceso Penal, que es la etapa de juicio, el cual, de acuerdo con el artículo 2228 del Código Judicial, debe ser público y oral, pero puede celebrarse la audiencia a puerta cerrada, cuando lo exijan las razones de moralidad, orden público, respecto a la persona ofendida por el delito o sus familiares.

Luego de ver brevemente las distintas etapas por las cuales atraviesa el sujeto pasivo de la Acción Penal, el cual es objeto de estudio en este capítulo, debemos también mencionar, los derechos y garantías que goza esta persona en nuestro actual sistema.

Sobre este aspecto, en el título I de las Disposiciones Preliminares, Capítulo I, de la Acción Penal, del Libro III, del Procedimiento Penal, se recogen ciertas garantías fundamentales y principios legales, a favor del imputado, muchas de las cuales ya han sido reconocidas y agrupadas en diversos tratados internacionales, referentes al tema de los derechos humanos y por Nuestra Constitución Política.

La primera de esas garantías procesales que reconoce nuestro actual Sistema Mixto de enjuiciamiento penal, tal cual lo estable el Código Judicial en su artículo 1941, es el principio de la Legalidad Procesal, estableciendo que no se puede imponer pena alguna contra una persona, si ésta antes, no ha sido sometida a juicio previo.

Por su parte, el artículo 1942 de la misma excerta legal, reconoce los derechos y garantías fundamentales de la Presunción o Estado de Inocencia y el derecho a la libertad, al establecer lo siguiente:

Artículo 1942: “Toda persona tiene derecho a su libertad personal y frente a toda denuncia se presume su inocencia”.

Otro principio o garantía procesal a favor del imputado, es el principio de la Legalidad Penal, debidamente consagrado en el artículo 1943 del Código Judicial, esto es, que nadie puede ser sancionado por un hecho que no haya sido descrito como delito por la legislación penal vigente al momento de su ejecución.

También se le reconocen en nuestro actual sistema procesal, a favor del sindicado, las garantías fundamentales del Juez Natural, el “Nom bis in idem” y la del debido proceso, claramente establecidas en los artículos 1944, 1945 y 1946 del Código Judicial, respectivamente.

Luego de hacer estas breves consideraciones acerca de los momentos en que aparece el sujeto pasivo de la Acción Penal en nuestro actual Sistema Mixto y de algunas definiciones acerca de este sistema, pasaremos a ver brevemente algunas leyes que consideramos más relevantes, consagradas a favor del imputado y sindicado en nuestro sistema penal.

A medida que el proceso penal fue evolucionando en nuestro país luego de la separación de Colombia en 1903, fueron creándose también, leyes que poco a poco moldearon la herencia que en materia procesal heredamos de Colombia, toda vez que el Código Judicial de 1872 de este país, tuvo su vigencia en Panamá hasta 1916, cuando se crea, mediante ley No. 2 de ese mismo año, el primer Código Judicial Panameño.

Una de las primeras leyes creadas, a favor de la persona contra la cual se le seguía alguna investigación, fue la Ley No. 22 del 16 de febrero de 1954, publicada mediante gaceta oficial No. 12,306, del 26 de febrero de ese mismo año.

Esta ley, entre otras cosas, hacía algunas reformas al Código Judicial de la época, relacionadas a la fianza excarcelaria, así, el artículo 5º de esta ley, reformaba el artículo 2100 del Código Judicial, en donde no se concedía la misma, a los acusados por delitos cuya pena de reclusión fuera de cinco años, salvo en aquellos casos donde existieran causas claras de eximentes de responsabilidad del sindicado, ni los acusados por delitos de hurto o robo de ganado mayor, ni apropiación indebida, en que el ganado mayor sea objeto del delito, estableciéndose también mediante esta ley, los motivos de cancelación de la fianza excarcelaria.

Posteriormente lo relacionado a la fianza excarcelaria, sufre ciertas reformas introducidas mediante la Ley 68 del 20 de diciembre de 1961 y por el decreto de Gabinete No. 141 del 30 del mayo de 1969, publicado en Gaceta Oficial No. 16,381, por medio del cual se reforma el artículo 2099 del Código Judicial de la época, permitiendo el otorgamiento de fianza excarcelaria en los homicidios culposos y luego de haber transcurrido ocho días de iniciado el sumario.

Por otro lado, una de las leyes más relevantes en nuestro sistema procesal que se han consagrado a favor del sindicado, ha sido la Ley No. 3 del 22 de enero de 1991, publicada en gaceta oficial No. 21,710 del 23 de enero de ese mismo año, por medio de la cual se reforman y adicionan varios artículos del Libro Tercero del  Código Judicial, conocida popularmente como Ley de Medidas Cautelares.

El artículo 27 de la referida ley, adiciona la Sección 1ª denominada “Medidas Cautelares Personales” Al Capítulo VI, del Título II, del Libro III del Código Judicial de esa época, y que actualmente se mantiene bajo ese mismo Capítulo que trata de las “Medidas Cautelares Personales y Excarcelación del Imputado”

En el artículo 28 de la comentada ley, se adiciona el artículo 2147-A del Código Judicial, actualmente el 2126, pero cuyo contenido normativo es el mismo e indica lo siguiente:

“Artículo 28. Se adiciona el artículo 2147-A, al código Judicial, así:

Artículo 2147-A. La libertad personal del imputado sólo podrá ser limitada mediante la aplicación, por el juez o por el funcionario de instrucción, de las medidas cautelares previstas en esta sección.

Nadie será sometido a medidas cautelares si no existen graves indicios de responsabilidad en su contra. Tampoco podrán ser aplicadas si concurrieran causas de justificación, eximentes de punibilidad o causas de extinción del delito o de la pena que pudiere serle impuesta”

Con este artículo, se garantiza el derecho fundamental de la libertad de toda persona, al establecer que sólo puede restringírsele en cierto modo de esa libertad, por mandato expreso de autoridad competente, entiéndase, juez o funcionario de Instrucción.

El Juez o los funcionarios de instrucción, al momento de la aplicación de una medida cautelar, deben tener muy en cuenta lo siguiente:

· Existencia de indicios graves de responsabilidad en contra de la persona a quien se le pretende aplicar alguna de las medidas cautelares.

· Que no exista causa de justificación al momento de realizar la conducta por la cual se ha de aplicar la medida. (Ejemplo: cuando se actúa en el legítimo ejercicio de un derecho, o deber legal, legítima defensa o Estado de Necesidad).

· La no existencia de eximentes de culpabilidad, en el acto.

Siguiendo con el estudio de esta ley, la misma, en su artículo 28, enumera las medidas cautelares personales, las cuales han tenido vigencia hasta nuestro días, reconociendo un total de cinco medidas cautelares tales como: la prohibición al imputado de abandonar el territorio de la República, el deber de presentarse periódicamente ante autoridad pública, la obligación de residir dentro de un determinado lugar en la jurisdicción correspondiente, la obligación de mantenerse recluido en su propia casa, habitación o establecimiento de salud y por último está la detención preventiva la cual debe aplicarse como ultima ratio y cuando las otras medidas cautelares resulten inadecuadas.

El artículo 31 de la Ley 3 de 1991, que adiciona el artículo 2147-D al Código Judicial, hoy el 2129, entre otras cosas, establece a qué personas no se les puede otorgar Detención preventiva a:

· Mujer embarazada o que esté amamantando.

· Aquella persona que se encuentre en grave estado de salud.

· Aquella persona que haya cumplido los 65 años de edad

Posteriormente, mediante el artículo 49 de la Ley 42 de 1999, publicada en Gaceta Oficial No. 23876, del 31 de agosto de 1999, se estableció que tampoco podrá decretarse detención preventiva, contra persona con discapacidad y un grado de vulnerabilidad. 

Continúa diciendo el mencionado artículo 49, que tampoco puede decretarse detención preventiva, contra persona toxicodependiente o alcoholdependiente, que se encuentre en programa terapéutico de recuperación en una institución de salud legalmente autorizada, siempre que la interrupción de ese programa pueda perjudicar la desintoxicación del imputado.

Sin duda alguna que mediante la creación de la Ley 3 de 1991, se dio un gran avance a nuestra legislación en materia procesal penal, reconoce y tutela, como se mencionó con anterioridad, la garantía fundamental del derecho a la libertad de toda persona, toda vez que antes de esta ley, no existía ninguna medida que reemplazara la detención, sino la figura de la fianza de excarcelación.

Esta ley, es mucho más humanitaria con la figura del imputado, reconociendo a favor de éste, otras medidas menos graves que la detención y señala a aquellas personas contra quienes no se puede girar la misma. 

Mediante Ley 13 del 24 de julio de 1994, por la cual se reforman algunos artículos de la Ley 23 del 30 de diciembre de 1986, que modificó el artículo 2099-A del Código Judicial, hoy el 2079, referente a la presunción de inocencia del imputado y la reserva que debe tenerse sobre el nombre y demás generales del mismo.

También está la Ley 43 del 24 de noviembre de 1997, cuya importancia en materia procesal está en que permitir la libertad inmediata, sin necesidad de fianza, cuando la detención preventiva que padece el justiciable o un imputado, haya excedido el mínimo de la pena señalada por la ley para el delito que se le imputa, por lo cual se debe sustituir la detención preventiva por otro tipo de medida cautelar personal señaladas en el Código Judicial, en su artículo 2127.

Otra ley creada a favor del imputado, lo es la Ley 26 del 27 de junio de 2000, por medio de la cual se modifican el Código Penal y el Código Judicial y se dictan otras disposiciones. Mediante esta ley, se puede conceder rebaja de pena de hasta dos terceras partes a la persona imputada por el delito de secuestro, siempre y cuando esta persona brinde información veraz que pueda dar con el o los responsables del hecho, asegurándole también, protección a su integridad física, ya sea ubicándolo fuera del recinto carcelario, bajo custodia de la Policía Nacional o Judicial o sustituir la detención por otra medida cautelar.

Se tiene la Ley No. 23 del 1 de junio de 2001, publicada en gaceta oficial No. 24316 del 5 de junio de 2001, “QUE MODIFICA Y ADICIONA ARTÍCULOS AL CÓDIGO JUDICIAL Y DICTA DISPOSICIONES URGENTES PARA AGILIZAR Y MEJORAR LA EFICACIA DE LA JUSTICIA.

Esta ley introduce el derecho del sindicado a tener libre comunicación con su defensor en cualquier momento y a nombrarlo verbalmente ante el funcionario respectivo.

Sobre este aspecto el artículo No. 76 de esta ley dice lo siguiente: 

“Artículo 76. El párrafo final del artículo 2038 del Código Judicial queda así:

Articulo 2038…

En consecuencia, desde el momento de su detención, tendrá derecho a designar a un defensor o a pedir que se le designe uno de oficio. El imputado podrá designar verbalmente a su defensor ante el funcionario respectivo. En ningún caso, se podrá mantener incomunicado al detenido. Éste tendrá libre comunicación, en cualquier día, con su defensor.”

También mediante la introducción de esta ley, se garantiza el derecho de defensa del imputado, al establecer en el artículo 77 de la misma lo siguiente:

   “Artículo 77. Se adicionan dos párrafos finales al artículo 2067 del Código Judicial, así:

Artículo 2067. Para garantizar el derecho de defensa del, imputado, los abogados tendrán derecho a revisar el sumario y, previa solicitud normal, a recibir copias de las constancias sumariales’ por lo menos dentro de los cinco (5) días de haberse iniciado la instrucción sumarial.”

Luego de realizar un breve recuento sobre algunas leyes que han modificado nuestro actual sistema mixto y que han sido creadas en beneficio del sujeto pasivo de la acción penal y con el fin de humanizar el actual proceso penal patrio, próximo a desaparecer con la entrada en vigencia de la Ley 63 de agosto de 2008, que adopta el sistema acusatorio como modelo de procesamiento en materia penal, pasaremos al estudio del papel que jugará este sujeto en este sistema procesal, así como las garantías que se han reconocido en el mismo a su favor.

2.1.3.4.4.4.3. EL PAPEL DE LA PERSONA IMPUTADA EN LA LEY No. 63 DEL 28 DE AGOSTO DE 2008, QUE ADOPTA EL CÒDIGO PROCESAL PENAL PANAMEÑO (SISTEMA ACUSATORIO).
Para la Ley 63, en su Libro I, de Las Disposiciones Generales, Título III que trata a cerca de Los Sujetos Procesales, Capítulo III de La Persona Imputada, Sección 1ª. De las Normas Generales, artículo 92, la persona imputada se define como:

“Artículo 92. Concepto. Imputada es la persona a quien se le han formulado cargos por parte del Ministerio Público ante el Juez de Garantías. Formalizada la acusación penal en su contra pasa a denominarse acusado.”

Nótese que la Ley No. 63 de agosto de 2008, establece la diferencia entre imputado y acusado, la cual guarda similitud con la definición entre imputado y sindicado que dimos anteriormente.

Consideramos que el nuevo código de Procedimientos Penales de nuestro país es de carácter garantista, toda vez que su libro I, de Las Disposiciones Generales, Título I de las Garantías, Principios y Reglas, Capítulo I, bajo ese mismo nombre, dedica y reconoce en ese capítulo las garantías fundamentales y principios procesales que se han reconocido en los diversos tratados y convenios internacionales relacionado con los derechos Humanos y sobre todo aquellos derechos  fundamentales reconocidos por nuestra Constitución Política.

Al igual que en el actual Código Judicial, la Ley 63 de agosto de 2008, reconoce algunos principios como el de Legalidad Procesal, juez natural, “nom bis in ídem” o prohibición del doble juzgamiento, la presunción o estado de Inocencia, el derecho al debido proceso y a la libertad personal.

Por otra parte, también se reconocen en el nuevo Código Procesal Penal, algunos derechos y garantías que no se encuentran enunciados o establecidos en el Código Judicial y que consideramos una de las más relevantes de los sistemas acusatorios que es la separación de las funciones.

Sobre este aspecto, el artículo 5 de la Ley 63 en comento estable lo siguiente:

“Artículo 5. Separación de funciones. Las funciones de investigación están separadas de la función jurisdiccional. Corresponderá exclusivamente al Ministerio Público la dirección de la investigación”.

Vemos como mediante este artículo, se va relegando las funciones de investigación a las Agencias del Ministerio Público, y las funciones judiciales al Juez.

También se le establece las siguientes prohibiciones:

· Al juez, la no realización de de actos que estén relacionados con la investigación o el ejercicio de la acción penal.

· A los agentes del Ministerio Público, la realización de actos jurisdiccionales, salvo excepciones previstas en el código.

En la actualidad, el juez tiene amplias facultades tanto de investigar, como de juzgar, situación que ha sido muy cuestionada toda vez que, en el sistema mixto actual, el juez antes de la realización de la audiencia conoce el expediente y elabora con anterioridad la sentencia que ha de dictar. También tiene la facultad de remitir los sumarios en ampliaciones, con el propósito de que se practique tal o cual diligencia, que a su criterio debe realizarse, convirtiéndose en un investigador y juzgador.

Otros principios que consagra el Código Procesal, y que no fueron plasmados en el Código Judicial actual, son los de independencia e imparcialidad del juez, la publicidad, control judicial de afectación de derechos fundamentales, derecho a la intimidad, respeto a los derechos humanos, justicia en tiempo razonable, también se reconoce en el artículo 16, el derecho a no declarar contra sí mismo, el cual también está debidamente reconocido en el artículo 25 de la Constitución Política.

También se reconoce la igualdad de las partes, de ejercer las facultades y los derechos previstos en la Carta Magna, tratados y  convenios internacionales, ratificados por la República de Panamá.

Por otra parte, en cuanto a los derechos de la persona imputada dentro del proceso, la Ley No. 63 de agosto de 2008, reconoce y enumera las garantías de que debe gozar este sujeto procesal, aspecto éste que consideramos muy importante y novedoso, toda vez que en la actualidad, nuestro Código Judicial, no enumera dichos derechos, ni los reconoce dentro del texto normativo.

Estos derechos se encuentran debidamente enumerados y reconocidos el Nuevo Código Procesal Penal, específicamente en el Libro I, de las Disposiciones Generales, Título III de los Sujetos Procesales, Capítulo II de la Persona Imputada, Sección 1ª que trata de Normas Generales, artículo 93.

Es de anotar que  el citado artículo enfatiza que dichos derechos se le han de reconocer desde el acto inicial del procedimiento dirigido en su contra hasta la conclusión del proceso.

Pasemos a ver los derechos reconocidos a la persona imputada, señalados por el mencionado artículo 93 del Código Procesal Penal:

· Que le informen sobre los hechos imputados y conocer la identidad de su acusador o la fuente de la noticia criminosa.

· Que se le exprese el motivo y la causa de su detención y el funcionario que la ordenó, exhibiéndole según corresponda la orden de detención emitida en su contra

Respecto a estos dos primeros derechos que se reconocen a favor de la persona imputada, correspondientes a los numerales 1 y 2 del artículo 93 del Código Procesal Penal, podemos decir que los mismos tienen como finalidad resguardar el derecho que tiene toda persona a la información de los cargos que se le han de imputar o las razones por las cuales se ordena su detención, así como el derecho de no ser privado de libertad sino por mandato expreso emitido por autoridad competente, para que de esta manera, puede ejercer lo más pronto posible su derecho a ser defendido.

También se reconoce la facultad que tiene la persona contra quien se ha dirigido la orden de detención, de solicitar copia de la misma, garantizando con esto, el cumplimiento del derecho constitucional, consagrado en el artículo 21 de la Constitución Política de la República de Panamá al establecer lo siguiente:

  “ARTÍCULO 21: Nadie puede ser privado de su libertad, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente, expedido de acuerdo con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la Ley. Los ejecutores de dicho mandamiento están  obligados a  dar copia de él al interesado, si la pidiere”

Además, este derecho encuentra su antecedente en el numeral 4 del artículo 7 que trata acerca de la Libertad Personal, Capítulo II de los Derechos Civiles y Políticos, Parte I, que trata de los Deberes de los Estados y Derechos Protegidos de la Convención Americana de los Derechos Humanos, celebrada en San José Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, y dice lo siguiente:

“Artículo 7

Derecho a la libertad personal

“…4. Toda persona retenida o detenida, debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o los cargos formulados contra ella…”

Así mismo, el derecho que tiene la persona imputada de conocer sobre los cargos que se le hacen, encuentra su antecedente en el literal b, del numeral 2 del artículo 8 que trata de las Garantías Judiciales, de la convención antes mencionada y dice:

“Artículo 8

GARANTÍAS JUDICIALES

b. comunicación previa y detallada al inculpado, de la acusación formulada…”

Otro derecho reconocido por la Ley 63 de agosto de 2008 a favor de la persona imputada es el siguiente:

· Ser asistido por el defensor que él proponga o que, cuando esté privado de libertad, proponga su cónyuge, conviviente o parientes cercanos y, en su defecto, por un defensor público. Con este fin tendrá derecho a comunicarse telefónicamente al momento que lo solicite.

Indudablemente que unos de los principales derechos que debe gozar  la persona imputada, es el derecho de defenderse y de ejercer cualquier mecanismo disponible para lograr su adecuada defensa.

Este derecho a la defensa, se encuentra debidamente consagrado en el artículo 8 ya mencionado de la convección Americana Sobre Derechos  Humanos del 22 de noviembre de 1969, específicamente en los literales d y e del numeral 2 del citado artículo, el primero se refiere a la defensa material (del propio imputado) y a la defensa técnica ejercida por un defensor designado por él y el segundo, se refiere a la defensa técnica ejercida por un defensor proporcionado por el estado (Defensor de Oficio).

Así mismo, este derecho está debidamente reconocido en el artículo 22 de la Constitución Política de la República de Panamá, que en su parte final establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 22: …Quien sea detenido tendrá derecho desde ese momento, a la asistencia de un abogado en las diligencias policiales y judiciales.”

Por otra parte, los numerales 4 y 8 del artículo 93, se refiere al derecho de comunicación que debe tener toda persona investigada estableciendo lo siguiente:

· Tener comunicación inmediata y efectiva con la persona, asociación, agrupación o entidad a la que desee informar su aprehensión.

· No estar incomunicado y, en cualquier momento, tener comunicación con su defensor.

Este último derecho a favor de la persona imputada, se encuentra en el artículo 2008 del Código Judicial que en su parte final dice lo siguiente:

“Artículo 2008. … En ningún caso, se podrá mantener incomunicado al detenido. Este tendrá libre comunicación, en cualquier momento, con su defensor.”

De acuerdo con la lectura del artículo 2008, y con la lectura de la parte final del artículo 22 de nuestra Constitución Política se entiende que es solo cuando la persona se encuentre detenida, que debe ser asistido y tener comunicación con un defensor, pero al respecto, la Corte Suprema de justicia, en fallo del 31 de octubre de 1997, manifestó lo siguiente:

 “Representación Judicial

    La Sala considera indicar que “lo establecido en los artículos 2038 y 2043 del Código Judicial no debe ser interpretado en sentido restringido, puesto que esto daría lugar a que solamente en caso de detención o llamamiento a rendir  indagatoria una persona acusada pueda buscar la ayuda técnica legal de un abogado para que le represente y defienda de los cargos formulados en su contra, sin permitir que aquél que vea su nombre y reputación involucrados en la comisión de un delito, pueda refutar dichas acusaciones y esclarecer los hechos que pudieran vincularle de inmediato o con posterioridad en un proceso penal. Inclusive, podría por medio de su apoderado legal aportar elementos probatorios esclarecedores en las investigaciones, aún cuando el agente instructor no considere a esa persona como posible autor o colaborador del delito investigado, porque la acusación que en su contra hace el denunciante le vincula al proceso afectándole hasta que no se determine quién o quiénes son los autores del delito.”

Con esto entendemos, que desde el primer momento, el imputado puede buscar la ayuda técnica que desee y que lo represente dentro de la investigación que en su contra se sigue.

· Ser conducida a la mayor brevedad posible ante la autoridad competente.
Con este derecho, se garantiza a la persona imputada que sea detenido por la autoridad que debe conocer el caso por el cual se le investiga, reconociendo con ello, el principio del juez natural.

· Abstenerse de declarar sin que ello perjudique o sea utilizado en su contra, o a declarar como medio de defensa en la audiencia del juicio oral.

En este punto, el numeral 7 del artículo 93 de la Ley 63 de 2008, reconoce dos derechos que puede gozar la persona imputada, el primero de ellos, es el de abstenerse de declarar, debidamente reconocido en el artículo 25 de la Constitución Política de la República de Panamá y en el literal g del numeral 2 del artículo 8 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos de 1969 y, además, aparte de ser un derecho a favor de la persona imputada, es un principio reconocido en el artículo 16 de la citada Ley 63.

Por otra parte, se le da la posibilidad al sindicado de declarar en la audiencia del juicio oral, garantizándole con ello, el derecho a  su defensa.

· Presentar escritos y peticiones ante el encargado de su custodia, quien los transmitirá de inmediato al Ministerio Público o al juez que corresponda.

Se entiende, que este derecho sólo puede ejercerlo cuando se encuentra la persona privada de libertad, permitiéndole con ello, comunicarse con las personas con las que esté a órdenes y presentarles cualquier queja que pueda tener, humanizando con ello, estadía en prisión.

Otros derechos reconocidos a favor de la persona imputada son:

· Comparecer las veces que lo solicite ante el juez, debidamente asistido con su abogado, a prestar declaración sobre los hechos objeto de la investigación.

· No ser sometida a tortura ni a otros tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Este derecho a un trato justo ya se encuentra debidamente reconocido en el artículo 5 que trata del “Derecho a la Integridad Personal”, numeral 2, de la Convención Americana Sobre Derechos  Humanos de 1969 que dice:

“2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona privada de libertad, será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.”

· Recibir visitas y comunicarse por escrito o a través de otro medio lícito.

Este aspecto guarda relación con el numeral siete del artículo 93 de la Ley 63 de 2008, el cual ya fue explicado con anterioridad y se refiere al derecho que debe tener toda persona imputada a comunicarse, ya sea con su defensor o con cualquier persona y en caso de estar detenido, el derecho a recibir visitas de sus familiares y personas allegadas.

· No ser juzgado en ausencia.

Sobre este punto, debemos hacer referencia al artículo 158 del la Ley No. 63, de agosto de 2008 el cual dice lo siguiente:

“Artículo 158. Imputado de paradero desconocido. La persona imputada que ha sido requerida y no comparezca sin justa causa, la que se evada del establecimiento donde esté detenida, así como la que no es presentada oportunamente por su fiador, a pesar de habérsele hecho a ésta el requerimiento correspondiente, o de la que se ignora su paradero, será declarada en rebeldía y se expedirá la orden de detención si procediera.

        La ausencia de la persona imputada no afectará la fase de investigación y quedará suspendida la prescripción de la acción penal hasta que dicha persona sea aprehendida o comparezca.

En caso de pluralidad de imputados, el proceso continuará sin la intervención del imputado ausente, quien será juzgado en proceso aparte, conforme a las reglas indicadas en el párrafo anterior.”

Se observa que el derecho de la persona imputada a no ser juzgada en ausencia, encuentra su excepción en el último párrafo de este artículo, siempre y cuando se trate de un hecho donde exista pluralidad de imputados.

En caso de ser una sola persona la imputada y de la cual se desconoce su paradero, ésta será declarada en rebeldía y su ausencia no afectará la continuidad de la fase de instrucción o de investigación y se suspenderá el término de la prescripción de la acción penal, hasta que dicha persona aparezca o sea aprehendida.  

· Tener acceso a pronta atención médica.

· Que no se utilicen en su contra medios que impidan su libre movimiento en el lugar y durante la realización de un acto procesal, sin perjuicio de las medidas de vigilancia que, en casos especiales, estime ordenar el tribunal o el Ministerio Público.

· Contar con un traductor o intérprete, cuando no entienda el idioma español o tenga alguna limitación para expresarse en forma oral o escrita.

Sobre este punto podemos decir que se toma en cuenta lo plasmado por el artículo 28 de la Ley No. 63 de agosto de 2008, que trata acerca de la Diversidad Cultural y establece lo siguiente:

“Artículo 28. Diversidad cultural. Las autoridades  judiciales y los tribunales llamados a pronunciarse en materia penal deben tomar en cuenta la diversidad cultural de los intervinientes.”

Por diversidad cultural se puede comprender aquél cúmulo de costumbres o idiomas que caracteriza a una región o país determinado, lo que quiere decir que los tribunales panameños deberán proporcionar tanto a nacionales como a extranjeros, de todas aquellas facilidades ya sea de traductores o intérpretes en las intervenciones en que alguna de las partes haga y que no entienda o hable el español, para que de esta forma no haya paralización o demora de los procesos y se garantice también una justicia expedita así como también no se vulnere el derecho a la defensa.

Esto también se encuentra regulado en el artículo 126 de la Ley No. 63 de agosto de 2008, que dice:

   “Artículo 126. Idioma. Los actos del proceso se realizarán en el idioma español.

A las personas que no hablen español o a los sordomudos y a quienes tengan limitaciones que les impida darse a entender se les deberá proveer o autorizar el uso del intérprete para el cumplimiento del acto procesal.”

Con lo anterior no sólo se garantiza que los extranjeros o personas que no hablen el idioma español y que en algún momento puedan formar parte del proceso, no queden en desventaja y tengan una justa participación dentro del mismo sino que, además, se garantiza el derecho constitucional de igualdad ante la Ley, consagrado en el artículo 20 de nuestra Constitución Política y debidamente reconocido por el artículo 19 de la Ley No. 63 de agosto de 2008, que trata sobre la igualdad procesal de las partes. 

Por último, el artículo 93 reconoce a favor de la persona imputada, los siguientes derechos:

· Tener acceso a las actuaciones, a la documentación o a los elementos de prueba y presentar las pruebas que hagan valer sus derechos.

· Aducir pruebas de descargo, las cuales deben ser diligenciadas conforme a las reglas de ausencia de formalismo, celeridad y economía procesal.

Con estos derechos se le reconoce al imputado una verdadera participación dentro del proceso de manera que pueda ilustrarse de toda la documentación que consta en el proceso y sobre ello, presentar las pruebas que estime necesarias para su defensa y que se realizarán de forma breve.

Es de notar, que son introducidos al plano procesal penal, gran cantidad de derechos mínimos que debe gozar la persona imputada, derechos que han sido reconocidos en tratados internacionales sobre derechos Humanos y por la Constitución Política de la República de Panamá.

Con esta codificación de derechos en el Código Procesal Penal Panameño, que forma parte de nuestro futuro sistema penal acusatorio, sustentamos la teoría que en Panamá, dicho sistema está debidamente constitucionalizado al garantizar los derechos fundamentales de las partes intervinientes dentro del proceso.


Veremos en el siguiente punto, unas breves comparaciones de algunas legislaciones que ya contemplan dentro de sus esquemas, los sistemas procesales acusatorios y unos breves antecedentes sobre la necesidad de un cambio en materia procesal.

2.1.4. MODELOS DE SISTEMAS PROCESALES PENALES DE ALGUNOS PAÍSES DE AMÉRICA LATINA: (Chile, Costa Rica, República Dominicana y Colombia)

                 2.4.1.  BREVES CONSIDERACIONES SOBRE LOS

                            ANTECEDENTES DE LA REFORMA PROCESAL:

Se puede decir que los intentos de reformas en materia procesal de algunos países como Costa Rica, Chile, República Dominicana, Colombia y Panamá, se da a finales del siglo XX.

En el caso de Costa Rica, se dio con la promulgación del Código Procesal Penal de 1996 que entró en vigencia a partir del primero de enero de 1998 cuyos principios e institutos perfilan al sistema hacia uno de contenido acusatorio y estaba inspirado en el llamado Código de Procedimientos Penales de 1973 modelo para Iberoamérica.

En Costa Rica no hubo gradualidad de ningún tipo en la implementación del proceso penal oral acusatorio, el nuevo proceso se aplicó en el año 1998 en todo el territorio tico. El sistema penal costarricense pasó de ser un Sistema Mixto a un Sistema Acusatorio.

Caso contrario ocurrió en Chile, donde el origen del proceso de reforma se ubica también en la década de los noventas, pero su implementación se hizo de manera gradual (por territorios), lo que permitió corregir errores al tiempo en que se iba implementando en otras regiones, sin embargo a la fecha se advierte que nunca se previó la carga de trabajo que se iba a presentar con motivo de su implementación.

Por su parte, en la República Dominicana, no fue hasta el año 1997, cuando mediante Decreto 104-97, que quedó conformada una comisión compuesta por notables juristas dominicanos, que tendrían como propósito, la revisión y actualización del Código de Procedimiento Criminal de ese país.

En época similar surge en ese mismo país, tal y como comenta el autor Manuel Ulises, Bonnelly V., en sus Comentarios al Código Procesal Penal de la República Dominicana,  Editora Centenario, S. A., Santiago, 2002, página 1-2, el Foro de apoyo a la Reforma Procesal Penal, cuya coordinación estuvo a cargo de la Fundación Institucionalidad y Justicia (FINJUS). Este foro contó con la participación de destacados abogados, profesores, así como congresistas, políticos, empresarios, connotados representantes de diversas ramas de la vida dominicana y la asesoría de reputados juristas latinoamericanos.

En República Dominicana, el Código de Procedimientos Penales, empezó a regir dos años después de su publicación el 19 de julio del año 2002, tal y como se dejó expreso en las Disposiciones Finales del dicho Código, en el artículo 449 que dice:

“Art. 449.- Disposiciones Finales.

“Vigencia. Este código entrará en vigencia plena veinticuatro meses después de su publicación y se aplicará a todos los casos que se inicien a partir del vencimiento de este plazo.”
Como vemos, la aplicación de este código fue en todo el territorio de la República Dominicana, y no por sectores tal como se hizo en el caso de Chile.

En el caso de Colombia, los intentos de reforma al Código Procesal Penal de ese país datan del año 1995, toda vez que el autor Jaime Granados Peña hace algunos comentarios sobre el sistema acusatorio en su obra “El Sistema Acusatorio en el Derecho Comparado y la nueva Fiscalía General en Colombia: Hacia una reinterpretación funcionalista”. En Programa de Capacitación OPDAT. Agosto de 1995, en donde al referirse a este sistema lo definió como:

 “…uno en donde aparecen diferenciadas claramente tres funciones en el proceso penal, la función de acusación que a su turno implica previa investigación, la función de defensa frente a la acusación …, y finalmente, la función de juzgamiento que la hace un juez o un jurado de conciencia como ente imparcial”


En Colombia, el código Procesal Penal, fue adoptado mediante Ley No. 906 del 31 de agosto de 2004 y tal como se puede deducir de su artículo 533 que trata de su vigencia, el mismo entró a regir para los hechos ocurridos con posterioridad al 1 de enero del año 2005 sin especificar sobre qué áreas del país, lo que se entiende que al igual que en Costa Rica y República Dominicana, entró a regir de una vez en Todo el territorio Colombiano:

“Artículo 533. Derogatoria y vigencia. El presente código regirá para los delitos cometidos con posterioridad al 1° de enero del año 2005. Los casos de que trata el numeral 3 del artículo 235 de la Constitución Política continuarán su trámite por la Ley 600 de 2000. Los artículos 531 y 532 del presente código, entrarán en vigencia a partir de su publicación.”


En el caso de nuestro país, se han dado varias reformas al Código Judicial con el propósito de lograr redactar un auténtico Código Procesal Penal, que colocara el actual sistema de enjuiciamiento penal de Panamá a la par de la defensa de los derechos de las víctimas y del imputado y con el reconocimiento de los diversos instrumentos que garanticen un juicio público, oral, expedito, sin dilaciones indebidas, en conclusión, un sistema más justo y reconocedor de los derechos fundamentales de toda persona.


Una de estas reformas más significativas, fue la de la Ley No. 3 de 1991, de la cual se habló anteriormente, y que dentro sus aspectos más relevantes fue la introducción de la figura del tercero incidental, el secuestro penal y el régimen de medidas alternativas a la detención preventiva.


Otro intento por instaurar un sistema de enjuiciamiento distinto y más expedito, se da con la propuesta de reforma al Código Judicial, presentada por el entonces procurador General de La Nación el 6 de septiembre de 1995, relacionada con la utilización del principio de oportunidad por parte del Ministerio Público, tal y como lo plantea el autor panameño Carlos Enrique Muñoz Pope, en su obra  Cuestiones Sobre el Proceso Penal, Ediciones Panamá Viejo, 1997, página 111 al manifestar lo siguiente:

“Se trata, por tanto, de una propuesta de modificación del proceso penal tendiente a consagrar por parte del Ministerio Público el ejercicio de  principio de oportunidad”

Continúa diciendo que:

“Con esta modificación, el principio de legalidad procesal cederá en algunos casos ante el principio de oportunidad,…”

Consideramos que con esta propuesta, lo que se buscaba era que el Ministerio Público, se abstuviera de ejercer la acción penal, en aquellos casos de menor trascendencia, cuando el hecho investigado no constituya delito o cuando resulte imposible la comprobación del mismo, entre otros y evitar de esta forma la saturación de los juzgados.


Finalmente, mediante Ley No. 63 de 28 de agosto de 2008, se crea al nuevo Código Procesal Penal de la República de Panamá el cual entraría a regir a partir del 2 de septiembre de 2009, pero se pospuso su entrada en vigor hasta el mes de septiembre del año 2011 y tal como se hizo en el caso de Chile, se hará de manera gradual, es decir, por distritos judiciales.

2.1.4.2. BREVES COMPARACIONES

 
A continuación, realizaremos unas breves comparaciones de los modelos procesales de Costa Rica, Chile, República Dominicana y Colombia, con el modelo panameño, adoptado mediante Ley No. 63 del 28 de agosto de 2008.

· MODELO PROCESAL DE COSTA RICA:

En el caso de Costa Rica, tal como se explicó con anterioridad, el sistema procesal de ese país, se inspiró en su código de Procedimientos Penales de 1973, el cual a pesar de ser novedoso para esa época, poco a poco fue perdiendo su eficacia y utilidad.


Se pudo conocer, que en Costa Rica, el Modelo de Procedimiento Penal, se encuentra dividido en  5 modalidades o etapas, las cuales son:

· Procedimiento preparatorio: A cargo del Ministerio Público con control de un juez penal o de garantías encargado de autorizar y disponer actos de investigación o medidas cautelares. El Ministerio Público se encarga de determinar si hay base para el juicio mediante la recolección de elementos que permitan fundar la acusación del fiscal o querellante y la defensa del imputado, cuando esta misma entidad estime que la investigación proporciona fundamento para someter a juicio público al imputado presentará la acusación requiriendo la apertura al juicio. Esta etapa no es pública debido a que todavía no existen fundamentos para exponer al acusado ante la opinión pública, ellos sustentado en el principio de presunción de inocencia. Intervienen: Ministerio Público, Imputado, Víctima, Defensor.

Es importante señalar que en esta etapa de procedimiento preparatorio, que en nuestro sistema penal adoptado por la Ley No. 63 de 2008, corresponde a la Fase de Investigación, se reservan para los jueces, el control de ciertos actos del Ministerio Público y de medidas cautelares, se instaura el principio de oportunidad, en virtud del cual el Fiscal, previa solicitud ante el tribunal respectivo, puede pedir la suspensión o archivo del sumario si concurre alguno de los criterios legales preestablecidos.

Así, el artículo 22 del Código Procesal Penal Costarricense establece que el representante del Ministerio Público, previa autorización del superior jerárquico, podrá solicitar que se prescinda, total o parcialmente, de la persecución penal, que se limite a alguna o varias infracciones o a alguna de las personas que participaron en el hecho.

En nuestro Código Procesal Penal, el criterio de Oportunidad está estipulado en el artículo 212, y establece los casos en que los Agentes del Ministerio Público pueden ejercer tal criterio.


Al  igual que en Costa Rica, tal solicitud deberá ser sometida al control del Juez de Garantías, con la única diferencia que tal criterio, deberá ser notificado a la víctima del delito o querellante según sea el caso, quien será escuchada por el juez en la audiencia que decidirá si hay mérito o no para la extinción de la acción penal, situación que a nuestro parecer es muy importante, toda vez que se le da la oportunidad a la víctima de manifestarse sobre este aspecto, lo que debe ser tomado en cuenta por el juez.  


En el caso de Panamá, se hace igual notificación a la víctima o querellante, sobre la aplicación del criterio de oportunidad quien dentro de quince días siguientes a su notificación podrá presentar objeciones, caso entonces en el que se someterá al control por parte del juez de garantías.


Nótese que en ambos modelos, se da la participación de un juez de Garantías, figura imprescindible en los sistemas acusatorios.


Por otra parte en lo relacionado a la formulación de la acusación, que en nuestro Código Procesal Penal, equivale a la formulación de la imputación, se realiza cuando exista elemento probatorio suficiente para ello, la cual se solicitará al juez de Garantías y se ventilará en audiencia en la fase intermedia en audiencia denominada Audiencia de Formulación de Imputación”, la cual, en el caso panameño, está regulada en el artículo 340 de la Ley 63 de 28 de agosto de 2008.


Otras etapas en el sistema procesal Costarricense son:

· Procedimiento Intermedio: Etapa de control en audiencia oral, privada en la que el juez recibe las manifestaciones de las partes, se examina la acusación fiscal, se resuelve sobre la solicitud de apertura al juicio y sobre la admisibilidad de las pruebas ofrecidas. Se divide a su vez en 2 fases en la primera se conoce lo relativo a la determinación de la culpabilidad y en la segunda, se discute lo relativo a la individualización de la pena y consecuencias civiles. Interviene Ministerio Público Imputado, Defensor, Víctima, Juez de Control.

· Fase de juicio oral: En caso que exista criterio suficiente para sustentar la acusación, se fija la audiencia oral y pública en la que un Tribunal de Etapa de Juicio conoce y se pronuncia sobre el fondo de la causa. En esta fase se reciben las pruebas de caso y se discute acerca de la responsabilidad del acusado. La realización del juicio se lleva a cabo sobre la base de la acusación formulada por el Ministerio Público. Rigen los principios de inmediación, oralidad y publicidad. Intervienen Ministerio Público, Imputado, Defensor, Víctima, Testigos, Peritos, Juez Oral.

· Etapa de impugnación: Dentro de esta etapa, se pueden interponer tres tipos de recursos, entre ellos están: Recursos de revocatoria: Contra las providencias y los autos que resuelvan sin sustanciación un trámite del procedimiento, a fin que el mismo tribunal que los dictó examine nuevamente la cuestión y dicte la resolución que le corresponda; Recurso de apelación: Contra las resoluciones de los tribunales del procedimiento preparatorio e intermedio, siempre que sean declaradas apelables, causen gravamen irreparable, pongan fin a la acción o imposibiliten que ésta continúe y Recurso de casación: Procede cuando la resolución inobservó o aplicó erróneamente un precepto legal.

· Fase de ejecución: Se inicia una vez que la sentencia dictada en el proceso queda firme, y se logra el cumplimiento de la sentencia condenatoria bajo la fiscalización de los órganos jurisdiccionales (jueces ejecutores de pena).

A diferencia de Costa Rica, la Ley 63 de 2008 que adopta el nuevo Código Procesal Penal, divide la actividad procesal en tres grandes fases: La de investigación, la intermedia y la de juicio oral.

En lo referente a la participación de la víctima, en el sistema Costarricense, se da la instauración de la querella adhesiva, para los casos en los que proceda la conversión de la acción penal pública en privada. Se trata de un colaborador calificado que permite resolver los problemas que suscita la exclusión del ofendido, sin caer en las graves distorsiones que producen la querella o la acción popular generalizada. 

En nuestro caso, la figura de la querella adhesiva, corresponde a la querella Coadyuvante.  
En tal condición, en el sistema de Costa Rica, aunque no se haya constituido como querellante, la víctima tiene derecho a intervenir en el procedimiento, a ser informada de las resoluciones que finalicen el procedimiento, siempre que lo haya solicitado y sea de domicilio conocido, y también podrá apelar la desestimación y el sobreseimiento definitivo. Para hacer efectivos estos derechos, deberá informársele sobre los mismos, cuando realice la denuncia o en su primera intervención en el procedimiento (art. 71 del Código Procesal Penal de Costa Rica).

Estos mismos derechos, entre otros más, son reconocidos a favor de la víctima en la mencionada Ley 63 de agosto de 2008, específicamente en el artículo 80 que trata de los derechos de la víctima y de los cuales ya se habló anteriormente.

En lo referente a los derechos de la persona imputada, en el sistema Costarricense, de acuerdo a lo plasmado por el autor Alexander Rodríguez Campos, en su obra “Ejercicio de la Defensa Técnica en la Citación Directa”, en Ciencias Penales (Revista de la Asociación de Ciencias Penales de Costa Rica), año 8, No. 12, diciembre de 1996, pp. 94-101, manifestó que era necesario fortalecer aún más las garantías del acusado, atribuyéndosele al defensor un papel más definido, especialmente durante las primeras horas en que se produce la detención del sospechoso e interviene la policía.

Sobre este problema, se establecieron en el Código Procesal de ese país, 

con mayor claridad, algunos derechos de la persona imputada, como la inviolabilidad de la defensa  de cualquiera de las partes en el procedimiento, salvo las excepciones que el mismo Código regula, el imputado tendrá derecho a intervenir en los actos procesales que incorporen elementos de prueba y a formular peticiones y observaciones que considere oportunas, sin perjuicio de que la autoridad correspondiente ejerza el poder disciplinario, cuando se perjudique el curso normal de los procedimientos.

Además se dispone que cuando el imputado estuviere privado de libertad, el encargado de custodiarlo, transmitirá al Tribunal las peticiones u observaciones que aquél formule, dentro de las doce horas siguientes a que se le formulen y le facilitará la comunicación con el defensor.

Se le reconocen también el derecho a ser informado de todas las garantías constitucionales y a la asistencia técnica letrada, la cual podrá ser elegida por sí mismo o asignada por el Estado, reconociendo la irrenunciabilidad de tal derecho. 

Así mismo, en Panamá mediante la Ley No. 63 de 2008, se reconocen gran cantidad de derechos a favor de la persona imputada y el derecho a la defensa técnica se encuentra en el numeral 3 del artículo 93 de la citada Ley, cuya irrenunciabilidad e inviolabilidad, se encuentran reconocidas en el artículo 98 de la ley en comento.

· MODELO PROCESAL DE CHILE
Pasemos a observar ahora el modelo que Chile ha implementado en su sistema penal.

Al igual que en Panamá, la actividad procesal en el sistema Chileno está dividida en tres grandes etapas, de Investigación, de preparación de juicio Oral y la del Juicio Oral.

En chile son sujetos procesales, los siguientes:

· El Juez de Garantías: quien conoce de las solicitudes realizadas por el Ministerio Público, para realizar actuaciones que privaren, restringieren o perturbaren el ejercicio de derechos asegurados por la Constitución de ese país, tal y cual lo contempla en el artículo 70 del Código Procesal Penal Chileno.

· El Ministerio Público: Encargado del ejercicio y sustentación de la acción penal pública, de la dirección de la policía en la investigación y tiene como deber adoptar a favor de la víctima, las medidas de protección que ésta requiera o solicitare.

· La Policía: En Chile la policía se encuentra dividida en tres: Los Carabineros (Militares), La Policía Investigadora, y Gendarmería, todas, auxiliares del Ministerio Público. Los dos primeros grupos policiales, cuentan con personal calificado para la búsqueda, fijación, levantamiento y embalaje de indicios, inclusive, cuentan con laboratorios en criminalística, por lo que comparecen a juicio oral como peritos oficiales. La Policía Chilena, mantiene una expedita y constante comunicación con el Ministerio Público, lo que a nuestro parecer, agiliza el trámite de la investigación.

En nuestra Legislación, el artículo 78 de la Ley No. 63 de 2008, habla acerca de la Fuerza Policial, la cual al igual que en Chile, acatará las órdenes de los funcionarios del Ministerio Público en caso de investigación Penal, y actuará bajo las órdenes de este Ministerio, las cuales deberán constar por escrita.

Consideramos que la falta de una policía investigativa, con personal debidamente capacitado y dotada con elementos o equipos en criminalística, sólamente contribuirá a retrasar la investigación. 

Necesitamos en Panamá, una policía judicial investigativa, proactiva, y capacitada y que sobre todo, esté bajo las direcciones del Ministerio Público, ya que no se puede concebir una policía judicial, que no esté o no pertenezca a los organismos judiciales.

Llama mucho la atención que en el sistema Chileno, tal cual como está normado en el artículo 83 del Código Procesal de ese país, Los Carabineros y La Policía Investigadora de Chile, pueden actuar sin necesidad de orden ni instrucciones de los fiscales, para prestar auxilio a las víctimas, detención en caso de flagrancia, resguardar el sitio del suceso (Escena del Delito), identificar a los testigos y recibir las denuncias, además, están facultados para la recolección, identificación y conservación de indicios y para el levantamiento de cadáver en casos de muerte en la vía pública, tal cual lo estipula el artículo 90 del referido código.

Es indudable la gran preparación que tiene Chile en lo que se refiere a policía Judicial, que es a la vez un organismo auxiliar del Ministerio Público y que contribuye a la agilización de la investigación preliminar.

En nuestro caso, la Ley No. 63 de agosto de 2008, guarda silencio sobre la actuación preliminar que debe tener la policía al momento del conocimiento de la posible comisión de una conducta delictiva, simplemente manifiesta que deben actuar como auxiliares del Ministerio Público y bajo sus órdenes y direcciones.

La inserción de la extinta Policía Técnica Judicial hoy Dirección de Investigación Judicial a manos de la Policía Regular, mediante la Ley 69 del 27 de diciembre de 2007, a nuestro parecer, constituyó un retroceso en materia investigativa.  Consideramos que en la Ley No. 63 de 2008, debió dedicarse un capítulo o sección a la Policía Judicial y sus funciones al momento de la investigación de un delito.

· El Imputado: De acuerdo con el código Procesal Chileno, los derechos y garantías del imputado, se encuentran divididos en dos, el artículo 93 que, coincidentemente bajo ese mismo número de artículo los consagra la Ley 63 de 2008, está dedicado a los derechos y garantías de todo imputado, y el artículo 94, reconoce los derechos y garantías del imputado privado de libertad, pero en su conjunto, son los mismos derechos reconocidos por nuestra legislación como el derecho a ser informado de los hechos que se le imputan y los motivos de su detención, derecho a la defensa, abstención a declarar, entre otros más, sin embargo, en el único aspecto en que el Código de Chile guarda silencio, es en el caso en que se trate de una persona que no hable o entienda el español que tenga alguna limitación del leguaje, situación que es subsanada en nuestro derecho mediante la implementación de traductor o intérprete.
· La Defensa: Es otro sujeto procesal y al igual que en nuestra legislación, puede ser nombrada libremente por el imputado, en caso de no contar con uno particular el Ministerio Público o el juez, según sea el caso, solicitará se le nombre un defensor penal público.
· La Víctima: La legislación Chilena, considera víctima al ofendido por el delito, tal cual lo establece el artículo 108 del Código Procesal Penal de Chile, sólo en los casos de muerte del ofendido y cuando éste no pueda ejercer sus derechos, se considerará víctima y en orden de prelación al cónyuge y los hijos, los ascendientes, al conviviente, a los hermanos y por último al adoptado o adoptante.
Nuestra legislación no contempla orden de prelación alguno, ni específica quién o quiénes pueden gozar de los derechos del ofendido en caso de que éste no los pueda ejercer. Por ejemplo, en el caso del artículo 79, numerales uno y dos, se tiene como víctimas a la persona ofendida por el delito y al cónyuge, conviviente en unión de hecho, parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. Si esto es así, vale la pena preguntarse si gozarán de todos los derechos reconocidos a favor de la víctima, todas estas personas aún cuando el ofendido directamente por el delito pueda ejercer sus derechos.

Además, nuestro legislador reconoció como víctima del delito, a los socios, las asociaciones reconocidas por el Estado y las instituciones y entes públicos.

Obsérvese que puede identificarse en calidad de víctima a las personas jurídicas, situación que no está regulada en el Código Chileno, donde sólo se reconoce como víctima a la persona natural ofendida por el delito.

En cuanto a sus de derechos, se reconocen los mismos que se encuentran regulados en la Ley 63 de 2008, sólo que en esta última, se reconoce que puede recibir prontamente los bienes de su propiedad que se encuentren aprehendidos como medio de prueba y a recibir asistencia legal gratuita del Estado mediante un abogado.

· El Querellante: el código Chileno no ofrece un concepto de querellante, el cual, según la Ley 63 de 28 de agosto de 2008, en nuestro país, pueden ser dos tipos, uno es el querellante legítimo, que de acuerdo con el artículo 84 de la ley citada, es la persona afectada por el delito; el otro, se trata del querellante coadyuvante, reconocido en el artículo 85, el cual surge en aquellos delitos investigables de oficio y puede ser tanto la víctima, como su representante legal.

Como se anotó, el Código Procesal Chileno, no ofrece un concepto de querellante, sin embargo, en su Título III referente a la Acción Penal, se reconocen 2 tipos de acción para la persecución de todo delito.

Una de ellas es la acción penal pública, ejercida por el Ministerio Público y la otra es la acción penal privada, la cual, de acuerdo al artículo 53 del referido código, solo podrá ser ejercida por la víctima, la cual, de acuerdo a la legislación Chilena, es toda persona ofendida por el delito.

Además, el artículo 55 de dicho Código, reconoce 4 tipos de delitos de Acción Privada:

“Artículo 55: Delitos de Acción Privada: No podrán ser ejercidos por otra persona que la víctima, las acciones que nacen de los siguientes delitos:

a). La calumnia y la Injuria.

b). La falta descrita en el número 11 del artículo 496 del Código Penal.

c). La provocación a duelo y el denuesto o descrédito público por no haberlo aceptado, y

d). El matrimonio del menor llevado a efecto sin el consentimiento de las personas designadas por la ley y celebrado de acuerdo con el funcionario llamado a autorizarlo.” 


Por su parte, la Ley No. 63 de agosto de 2008, también reconoce la acción penal privada en el artículo 114, el cual dice:

“Artículo 114. Acción Privada. Son delitos de acción privada y requieren querella para iniciar el procedimiento y ejercer la acción penal los siguientes:

1. Delitos Contra el Honor.

2. Competencia Desleal.

3. Expedición de Cheques sin fondos.

4. Revelación de secretos empresariales…”

Además, el artículo 84 de la ley en mención, al referirse a la figura del querellante, se refiere a la víctima del delito, de acuerdo a lo previsto en el artículo 79 de dicha ley.

Entonces, de acuerdo a los delitos que en ambas legislaciones requieren de instancia privada para su investigación y observando quiénes son las personas que deben ejercer tal acción privada, podemos decir que en Chile, la víctima (ofendido por el delito) es quién debe ejercer la acción privada en esos delitos, y en nuestro país corresponde al querellante legítimo. En conclusión, es solo la persona ofendida, llámese víctima del delito o querellante legítimo quien ejercerá la acción privada.

Vale la pena señalar, que en el Código Procesal Chileno, la fase de preparación de juicio oral, es como una fase de perfeccionamiento de la acusación formulada y de corrección de los vicios de forma o de fondo que pueda tener la misma y una vez hecha las correcciones necesarias pasa a la fase o etapa de Juicio Oral.

Mientras tanto, la Ley 63 de agosto de 2008, contempla en la Fase Intermedia del Procedimiento Penal, esas mismas correcciones, incorporándose además en dicha fase intermedia, la audiencia de sobreseimiento de aquellos casos, que de acuerdo con el criterio del Fiscal a cargo de la investigación, deban ser llevadas a este tipo de audiencia, la cual, en la legislación Chilena, sólo se lleva a cabo en la fase o etapa de investigación.

Lo anterior nos lleva a concluir que en Chile, sólo se lleva a la fase de preparación de juicio Oral, a aquéllos casos que el Fiscal considera que han de llegar hasta la etapa de juicio.

· SISTEMA PROCESAL DE LA REPÚBLICA DOMINICANA:
En cuanto al Sistema Dominicano, podemos decir que este se divide en tres etapas, la primera denominada Procedimiento Preparatorio, que corresponde a la Fase de Investigación en Panamá; la Audiencia Preliminar, y el Juicio. 

Son sujetos procesales en este sistema, la víctima  y el querellante, definiéndose la víctima, de acuerdo al artículo 83 del Código Procesal Dominicano, en los mismos términos que lo hace el artículo 79 de la Ley 63 de agosto de 2008, que adopta nuestro Código Procesal Penal.

El Código Dominicano, reconoce en su artículo 84, los derechos de la víctima, los que en esencia, son similares a los reconocidos por el artículo 80 de nuestra Ley 63 de 2008.

También reconoce como sujetos procesales al Ministerio Público, encargado de la investigación, a los órganos de investigación y auxiliares como la Policía, la cual puede actuar por iniciativa propia, también está el imputado, del cual no se ofrece una definición, pero se le reconocen en el artículo 95 del Código Procesal Dominicano, los mismos derechos que se le reconocen en nuestro país en la Ley 63 de 2008.

En el Código Dominicano, se incorpora una sección dedicada a la Policía Judicial y la intervención que debe tener la misma dentro de la investigación, además, es una auxiliar del Ministerio Público, con quien actúa de manera coordinada y expedita.

También se reconoce como sujeto procesal a la Defensa.

La fase de Audiencia Preliminar en el Código Procesal Dominicano, corresponde a la Fase Intermedia que se incorpora en la Ley 63 de 2008 en Panamá. En esta fase, se somete a criterio del juez, la acusación realizada por el ministerio Público, la cual puede ser objetada por la defensa, se subsanan los errores que la misma contenga.

Una vez subsanados los errores que existieren y luego de escuchar a las partes el juez, de acuerdo al artículo 301 del Código Procesal Dominicano puede:

“Art. 301.- Resolución. Inmediatamente después de finalizada la audiencia, el juez resuelve todas las cuestiones planteadas y, en su caso:

1) Admite total o parcialmente la acusación del ministerio público o del querellante, y ordena la apertura a juicio;

2) Rechaza la acusación del ministerio público o del querellante y dicta auto de no ha lugar a la apertura a juicio;

3) Ordena la suspensión condicional del procedimiento;

4) Resuelve conforme un procedimiento abreviado;

5) Ordena la corrección de los vicios formales de la acusación del ministerio público o del querellante;

6) Impone, renueva, sustituye o hace cesar las medidas de coerción;

7) Aprueba los acuerdos a los que lleguen las partes respecto de la acción civil resarcitoria y ordena todo lo necesario para ejecutar lo acordado;

La lectura de la resolución vale como notificación.”

Como se ve, la legislación Dominicana, contempla que en la audiencia preliminar se puede llamar o decretar la apertura del juicio, así como sobreseer al acusado, sin necesidad de ir a una audiencia de sobreseimiento.

A diferencia del código Chileno, en Panamá y República Dominicana existe una fase intermedia dentro del procedimiento penal, tendiente al perfeccionamiento de la acusación hecha por el Ministerio Público y a subsanar los errores que la misma contenga, y para decretar la apertura del juicio oral o en su defecto el sobreseimiento,  mientras que en Chile, esta fase intermedia sólo se utiliza para perfeccionar la acusación y sanar los vicios de la misma, y como se anotó, sólo llegan a esta etapa, los casos que han de llegar hasta la etapa de juicio oral.

Se considera que en el caso panameño, el establecer una audiencia de sobreseimiento en la fase intermedia, puede provocar cierta demora, que es lo que no se quiere dentro de este tipo de sistemas.

Que sea el juez competente, al momento de verificar la acusación quien decida si se sobresee o no, o incluso, establecer en la etapa de investigación este tipo de audiencia de sobreseimiento, para que solo llegue a la intermedia los casos que han de llevarse a juicio oral, contribuye a agilizar el proceso.

· SISTEMA PROCESAL DE COLOMBIA:
Pasemos ahora, a comparar la legislación colombiana.

Colombia adopta mediante Ley No. 906 de 31 de agosto de 2004, el nuevo Código Procesal Penal, el cual reconoce como partes a la Fiscalía General de la Nación, la Defensa, al imputado, definiéndolo, en su artículo 126 como:

“Artículo 126. Calificación. El carácter de parte como imputado se adquiere desde su vinculación a la actuación mediante la formulación de la imputación o desde la captura, si ésta ocurriere primero. A partir de la presentación de la acusación adquirirá la condición de acusado” 

También reconoce a la víctima, como toda persona natural o jurídica o aquella persona que individual o colectivamente haya sufrido un daño a consecuencia de un delito, reconociéndole los mismos derechos que nuestra legislación.


Llama la atención, que el procedimiento Colombiano, se divide en tres etapas, una llamada de Indagación y la Investigación, la otra de Formulación de la imputación que se realiza mediante audiencia ante el juez de garantías y la última que es el Juicio.


En nuestro caso, la formulación de la imputación se da durante la fase de Investigación.


Con esto, terminamos las breves comparaciones sobre los sistemas que se están aplicando en otros países de la región, que en la mayoría de los casos, tienen las mismas garantías tanto para la víctima como para las personas imputadas, con la diferencia que en todos estos sistemas, hay una gran y amplia participación y preparación de la Policía Judicial, proactiva, y organizada, además, existe en cada uno de los Códigos Procesales de estos países una sección dedicada a la Policía Judicial y sus funciones en relación a la investigación y la coordinación que debe tener con el Ministerio Público.


En el caso de Panamá, nuestro Código Procesal Penal, no dedica ese espacio a la Policía Judicial, a cuáles son sus funciones en la etapa de investigación, o al momento de encontrarse con una escena del delito.


Consideramos que deben establecerse los parámetros en los que se debe desenvolver la Policía Judicial, la cual, necesariamente, debe estar bajo la dirección de los organismos judiciales, entiéndase, Ministerio Público u Órgano Judicial y no bajo el mando de la Policía Regular.


Ahora se presentan algunas ventajas y desventajas que podemos encontrar en el nuevo sistema de procedimientos penales, que ha de aplicarse en nuestro país.

2.1.4.3. VENTAJAS Y DESVENTAJAS QUE OFRECE EL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL ADOPTADO POR LA LEY 63 DE 28 DE AGOSTO DE 2008

Dentro de algunas ventajas que hemos podido observar están:
· Protección efectiva de los derechos del imputado y de la víctima. 

· Los tribunales, al aplicar la ley, garantizarán el respeto de los derechos legales y constitucionales de los imputados y las víctimas. De esta forma, éstos van a ser el centro del juicio y no el expediente. 

· Garantizará la ejecución penal. 

· Cuando una persona sea condenada tiene que cumplir la pena que se le impone. Ni un días más ni un día menos. El nuevo Código Procesal Penal hará que los jueces verifiquen que esto sea así. 

· La justicia será más expedita.

· El Código facilitará que los usuarios del nuevo sistema procesal penal viabilicen la solución de sus problemas. 

· Cuando el delito no es grave, el nuevo Código permite la conciliación o arreglos entre las partes. De esta forma le da la oportunidad a las partes en conflicto de lograr acabar con su problema respetando los derechos de la víctima. 

· El juicio oral y continuo acabará con la burocracia escrita. 

Algunas desventajas, que presenta el Código son:

· El nuevo código, no dedica ningún capítulo a la Policía Judicial, ni describe cuáles son sus funciones, sólamente se limita a decir qué es un auxiliar del Ministerio Público. A nuestro parecer, debe introducirse el papel que debe cumplir la Policía Judicial en la etapa de investigación, toda vez que se esclarece su actuación.

· No define cuáles son los organismos auxiliares, sólo se limita a decir que la policía debe auxiliar al Ministerio Público.

· No establece cuáles son las funciones específicas que debe desempeñar la Policía al momento del Conocimiento de un hecho.

· En cuanto a los derechos de la víctima, el código reconoce un gran número de éstos, e indica que las víctimas deben ser atendidas por entidades o instituciones especializadas, pero guarda silencio si dichas entidades serán creadas o habilitadas por el Estado, o si formarán parte de los organismos de justica como Ministerio Público u Órgano Judicial.

· En cuanto a la aplicación  de este sistema, tampoco se han dado la capacitación suficiente a los funcionarios del Ministerio Público ni del Órgano Judicial, lo que puede contribuir a que se cometan errores que pudieron haberse evitado, atrasando con ello la función principal de este sistema que es una pronta justicia.

A nuestro criterio, creemos que debe existir una política de adiestramiento de todo el personal tanto del Ministerio Público como del Órgano Judicial, para que de esta forma se reduzcan los posibles errores que puedan cometerse al momento de la  implementación del nuevo proceso penal, lo que contribuye a un retraso en la administración de justicia.

Es deber de todo funcionario, cumplir fielmente con lo propuesto en la Ley 63 de 2008, para que se garantice el adecuado desarrollo del sistema en un margen transparente, de manera que se pueda satisfacer tanto los derechos de la víctima como los del imputado.

Es indispensable equipar, capacitar y organizar una adecuada  policía Judicial, para que conjuntamente con el Ministerio Público y sin caer en los trámites burocráticos, realice las diligencias iniciales a la investigación de un hecho delictivo de manera transparente y organizada garantizando de esta forma que el sistema de justicia marche por buen camino.

CAPÍTULO III

Marco metodológico
 3.1. TIPOS DE INVESTIGACIÓN:

        3.1.1. INVESTIGACIÓN EN CIENCIAS SOCIALES E INVESTIGACIÓN

                  EN CIENCIAS JURÌDICAS:

La investigación en ciencias sociales, es la adquisición de determinados conceptos utilizando diversos medios o métodos investigativos, es decir, herramientas que nos facilitan el desarrollo de un trabajo determinado, dirigido a ampliar los conocimientos que se tengan sobre determinada figura.

Por su parte la investigación en ciencias jurídicas, constituye la búsqueda de información en las leyes, códigos que regulan determinada materia y libros relacionados con las ciencias jurídicas.

En nuestro concepto, el estudio que pretendemos realizar se basa sobre todo en una investigación basada en las ciencias jurídicas, toda vez que el tema se desarrollará tomando como base las obras escritas sobre el proceso penal, tanto de escritores nacionales como internacionales, así como la Ley No. 63 del 28 de agosto de 2008, que adopta el nuevo código Procesal Penal de la República de Panamá así como también, se desarrollarán entrevistas a conocedores del derecho. Además, se realizaremos análisis de legislaciones de otros países latinoamericanos como Costa Rica, República Dominicana, Colombia y Chile, con lo que puede aportarse información de gran relevancia al tema en estudio.

3.2. VARIABLES:

     3.2.1. DEFINICIÒN DE VARIABLES:

Según Roberto Hernández Sampieri, Carlos Fernández Collado y Pilar Baptista Lucio, una variable es “una propiedad que puede variar y cuya variación es susceptible de medirse u observarse”.

Para Ileana Golcher, las variables son “características, atributos cualidades que varían de un sujeto u objeto. En la proposición representan el predicado. En ella se presentan las características observables de un fenómeno”.

        3.2.2. VARIABLE INDEPENDIENTE:

Ileana Golcher en su obra “Metodología de la Investigación”, nos dice que variables independientes son los “factores que en virtud de la teoría, se supone son los causantes directos de un determinado fenómeno, o sea, aquella que se utiliza en la investigación con el objeto de explicar el grado o nivel en que actúa una variable dependiente. Tiene una función explicativa y se comporta como estímulos o preguntas”.


Siendo así, de la Hipótesis H1, H2 y H3 tenemos las siguientes variables independientes:

H1  V. i. = x =  
La implementación del sistema procesal penal acusatorio.

H2 V. i. = x = Mayor grado de desarrollo cultural y económico del lugar donde se pretende implementar un sistema acusatorio.

H3 V. i. = x = El sistema penal acusatorio que se pretende implementar en Panamá.

           3.2.2.1. DEFINICIÓN CONCEPTUAL:

H1 Método con el cual se pretende establecer reglas y formas distintas a las existentes en materia procesal penal.

H2 Nivel elevado tanto de la formación educativa de las personas, como de las riquezas pertenecientes a un determinado país o región.

H3 Sistema de procesamiento penal garantista, distinto al inquisitivo y al mixto, el cual está pronto a implementarse en Panamá.

          3.2.2.2. DEFINICIÓN OPERACIONAL:

H1 Se estudiará sobre las nuevas reglas procesales incluidas en la Ley 63 del 28 de agosto de 2008 que adopta el nuevo código procesal penal de Panamá.

· Se investigará sobre su origen

· Se establecerán las ventajas y desventajas que se observan en la Ley 63 de agosto de 2008.

· Entrevistas y cuestionarios a conocedores del derecho.

H2 Estudio de algunas legislaciones latinoamericanas referentes al sistema acusatorio y su desarrollo, preguntas a conocedores de la materia y los motivos del éxito de este sistema en esos países, evaluación de la percepción del panameño del cuarto Distrito Judicial, referente al sistema acusatorio y de cuál sería un sistema de justicia adecuado. Instrumentos necesarios para la implementación del sistema y su costo.

H3 Cuestionario sobre las garantías fundamentales reconocidas Constitucionalmente y si son incluidas en la Ley 63 del 28 de agosto de 2008.

3.2.3. VARIABLE DEPENDIENTE:

Para la autora citada, la variable dependiente se identifica como “el factor que en virtud de la teoría, es condicionada por otro factor. Son indicativas y se comportan como efectos o resultados de aquello que se indaga”.

 H1 V. d. = x = Garantiza mayor protección y reconocimiento a los derechos de la víctima y del imputado  en las distintas etapas procesales.

H2 V. d. = x = Mayor efectividad y éxito de dicho sistema de justicia.

H3 V. d. = x = Está debidamente constitucionalizado

       3.2.3.1. DEFINICIÓN CONCEPTUAL:

H1 Nivel de efectividad destinado a salvaguardar el cumplimiento de las garantías procesales y derechos fundamentales de la víctima y del imputado en el nuevo sistema de enjuiciamiento penal.

H2 Medida en la que se desenvuelve y desarrolla de manera adecuada el sistema acusatorio.

H3 Introducción y reconocimiento de derechos fundamentales consagrados en una Constitución, en el proceso penal.

        3.2.3.2. DEFINICIÓN OPERACIONAL:

H1 Análisis de las garantías y derechos reconocidos en el sistema actual con los reconocidos en la Ley 63 de 2008. Investigación de los instrumentos a utilizar para garantizar el cumplimiento de los derechos de las víctimas y del imputado. Cuestionar si existen actualmente centros de ayuda a las víctimas de los delitos, dónde están y sus funciones.

H2 Interrogar si se conoce el sistema acusatorio y si Panamá cuenta con los recursos económicos para implementar uno de manera eficiente.

H3 Análisis de las garantías reconocidas en la Constitución Política de la República de Panamá, con las reconocidas en la Ley 63 de 2008.

Cuestionario para determinar en qué consiste la constitucionalización del proceso penal, y comprobar si aquél que se pretende implementar en Panamá mediante la Ley 63 de 2008, está debidamente constitucionalizado.

3.3. SUJETOS O FUENTES DE INFORMACIÓN:

Para la realización de cualquier investigación, debe tomarse en cuenta que existen tres tipos de fuentes de la información que son: Las fuentes primarias o directas, fuentes secundarias o indirectas y fuentes terciarias.

Las fuentes primarias o directas son aquellas que brindan información de primera mano, sin haber recibido ningún tratamiento interpretativo. Se trata de los datos que provienen de libros, revistas, monografías, tesis, testimonios de expertos, películas y vídeos.

Las fuentes secundarias o indirectas, son aquellas que hacen referencia a las compilaciones y resúmenes analíticos. Son los comentarios que se hacen sobre las fuentes primarias.

Por último, las fuentes terciarias son los documentos y los nombres de conferencias, simposios, mesas redondas, paneles, catálogos o libros que ofrecen referencias bibliográficas.

Con lo anterior, podemos decir que en la presente investigación, se acudirá a fuentes tanto primarias, en el sentido de que se entrevistará a personas conocedoras en materia procesal penal, así como a fuentes secundarias y terciarias, ya que se consultarán los comentarios sobre las garantías de las víctimas del delito, y obras sobre derechos humanos fundamentales, realizados por autores nacionales como internacionales, los que a su vez, en sus obras, nos ofrecen referencia bibliográfica para aumentar el campo de investigación.

3.4. TRATAMIENTO DE LA INFORMACIÓN:

El tratamiento a utilizar en la información será el de darle nuestra propia interpretación y de analizar la misma, además, se realizará un interrogatorio dirigido tanto a personas conocedoras del derecho (jueces, fiscales, personeros, defensores de oficio), como al ciudadano común, con el fin de observar el comportamiento de las hipótesis planteadas, cuyos resultados serán posteriormente medidos de manera porcentual utilizando métodos estadísticos, lo que también ayudará a realizar nuestras propias conclusiones sobre el tema en estudio.

Los instrumentos de consulta a los conocedores del derecho así como a la población en general, serán la entrevista para los primeros y el cuestionario para los segundos, estos instrumentos, ayudarán al momento de la tabulación de los datos obtenidos y de las conclusiones finales del trabajo.

CAPÍTULO IV

Marco analítico
4.1. Análisis de la encuesta aplicada a los funcionarios del Órgano Judicial de la provincia de Los Santos.

La encuesta realizada a estos funcionarios, consta de 6 ítems con respuesta restringida, aplicada a un total de 40 funcionarios.

a. Sabe, ¿qué es el sistema acusatorio?
El análisis realizado a estos funcionarios, específicamente a un total de 40, con respecto a si tienen conocimiento qué es el sistema acusatorio, reflejó que el 27.5%, (11) de los encuestados, tiene conocimiento de lo que es el sistema acusatorio; igualmente un 27.5% (11) indicó que no tiene conocimiento de lo que es este sistema y un 45.0% (18) de los encuestados, expresó que tienen un conocimiento a medias del sistema acusatorio.

Cuadro 1.

Opinión de los funcionarios del Órgano Judicial de la provincia de Los Santos, respecto al conocimiento que tienen sobre el sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí lo sé
	40
	11
	27.5%

	No lo sé
	40
	11
	27.5%

	Lo sé a medias
	40
	18
	45.0%

	Total
	40
	40
	100.0%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Los Santos, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
b. Sabe, ¿Cuál es la finalidad del sistema acusatorio?

Con relación a este ítems, el 25% (10) de los encuestados, indicó que sabe cuál es la finalidad del sistema acusatorio; un 30% (12) manifestó que no sabe la finalidad de este sistema, mientras que un 45% (18) de los encuestados, manifiestan que poseen un conocimiento a medias de la finalidad del sistema acusatorio.

La encuesta realizada indica que los funcionarios encuestados, tienen un conocimiento a medias de la finalidad del sistema acusatorio.

Cuadro 2.

Opinión de los funcionarios del Órgano Judicial de la provincia de Los Santos, respecto al conocimiento que tienen sobre la finalidad del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí lo sé
	40
	10
	25%

	No lo sé
	40
	12
	30%

	Lo sé a medias
	40
	18
	45%

	Total
	40
	40
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Los Santos, octubre de 2010
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
c. ¿Considera que ha recibido capacitación suficiente por parte de su institución, referente a la implementación en Panamá del Sistema acusatorio?

Una vez consultados sobre si ha recibido la capacitación suficiente por parte de su institución en lo relacionado a la implementación del sistema acusatorio, un 7.5%, es decir (3) de los encuestados, indicó recibir la capacitación respectiva, versus un 92.5% (37) de los encuestados, quiénes indicaron no haber recibido la capacitación suficiente en lo relacionado a la implementación en Panamá, del sistema acusatorio.

Se refleja en este ítem, que la gran mayoría de los funcionarios del órgano Judicial de la provincia de Los Santos, manifiestan que no han recibido la capacitación que se requiere, relacionada a la implementación de este sistema.
Cuadro 3.

Opinión de los funcionarios del Órgano Judicial de la Provincia de Los Santos, con relación a la capacitación recibida relacionada con la implementación del sistema acusatorio en Panamá.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	40
	3
	7.5%

	No
	40
	37
	92.5%

	Total
	40
	40
	100.0%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Los Santos, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
d. ¿Cree que es necesaria mayor capacitación en este tema?

En cuanto a este interrogante, se pudo conocer que el 100%, es decir, los 40 encuestados, manifestaron que es necesaria una mayor capacitación referente al tema del sistema acusatorio. 

Indica que a pesar de tener algún grado de conocimiento sobre este tema, los funcionarios muestran interés porque se les brinde mayor capacitación al respecto, puesto que tal como se reflejó en el ítem anterior, la gran mayoría no ha recibido la capacitación necesaria.

Cuadro 4.

Opinión de los funcionarios del Órgano Judicial de la provincia de Los Santos, sobre si creen necesaria mayor capacitación sobre la implementación del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	40
	40
	100%

	No
	0
	0
	0%

	Total
	40
	40
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Los Santos, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.

e. Como funcionario, ¿Se siente preparado para este cambio?

Sobre este ítems, un  2.5% (1) de los encuestados, indicó sentirse preparado para el cambio al sistema acusatorio; un 12.5% (5) de los funcionarios encuestados, manifestaron se siente preparados, pero con dudas y un 85% (34) de ellos que no se sienten preparados para el cambio.

En este ítem se refleja que la mayor parte de los funcionarios, en este caso del órgano Judicial de la provincia de Los Santos, no se sienten preparados para el cambio del sistema judicial.

Cuadro 5.

Opinión de los funcionarios del órgano Judicial de la provincia de Los Santos, respecto a si se sienten preparados para el cambio de sistema.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí me siento preparado
	40
	1
	2.5%

	No me siento preparado
	40
	34
	85.0%

	Me siento preparado pero con dudas
	40
	5
	12.5%

	Total
	40
	40
	100.0%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Los Santos, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010
f. ¿Cuál considera que es la mayor deficiencia que posee en relación al tema del sistema acusatorio?

Con respecto a esta interrogante, se pudo establecer que un 82.5%, es decir 33 de los 40 encuestados, indicaron que la mayor deficiencia que poseen en relación al tema del sistema acusatorio, es la poca capacitación, mientras que un 5%, 2 de los encuestados, indicaron que su deficiencia radica en el desconocimiento de la Ley 63 de 28 de agosto de 2008 y un 12.5%, es decir, 5 de los encuestados, manifestaron que es otra la deficiencia que reflejan en cuanto al tema, resaltando en este punto que aún no han recibido la capacitación sobre el sistema acusatorio.


Es evidente, que la deficiencia de los funcionarios está en la poca capacitación que han recibido con relación al tema de la implementación del sistema acusatorio.

Cuadro 6.

Opinión de los funcionarios de la provincia de Los Santos, en relación a la mayor deficiencia que poseen sobre el tema del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Poca capacitación
	40


	33
	82.5%

	Desconocimiento de la Ley 63 de 28 de agosto de 2008
	40
	2
	5.0%

	Desconocimiento de los Derechos y Garantía de la víctima e imputado
	40
	0
	0%

	Otra
	40
	5
	12.5%

	Total
	40
	40
	100.0%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, Los Santos, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010
4.2. Análisis de la encuesta aplicada a los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Los Santos.

La encuesta realizada a estos funcionarios, consta igualmente de 6 ítems con respuesta restringida, esta vez, dicha encuesta fue aplicada a un total de 40 funcionarios.

a. Sabe ¿Qué es el sistema acusatorio?
La encuesta realizada a estos funcionarios, específicamente a un total de 40 en la provincia de Los Santos, con respecto a si tienen conocimiento qué es el sistema acusatorio, reflejó que el 45%, (18) de los encuestados, tiene conocimiento de lo que es el sistema acusatorio; un 5% (2) indicó que no tiene conocimiento de lo que es el Sistema Acusatorio y un 50% (20) de los encuestados, expresó que tienen un conocimiento medio del sistema acusatorio.

Cuadro 7.

Opinión de los funcionarios del  Ministerio Público de la provincia de Los Santos, respecto al conocimiento que tienen sobre el sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí lo sé
	40
	18
	45%

	No lo sé
	40
	2
	5%

	Lo sé a medias
	40
	20
	50%

	Total
	40
	40
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Los Santos, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.

b. Sabe, ¿Cuál es la finalidad del sistema acusatorio?

Al realizar esta pregunta, se conoció que el 55% (22) de los encuestados, saben cuál es la finalidad del sistema acusatorio; un 2.5% (1), manifestó que no sabe cuál es la finalidad de este sistema, mientras que un 42.5% (17) de los encuestados, manifiestan que poseen un conocimiento a medias de la finalidad del sistema acusatorio.

La encuesta realizada a los funcionarios del Ministerio Público, indica, que estos conocen cuál es la finalidad del sistema acusatorio, contrario a lo que reflejó la encuesta realizada a los funcionarios del Órgano Judicial, en los que la tendencia marcaba a que poseen un conocimiento a medias de lo que es este sistema.

Cuadro 8.

Opinión de los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Los Santos, respecto a la función del Sistema Acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí lo sé
	40
	22
	55%

	No lo sé
	40
	1
	2.5%

	Lo sé a medias
	40
	17
	42.5%

	Total
	40
	23
	100.0%
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010
c. ¿Considera que ha recibido capacitación suficiente por parte de su institución, referente a la implementación en Panamá del Sistema acusatorio?

Una vez consultados sobre si ha recibido la capacitación suficiente por parte de su institución en lo relacionado a la implementación del sistema acusatorio, un 0%, es decir ninguno de los encuestados, manifestó haber recibido la capacitación respectiva, mientras que los cuarenta encuestados 100% indicaron no haber recibido la capacitación suficiente en lo relacionado a la implementación en Panamá, del sistema acusatorio.

Nótese, que las cuarenta personas encuestadas, indican que no han recibido la capacitación suficiente referente al tema.

Cuadro 9.

Opinión de los funcionarios del  Ministerio Público de la Provincia de Los Santos, con relación a la capacitación recibida relacionada con la implementación del sistema acusatorio en Panamá.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	40
	0
	0%

	No
	40
	40
	100%

	Total
	40
	40
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Los Santos, octubre de 2010.
[image: image9.png]100%

90%

80%

70%

60%

50%

40%

30%

20%

10%

0%

GraficaNo. 9

¢Considera que ha recibido la capacitacion suficiente por
parte de su institucion, referente a la implementacion en
Panama del sistema acusatorio?

msi

1 HNo

Si No





   FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
d. ¿Cree que es necesaria mayor capacitación en este tema?

En cuanto a este interrogante, todos los encuestados (40), manifestaron que es necesaria una mayor capacitación referente al tema del sistema acusatorio. 

Indica, al igual que ocurrió con los funcionarios del Órgano Judicial, que a pesar de tener algún grado de conocimiento sobre este tema, los funcionarios del Ministerio Público muestran interés porque se les brinde mayor capacitación al respecto, puesto que tal como se reflejó en el ítem anterior, todos indicaron que no han recibido la capacitación necesaria.

Cuadro 10.

Opinión de los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Los Santos, sobre si cree necesaria mayor capacitación sobre la implementación del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	40
	40
	100%

	No
	0
	0
	0%

	Total
	40
	40
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Los Santos, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010
e. Como funcionario, ¿Se siente preparado para este cambio?

Sobre este ítems, un  0% es decir, ninguno de los encuestados se siente preparado para el cambio al sistema acusatorio; otro 42.5% (17) de los funcionarios encuestados, manifestaron que no se sienten preparados para este cambio y un 57.5% (23) de ellos, que se sienten preparados pero con dudas.

En este ítem se refleja la existencia de dudas por parte de los funcionarios, en este caso del Ministerio Público de la provincia de Los Santos, en cuanto a si está preparado para el cambio de sistema, igual situación ocurre con los funcionarios del Órgano Judicial

Cuadro 11.

Opinión de los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Los Santos, respecto a si se sienten preparados para el cambio de sistema.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí me siento preparado
	40
	0
	0%

	No me siento preparado
	40
	14
	42.5%

	Me siento preparado pero con dudas
	40
	23
	57.5%

	Total
	40
	40
	100.0%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Los Santos, octubre de 2010.
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  FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010
f. ¿Cuál considera, que es la mayor deficiencia que posee en relación al tema del sistema acusatorio?

Con respecto a esta interrogante, se pudo establecer que un 95%, es decir 38 de los 40 encuestados, indicaron que la mayor deficiencia que poseen en relación al tema del sistema acusatorio, es la poca capacitación, mientras que un 2.5% 1 de los encuestados, manifestó que su deficiencia está en el desconocimiento de la Ley 63 de 28 de agosto de 2008, igual porcentaje 2.5% (1) indicó que es otra la causa.


En este ítem, al igual que ocurrió con los funcionarios del Órgano Judicial, se evidencia que la deficiencia de los funcionarios está en la poca capacitación que han recibido con relación al tema de la implementación del sistema acusatorio.
Cuadro 12.

Opinión de los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Los Santos, en relación a la mayor deficiencia que poseen sobre el tema del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Poca capacitación
	40


	38
	95%

	Desconocimiento de la Ley 63 de 28 de agosto de 2008
	40
	1
	2.5%

	Desconocimiento de los Derechos y Garantía de la víctima e imputado
	40
	0
	0%

	Otra
	40
	1
	2.5%

	Total
	40
	40
	100.0%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, Los Santos, octubre de 2010
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
4.3. Análisis de la encuesta aplicada a los funcionarios del Órgano Judicial de la provincia de Herrera.

La encuesta realizada a estos funcionarios, consta de 6 ítems con respuesta restringida, aplicada a un total de 20 funcionarios pertenecientes al órgano Judicial de la provincia de Herrera.

a. Sabe, ¿Qué es el sistema acusatorio?
El análisis realizado a estos funcionarios, específicamente a un total de 20, con respecto a si tienen conocimiento qué es el sistema acusatorio, reflejó que el 20%, (4) de los encuestados, tiene conocimiento de lo que es el sistema acusatorio; igualmente un 20% (4) encuestados, indicaron que no tienen conocimiento de lo que es este sistema y un 60% (12) de los encuestados, expresó que tienen un conocimiento a medias del sistema acusatorio.

Cuadro 13.

Opinión de los funcionarios del Órgano Judicial de la provincia de Herrera, respecto al conocimiento que tienen sobre el sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí lo sé
	20
	4
	20%

	No lo sé
	20
	4
	20%

	Lo sé a medias
	20
	12
	60%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor en la provincia de Herrera, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
b. Sabe, ¿Cuál es la finalidad del sistema acusatorio?

Con relación a éste ítems, el mismo se comportó idéntico al anterior, al reflejar que un 20% (4) de los encuestados, indicó que sabe cuál es la finalidad del sistema acusatorio; igualmente un 20% (20), manifestó que no sabe la finalidad de este sistema, mientras que un 60% (12) de los encuestados, manifiestan que poseen un conocimiento a medias de la finalidad del sistema acusatorio.

La encuesta realizada indica que la mayoría de los funcionarios encuestados, poseen un conocimiento a medias de la finalidad del sistema acusatorio.
Cuadro 14.

Porcentaje de los funcionarios del Órgano Judicial de la provincia de Herrera, que conocen la finalidad del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí lo sé
	20
	4
	20%

	No lo sé
	20
	4
	20%

	Lo sé a medias
	20
	12
	60%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Herrera, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
c. ¿Considera que ha recibido capacitación suficiente por parte de su institución, referente a la implementación en Panamá del Sistema acusatorio?

Una vez consultados sobre si han recibido la capacitación suficiente por parte de su institución en lo relacionado a la implementación del sistema acusatorio, un 5%, es decir (1) de los encuestados, indicó recibir la capacitación respectiva, versus un 95% (19) de los encuestados, quiénes indicaron no haber recibido la capacitación suficiente en lo relacionado a la implementación en Panamá, del sistema acusatorio.

Se refleja en este ítem, que la gran mayoría de los funcionarios del órgano Judicial de la provincia de Herrera, manifiestan que no han recibido la capacitación que se requiere, relacionada a la implementación de este sistema.

Cuadro 15.

Opinión de los funcionarios del Órgano Judicial de la Provincia de Herrera, con relación a la capacitación recibida relacionada con la implementación del sistema acusatorio en Panamá.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20
	1
	5%

	No
	20
	19
	95%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Herrera, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
d. ¿Cree usted que es necesaria mayor capacitación en este tema?

En cuanto a esta interrogante, se pudo conocer que el 100%, es decir, los 20 encuestados, manifestaron que es necesaria una mayor capacitación referente al tema del sistema acusatorio. 

Igual que con los funcionarios de la Provincia de Los Santos, tanto en el Órgano Judicial como en el Ministerio Público, este ítem indica que a pesar de tener algún grado de conocimiento sobre este tema, los funcionarios muestran interés porque se les brinde mayor capacitación al respecto, puesto que tal como se reflejó en el ítem anterior, la gran mayoría no ha recibido la capacitación necesaria.

Cuadro 16.

Opinión de los funcionarios del Órgano Judicial de la provincia de Herrera, sobre si cree necesaria mayor capacitación sobre la implementación del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20
	20
	100%

	No
	0
	0
	0%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Herrera, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
e. Como funcionario, ¿Se siente preparado para éste cambio?

Sobre este ítems, un  5% (1) de los encuestados, indicó sentirse preparado para el cambio al sistema acusatorio; otro 55% (11) de los funcionarios encuestados, manifestaron que se sienten preparados pero con dudas, y un 40% (8) de ellos que no se sienten preparados.

En este ítem se refleja la existencia dudas por parte de los funcionarios, en este caso del órgano Judicial de la provincia de Herrera, en cuanto a si está preparado para el cambio de sistema.

Cuadro 17.

Opinión de los funcionarios del órgano Judicial de la provincia de Herrera, respecto a si se sienten preparados para el cambio de sistema.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí me siento preparado
	20
	1
	5%

	No me siento preparado
	20
	8
	40%

	Me siento preparado pero con dudas
	20
	11
	55%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Herrera, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
f. ¿Cuál considera, que es la mayor deficiencia que posee en relación al tema del sistema acusatorio?

Con respecto a esta interrogante, se pudo establecer que el 100%, es decir los 20 encuestados, indicaron que la mayor deficiencia que poseen en relación al tema del sistema acusatorio, es la poca capacitación que se les ha dado sobre el mismo.


Se evidencia una vez más, que la deficiencia de los funcionarios en ambas provincias, está en la poca o ninguna capacitación que han recibido con relación al tema de la implementación del sistema acusatorio.

Cuadro 18.

Opinión de los funcionarios del Órgano Judicial de la provincia de Herrera, en relación a la mayor deficiencia que poseen sobre el tema del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Poca capacitación
	20


	20
	100%

	Desconocimiento de la Ley 63 de 28 de agosto de 2008
	20
	0
	0%

	Desconocimiento de los Derechos y Garantía de la víctima e imputado
	20
	0
	0%

	Otra
	20
	0
	0%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Herrera, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
4.4. Análisis de la encuesta aplicada a los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Herrera.

La encuesta realizada a estos funcionarios, consta igualmente de 6 ítems con respuesta restringida; esta vez, dicha encuesta fue aplicada a un total de 20 funcionarios.

a. Sabe, ¿Qué es el sistema acusatorio?
La encuesta realizada a estos funcionarios, específicamente a un total de 20 en la provincia de Herrera, con respecto a si tienen conocimiento qué es el sistema acusatorio, reflejó que el 20%, (4) de los encuestados, tiene conocimiento de lo que es el sistema acusatorio; un 5% (1) indicó que no tiene conocimiento de lo que es el Sistema Acusatorio y un 75% (15) de los encuestados, expresó que tienen un conocimiento medio del sistema acusatorio.

Cuadro 19.

Opinión de los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Herrera, respecto al conocimiento que tienen sobre el sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí lo sé
	20
	4
	20%

	No lo sé
	20
	1
	5%

	Lo sé a medias
	20
	15
	75%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Herrera, octubre de 2010.
[image: image19.png]Grafica No. 19
Sabe, ¢Qué es el sistema acusatorio?

80%

70%

60%

50%

20% mSilosé
/%

mNolo sé

mLosé amedias

30%

20%

10%

. Ea

Silo sé Nolo sé Losé a medias





FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
b. Conoce, ¿Cuál es la finalidad del sistema acusatorio?

Al realizar esta pregunta, se conoció que el 25% (5) de los encuestados, saben cuál es la finalidad del sistema acusatorio; un 10% (2), manifestó que no sabe cuál es la finalidad de este sistema, mientras que un 65% (13) de los encuestados, manifiestan que poseen un conocimiento a medias de la finalidad del sistema acusatorio.

Nótese en este punto, que un alto porcentaje de los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Herrera, posee un conocimiento a medias sobre la finalidad del sistema acusatorio.

Cuadro 20.

Opinión de los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Herrera, respecto al conocimiento que tienen sobre la finalidad del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí lo sé
	20
	5
	25%

	No lo sé
	20
	2
	10%

	Lo sé a medias
	20
	13
	65%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Herrera, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
c. ¿Considera que ha recibido capacitación suficiente por parte de su institución, referente a la implementación en Panamá del Sistema acusatorio?

Una vez consultados sobre si ha recibido la capacitación suficiente por parte de su institución en lo relacionado a la implementación del sistema acusatorio, un 15%, es decir 3 de los encuestados, manifestó haber recibido la capacitación respectiva, mientras que un 85%, es decir 17, indicaron no haber recibido la capacitación suficiente en lo relacionado a la implementación en Panamá, del sistema acusatorio.

.

Cuadro 21.

Opinión de los funcionarios del Ministerio Público de la Provincia de Herrera, con relación a la capacitación recibida relacionada con la implementación del sistema acusatorio en Panamá.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20
	3
	15%

	No
	20
	17
	85%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Herrera, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
d.   ¿Cree que es necesaria mayor capacitación en este tema?

En cuanto a este interrogante, todos los encuestados (20), manifestaron que es necesaria una mayor capacitación referente al tema del sistema acusatorio. 

Es de anotar que sobre este aspecto, todos los funcionarios encuestados, tanto del Órgano Judicial como del Ministerio Público de ambas provincias, a pesar de tener algún grado de conocimiento sobre el sistema acusatorio, todos manifiestan interés por que se les brinde mayor capacitación al respecto.

Cuadro 22.

Opinión de los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Herrera, sobre si cree necesaria mayor capacitación sobre la implementación del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20
	20
	100%

	No
	0
	0
	0%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Herrera, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
e. Como funcionario, ¿Se siente preparado para éste cambio?

Sobre este ítems, un  5% es decir, 1 de los encuestados se siente preparado para el cambio al sistema acusatorio; otro 50% (10) de los funcionarios encuestados, manifestaron que se siente preparados pero con dudas; y  un 45% (9) de ellos, que no se sienten preparados para este cambio actualmente.

Se puede notar la existencia de una constante sobre este ítem y es que en todos  aquellos en que se aplicó, la mayoría indicó que se sienten con algunas dudas en lo referente al sistema acusatorio o que en estos momentos aún no están preparados para este cambio. 

Cuadro 23.

Opinión de los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Herrera, respecto a si se sienten preparados para el cambio de sistema.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí me siento preparado
	20
	1
	5%

	No me siento preparado
	20
	9
	45%

	Me siento preparado pero con dudas
	20
	10
	50%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, provincia de Herrera, octubre de 2010.
[image: image23.png]Grafica No. 23

Como funcionario, ¢ Se siente preparado para este cambio?
60%

50%

40%

msi

30%
B Con dudas

ENo

20%

10%

0% - .

Si Con dudas No





FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
f. ¿Cuál considera que es la mayor deficiencia que posee en relación al tema del sistema acusatorio?

Con respecto a esta interrogante, se pudo establecer que un 75%, es decir 15 de los 20 encuestados, indicaron que la mayor deficiencia que poseen en relación al tema del sistema acusatorio, es la poca capacitación, mientras que un 5% 1 de los encuestados, manifestó que su deficiencia está en el desconocimiento de la Ley 63 del 28 de agosto de 2008; otro 5% 1 de los encuestados que es el desconocimiento de los derechos y garantías de las víctimas y del imputado, y un 15% (3) indicaron que es otra la causa.


Se evidencia una vez más, que la deficiencia de los funcionarios está en la poca capacitación que han recibido con relación al tema de la implementación del sistema acusatorio.

Cuadro 24.

Opinión de los funcionarios del Ministerio Público de la provincia de Herrera, en relación a la mayor deficiencia que poseen sobre el tema del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Poca capacitación
	20


	15
	75%

	Desconocimiento de la Ley 63 de 28 de agosto de 2008
	20
	1
	5%

	Desconocimiento de los Derechos y Garantía de la víctima e imputado
	20
	1
	5%

	Otra
	20
	3
	15%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, Herrera, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
4.5. Análisis de la encuesta aplicada a los abogados.

La encuesta realizada a estos funcionarios, consta de 10 ítems con respuesta restringida, aplicada a un total de 20 abogados.

a. Sabe, ¿Qué es el sistema acusatorio?
El análisis realizado a un total de 20 abogados, con respecto a si tienen conocimiento qué es el sistema acusatorio, reflejó que el 100%,  es decir, los 20 encuestados, tienen conocimiento de lo que es el sistema acusatorio.
Cuadro 25.

Opinión de los abogados respecto al conocimiento que tienen sobre el sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí 
	20
	20
	100%

	No 
	20
	0
	0%

	Total
	40
	40
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010
b. ¿Conoce el argumento de la Ley 63 del 28 de agosto de 2008, que adopta el Código Procesal Penal de la República de Panamá?

Con relación a éste ítems, el 60% (12) de los encuestados, indicó que sabe cuál es el argumento de la Ley 63 del 28 de agosto de 2008 y un 40% (8) manifestó que no sabe el argumento de la misma.

Cuadro 26.

Opinión de los abogados respecto a si conocen el argumento de la Ley 63 de 28 del agosto de 2008, que adopta el Código Procesal Penal.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20
	12
	60%

	No
	20
	8
	40%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial, de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
c. ¿Cree que la población general tiene conocimiento de la aplicación en Panamá del sistema acusatorio?

Sobre este aspecto, el 100% es decir los 20 encuestados, consideran que la población general desconoce la aplicación del sistema acusatorio en Panamá.

.

Cuadro 27.

Opinión de los abogados respecto a si consideran que la población general tiene conocimiento de la aplicación en Panamá del Sistema Acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20
	0
	0%

	No
	20
	20
	100%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial, de Panamá, octubre de 2010
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FUENTE: Estudio aplicado por el autor, octubre de 2010.
d.   ¿Es necesaria la implementación del sistema acusatorio en Panamá?

En cuanto a esta interrogante, se pudo conocer que el 75%, es decir, los 15 de los 20 encuestados, manifestaron que es necesaria la aplicación de este sistema en nuestro país, mientras que un 25%, indicó que no es necesaria su aplicación. 

Cuadro 28.

Opinión de los abogados, respecto a si es necesaria la aplicación en Panamá del sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20
	15
	75%

	No
	20
	5
	25%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
e. ¿Cree que con la implementación del sistema acusatorio, se reducirá la mora judicial?

Sobre este ítems, un  55% (11) de los encuestados, indicó que sí se reducirá la mora judicial, mientras que un 45%, 9 de los abogados encuestados, indicaron que con la implementación de este sistema de justicia, no se reducirá la mora judicial.

Cuadro 29.

Opinión de los abogados respecto a si consideran que  la implementación del sistema acusatorio ayudará a reducir la mora judicial.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí 
	20
	11
	55%

	No 
	20
	9
	45%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010
f. ¿Considera que la Ley 63 de 28 de agosto de 2008, reconoce mayores garantías procesales a favor del imputado?

Con respecto a esta interrogante, se pudo establecer que el 80%, es decir 16 de los 20 encuestados, indicaron que la Ley 63 del 28 de agosto de 2008, ofrece mayor protección a favor del o imputado,  mientras que el 20%, es decir, 4 de los abogados encuestados, indicaron que dicha ley no le ofrece garantías procesales.

Cuadro 30.

Opinión de los abogados respecto a si la Ley 63 del 28 de agosto de 2008, reconoce mayores garantías procesales a favor del imputado.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20


	16
	80%

	No
	20
	4
	20%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Estudio realizado por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
g. ¿Considera que la Ley 63 del 28 de agosto de 2008, reconoce mayor protección y participación a las víctimas del delito?

Al respecto, se pudo establecer que el 70% es decir, 14 de los encuestados, manifestaron que esta Ley sí reconoce protección y le da participación a las víctimas del delito, mientras que un 30%, es decir 6 de los abogados consultados, manifestaron que no reconoce garantías ni participación a favor de la víctima.

Cuadro 31.

Opinión de los abogados respecto a si la Ley 63 del 28 de agosto de 2008, reconoce mayor protección y reconocimiento a las víctimas del delito.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20


	14
	70%

	No
	20
	6
	30%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
h. ¿Considera que con la aplicación del sistema acusatorio, habrá más impunidad, habrá menos impunidad o no habrá impunidad?

Sobre este punto, se conoció que un 35%, 7 de los abogados encuestados, manifestaron que con la implementación del sistema acusatorio en Panamá, habrá mayor impunidad, mientras que el 65%, 13 de ellos, consideran que habrá menos impunidad y un 0% dice que no habrá impunidad.

Cuadro 32.

Opinión de los abogados sobre el grado de impunidad que habrá con la implementación del sistema acusatorio en Panamá.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Más impunidad
	20


	7
	35%

	Menos impunidad
	20
	13
	65%

	No habrá impunidad
	20
	0
	0%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
i. ¿Está la sociedad preparada para hacerle frente al sistema acusatorio?

En este ítem el 5% (1) de los 20 encuestados, manifestó que la sociedad está preparada para hacerle frente al sistema acusatorio, mientras que el 95% (19) de los 20 abogados consultados, indicaron que la sociedad panameña no está preparada para este sistema, alegando que el motivo principal de la falta de preparación es por el desconocimiento del mismo sistema y sobre lo que trata.

Cuadro 33.

Opinión de los abogados sobre la preparación que tiene la sociedad para hacerle frente al sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20


	1
	5%

	No
	20
	19
	95%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
j. ¿Se siente usted preparado para hacerle frente en la práctica al sistema acusatorio?

Al realizar esta pregunta directa a los abogados consultados, pudimos conocer que el 60%, es decir (12) de los 20 encuestados, manifestaron sentirse preparados para enfrentar este sistema, mientras que un 40%, (8) de ellos, indicaron que no están preparados para hacerle frente al sistema acusatorio.

Cuadro 34.

Porcentaje de los abogados que se encuentran preparados para hacerle frente al sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	20


	12
	60%

	No
	20
	8
	40%

	Total
	20
	20
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
4.6. Análisis de la encuesta aplicada a las personas

En este punto, se analizará la encuesta aplicada a un total de 25 personas, algunas residentes en la provincia de Herrera y otras en la provincia de Los Santos, con la intención de determinar el grado de conocimiento que tienen sobre el sistema acusatorio y si saben dónde deben acudir en caso de ser víctima de un delito o si se les sigue alguna investigación por algún caso determinado.

Al aplicar la encuesta, se tuvo el cuidado de preguntarles a las personas si tenían alguna noción del derecho, toda vez que el objetivo de la misma, es aplicarla a las personas desconocedoras del derecho.

La misma tiene un total de 14 ítems, trece con respuesta restringida y una con respuesta abierta, y fue aplicada a 25 personas no conocedoras del derecho.

a. ¿Alguna vez ha sido víctima de un delito?

Al respecto, el 20% (5) de las personas encuestadas, manifestó que sí ha sido víctima de algún delito, mientras que el 80% (20) personas encuestadas, indicaron no haber sido víctima de ningún delito.

Cuadro No. 35

Porcentaje de Víctimas en la población encuestada

	Alternativas
	Muestra
	No.
	Porcentaje

	Sí
	25
	5
	20%

	No
	25
	20
	80%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010
b. ¿Alguna vez ha sido investigado por algún delito?

Sobre este aspecto, el 8%, es decir, (2) de las personas encuestadas, indicaron haber sido investigadas en algún momento, mientras que el 92%, (23) de los encuestados, manifestaron no haber sido investigados por ningún delito.
Cuadro No. 36.

Porcentaje de investigados en la población encuestada.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Sí
	25
	2
	8%

	No
	25
	23
	92%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
c. ¿Sabe a qué instancias debe acudir en caso de que sea víctima de algún delito?

En este aspecto, el 40% (10) de los encuestados, indicó que sí sabe dónde acudir en caso de que sea víctima de algún delito, mientras que el 60% (15) de las personas encuestadas, manifestaron que no saben dónde deben acudir en caso de que sean víctimas de delito.

Cuadro No. 37

Porcentaje de la población que conoce a qué instancia acudir en caso de ser víctima de delito

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Sí
	25
	2
	8%

	No
	25
	23
	92%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
d.  Sabe, ¿Dónde debe acudir en caso de que se le siga una investigación en su contra?

Sobre este ítem, se pudo conocer que el 24% (6) de los encuestados, saben dónde acudir en caso de que se le siga una investigación en su contra, mientras que el 76% (19) de los encuestados, manifiestan no saber dónde acudir al momento en que se les investigue por algún delito.

Cuadro No. 38

Porcentaje de la población que conoce a qué instancia acudir en caso de que se le siga una investigación en su contra

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Sí
	25
	6
	24%

	No
	25
	19
	76%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
e. ¿Sabe cuáles son sus derechos en caso de ser víctima de algún delito?

Sobre este punto, el 16%, es decir, (4) de las personas encuestadas, indicaron que conocen cuáles son los derechos que pueden reclamar en un momento determinado en caso de ser víctimas de algún delito, mientras que el 84% (21) de los encuestados, manifestaron que no conocen cuáles son los derechos que pueden ejercer, en caso de que sean víctimas de un delito.

Cuadro No. 39

Porcentaje de la población que conoce los derechos que pueden ejercer en caso de ser víctimas del delito.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Sí
	25
	4
	16%

	No
	25
	21
	84%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
f. ¿Sabe qué derechos puede ejercer en caso de que se le siga una investigación en su contra?

Sobre este ítem, el 12% (3) de los encuestados, indicaron que sí saben o conocen los derechos que pueden ejercer en caso de que se les siga alguna investigación en su contra, mientras que el 88% (22) de los encuestados, indicaron que no conocen  cuáles son sus derechos al momento en que pueden ser investigados por algún delito.
Cuadro No. 40

Porcentaje de la población que conoce los derechos que pueden ejercer en caso de ser investigados por algún delito.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Sí
	25
	3
	12%

	No
	25
	22
	88%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor, a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
g. ¿Cree que los tribunales de justicia de nuestro país están realizando sus funciones de manera correcta?

En esta pregunta, igual que en el caso anterior, el 12%, (3) de los encuestados, indicó que los tribunales de justicia están realizando bien sus funciones; mientras que el 88%, (22) de las personas encuestadas, manifestó que actualmente los tribunales de justicia no está realizando sus trabajos de manera correcta.

Cuadro No. 41

Porcentaje de la población que considera que los tribunales de justicia están realizando correctamente sus funciones.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Sí
	25
	3
	12%

	No
	25
	22
	88%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
h. ¿Dónde considera que están las fallas del actual sistema de justicia?

En este ítem, el 32%, (8) de los encuestados, indicaron que la falla del actual sistema de justicia radica en la demora de los procesos, mientras que el 68%, (17) de los encuestados, manifiestan que la falla del sistema de justicia panameño está en la impunidad y un 0% manifiesta que es otra la causa de la falla del actual sistema judicial.

Cuadro No. 42.

Opinión de la población acerca de dónde consideran que están las fallas del actual sistema de justicia.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Demora en los procesos
	25
	8
	32%

	Impunidad
	25
	17
	68%

	Otra
	25
	0
	0%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
i. ¿Cómo piensa que se puede ayudar a la falla del actual sistema?

En este punto, el 52% (13) de los encuestados, creen que la solución que podría ayudar al actual sistema de justicia es que en el mismo haya mayor igualdad para las partes, un 20% (5) encuestados, manifestaron que la posible solución es que se dé más oportunidad y participación a todos en el proceso, y un 28% (7) encuestados, manifiestan que la solución es mayor agilidad en el trámite de los procesos, y que no haya tanta demora en los mismos.

Cuadro No. 43.

Opinión de la población sobre qué puede ayudar a solucionar la falla del actual sistema de justicia panameño.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Mayor igualdad para las partes 
	25
	13
	52%

	Mayor oportunidad para todos
	25
	5
	20%

	Mayor agilidad en los procesos
	25
	7
	28%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
j. ¿Cuál considera que debe ser el sistema de justicia que debe imperar en Panamá?

Sobre este ítem, se pudo conocer que el 20%, es decir (5) de los encuestados, indicaron que el sistema debe ser un sistema con garantías a las víctimas y al imputado, mientras que un 80%, (20) de las personas encuestadas, manifestaron que el sistema de justicia que debe imperar en Panamá, debe ser un sistema rígido.

Cuadro No. 44

Opinión de la población sobre cuál es el sistema de justicia que debe imperar en Panamá.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Un sistema con garantías a las partes (Víctima e imputado)
	25
	5
	20%

	Un sistema de justicia más rígido
	25
	20
	80%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
k. En caso de que sea testigo de un hecho delictivo, ¿Cómo se vería usted frente al responsable?

El 12% (3) de los 25 encuestados, indican que  en caso de ser testigo de algún hecho, frente al responsable del mismo se sentirían desprotegidos, y un 88% (22) de los encuestados, indican que se sentirían con temor a que el responsable tome algún tipo de represalias contra ellos o su familia.

Cuadro No. 45.

Opinión de la población acerca de cómo se sentirían en caso de ser testigo de un hecho, frente al posible responsable del mismo.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Desprotegido
	25
	3
	12%

	Con temor a represalias
	25
	22
	88%

	Otra
	25
	0
	0%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
l. ¿Conoce qué es el sistema acusatorio o le han informado de lo que es este sistema?

Con respecto a esta interrogante, se pudo conocer el 8%, es decir, (2) de los encuestados, manifestaron conocer o haber tenido información sobre qué es el sistema acusatorio, mientras que el 92% (23) de los encuestados, manifestaron no conocer qué es el sistema acusatorio o no han recibido información sobre el mismo.
Cuadro No. 46.

Porcentaje de la población encuestada, qué sabe o ha sido informada de qué es el sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Sí
	25
	2
	8%

	No
	25
	23
	92%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
m. ¿Sabía que el sistema acusatorio  está próximo a implementarse  en Panamá para el año 2011?

Al respecto, se presentó la misma situación que en el ítem anterior, ya que un 8% que representa a 2 de las personas encuestadas, indicaron que sí tienen conocimiento de la implementación del sistema acusatorio en nuestro país para el próximo año 2011, mientras que un 92%, que representa a 23 de los encuestados, manifiestan que no tenían conocimiento sobre la implementación de este sistema para el próximo año.

Cuadro No. 47.

Porcentaje de la población encuestada que tiene conocimiento de la implementación del sistema acusatorio para el año 2011.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Sí
	25
	2
	8%

	No
	25
	23
	92%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
n. ¿Sabe los derechos y garantías que se reconocen tanto a la víctima del delito como al responsable del mismo en el nuevo sistema acusatorio?

Sobre este ítem, el 100%, es decir, las 25 personas encuestadas manifestaron que no tienen conocimiento sobre los derechos y garantías que se reconocen con el nuevo sistema acusatorio.

Cuadro No. 48.

Porcentaje de la población encuestada que tiene conocimiento de los derechos y garantías que se reconocen tanto a la víctima del delito como al imputado, en el sistema acusatorio.

	Alternativas
	Muestra
	No
	Porcentaje

	Sí
	25
	0
	0%

	No
	25
	25
	100%

	Total
	25
	25
	100%


FUENTE: Encuesta aplicada por el autor a nivel del Cuarto Distrito Judicial de Panamá, octubre de 2010.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, octubre de 2010.
4.7. Análisis de entrevistas

Las entrevistas fueron aplicadas a las dos Fiscalías del Circuito de Los Santos, a la asistente de la Fiscalía II del Circuito de Herrera y al Juez de Circuito de Los Santos así como también al señor Personero Municipal del distrito de Pocrí.

A todas estas personas se les hizo un mismo cuestionario de 19 preguntas relacionadas con el sistema acusatorio, su implementación en nuestro país y sobre la constitucionalización del proceso.

a. ¿Qué es el sistema acusatorio?

.
Sobre esta interrogante, los entrevistados coincidieron que el sistema acusatorio es un sistema adversarial, en donde las partes, entiéndase, Defensa, Ministerio Público y querellante si lo hay, se enfrenta en igualdad de oportunidades ante un juez imparcial.


Tanto el juez segundo del circuito de Los Santos, licenciado Alcibíades Herrera Abadía, como el asistente de la Fiscalía segunda del circuito de Los Santos, Licenciado José González, agregaron que ese juez independiente e imparcial ante quien se presentan las partes arriba mencionadas, tomará una decisión ya sea de absolución o condena, con base en las pruebas practicadas en la audiencia de juicio oral.

b. ¿Es necesaria la aplicación de un sistema penal garantista en Panamá?

De los 5 entrevistados, 4 de ellos indicaron que sí es necesaria la aplicación en Panamá, dado que ello mejora y actualiza la administración de justicia.

Para la fiscal segunda del circuito de Los Santos, Licenciada Milagros Vergara Espinoza, la implementación de este sistema en Panamá, colocará nuestro sistema de justicia a tono y acorde con los demás países de la región.

Por su lado, los Licenciados, Héctor Acevedo Personero Municipal del distrito de Pocrí y José González, Asistente de la Fiscalía  Segunda del Circuito de Los Santos, consideran que la necesidad de la implementación de un sistema acusatorio en nuestro país, radica en que en la actualidad se requiere de un sistema garante de los derechos y garantías fundamentales.

Al respecto, la Licenciada Vielka Broce, Fiscal Primera del Circuito de Los Santos manifestó que es necesaria la aplicación de este sistema de justicia por la falta de igualdad de oportunidades de las partes, que existe en nuestro actual sistema.

Sin dar una respuesta positiva ni una negativa, el Juez Segundo del Circuito de Los Santos, el Licenciado Herrera Abadía, se refirió a que se ha señalado la conveniencia de este sistema, mas no, que sea necesario.

c. ¿Qué se busca con la aplicación de un sistema acusatorio en Panamá?

Sobre esta interrogante, los entrevistados manifestaron que lo que se busca es una justicia equilibrada y expedita, además, que se respeten las garantías fundamentales de toda persona.

La Asistente de la Fiscalía Segunda del Circuito de Herrera, Licenciada Enereida Barrías, manifestó que se busca también mejorar la administración de justicia, con la aplicación de métodos de investigación más científicos y basados en unidades de trabajo.

d. ¿Existen en Panamá, centros de atención a las víctimas del delito, o de no existir, cree que deben crearse  con la implementación del nuevo código procesal Penal?

Los entrevistados manifestaron que sí existen centros de atención a las víctimas de delitos, pero a nivel del primer circuito judicial, es decir en la ciudad de Panamá y manifiestan que dichos centros son necesarios a nivel de todas las provincias.

e. ¿Cree que los centros de atención a las víctimas deben formar parte del aparato judicial panameño?

Al momento de realizar las preguntas, todos los entrevistados manifestaron que lo más conveniente, es que los centros de atención a las víctimas del delito deben formar parte del sistema judicial panameño, ya que los mismos se han de convertir en brazos colaboradores en la administración de justicia.

Además, la Fiscal Segunda del Circuito de Los Santos, agregó que en dichos centros de atención es donde se les brindará a las víctimas el apoyo moral y psicológico que requieran en un determinado momento y se les explicará debidamente las fórmulas que presenta el sistema para solucionar la situación que lo lleva al lugar, sin tener que activar el sistema penal en sí.

f. ¿El sistema acusatorio ayudará a reducir la mora judicial?

Con respecto a si la implementación del sistema acusatorio ayudará a reducir la mora judicial, el Juez Segundo del Circuito de Los Santos, Licenciado Alcibíades Herrera, indicó que no se pueden adelantar conclusiones al respecto, toda vez que se trata de un nuevo sistema.

Mientras tanto, el resto de los entrevistados, indicaron que si se cumple a cabalidad con las reglas procesales y se desarrolla de manera adecuada, el sistema puede ayudar a disminuir la mora judicial. 

Por su parte, el Licenciado  José González, asistente de la Fiscalía Segunda de Los Santos, dice que si se dota al Ministerio Público y al Órgano Judicial del presupuesto e infraestructura necesaria para implementar todas las figuras de este sistema, y se le brinde a todos los funcionarios capacitación efectiva al respecto donde cada uno conozca sus roles, considera que a mediano plazo podrá irse reduciendo la mora judicial que azota actualmente al sistema judicial de nuestro país.

g. ¿Es probable que con lo garantista de este sistema se tienda a la impunidad?

En lo que respecta a la impunidad, los encuestados coinciden en que si se dota a toda la administración de justicia de los instrumentos necesarios para la aplicación de este sistema, así como de la preparación técnica necesaria no debe haber impunidad, pero en este momento no se cuenta con dicha preparación.

h. ¿Considera que la implementación de un sistema acusatorio en Panamá, garantiza mayor protección y reconocimiento  a los derechos de la víctima y del imputado en las distintas etapas en que el proceso se desarrolla?

Sobre este aspecto, las fiscales Primera y Segunda de Los Santos, el Juez Segundo de Circuito de Los Santos y la asistente de la Fiscalía Segunda del Circuito de Herrera, manifiestan que sí se garantiza los derechos de las partes en el sistema acusatorio.

Por su parte, el Licenciado  José González indica que sólo se garantiza si se cuenta con los recursos necesarios para la implementación del sistema, de lo contrario no y el Licenciado Héctor Acevedo indicó que más garantías se le ofrece a la persona imputada.

i. ¿Con qué elementos o instrumentos debe contarse para poder implementar un sistema acusatorio que garantice de manera efectiva, los derechos de la víctima y del imputado? (Mayor presupuesto por parte del Gobierno Central; personal capacitado o centros especializados de atención  a las víctimas)

Sobre esta interrogante, los entrevistados coinciden que un presupuesto adecuado, personal capacitado y la creación de centros de atención a las víctimas son necesarios para la implementación adecuada del sistema acusatorio.

j. ¿Según su experiencia y conocimiento, de qué depende el éxito de un sistema procesal acusatorio? (Del grado de desarrollo económico y cultural de un país o del adiestramiento que posea el personal del Órgano Judicial y Ministerio Público?

Todos los encuestados coinciden en que el desarrollo económico y cultural son factores importantes para el éxito del sistema acusatorio, pero además debe adiestrarse a todos los funcionarios y comunicar a la ciudadanía sobre el mismo y las ventajas que ofrece antes de que el mismo se implemente.

k. ¿Qué países latinoamericanos han implementado con éxito este sistema? (Por ejemplo en Colombia, Chile, Costa Rica y República Dominicana, ¿Ha sido un éxito o fracaso?, y Estados Unidos, por mencionar otro país de América).

En este punto, la Fiscal Primera del Circuito de Los Santos, indicó que tanto en Colombia como en Chile, este sistema ha fracasado, mientras que en Costa Rica, se caracteriza por mantener mucha impunidad.

La fiscal Segunda del Circuito de Los Santos, manifestó que personalmente conoce el sistema de República Dominicana y pese a que vienen de un sistema inquisitivo, lo que resulta más difícil, sin embargo, en este caso, el sistema ha avanzado.

Por su parte, tanto el Juez Segundo del Circuito de Los Santos como el Personero Municipal del distrito de Pocrí, manifiestan que el sistema exitoso ha sido el de Estados Unidos, y que en el resto de los países mencionados, el sistema acusatorio está en desarrollo, por lo que no se puede adelantar si ha sido un éxito o fracaso.

El Asistente de la Fiscalía Segunda del Circuito de Los Santos manifestó que a pesar de que el sistema acusatorio viene desarrollándose en varios países Latinoamericanos desde hace varios años, no ha logrado el éxito deseado, considerándose que el sistema ha fracasado. Sin embargo, la asistente de la fiscalía Segunda de Herrera, indicó que por literatura, pudo conocer que tanto en Colombia como en Chile, el sistema ha funcionado en las regiones donde se ha implementado.

Como se puede ver, al respecto de esta interrogante existen múltiples criterios relacionados al éxito o fracaso del sistema acusatorio en algunos países de la región latinoamericana como Costa Rica, Colombia, Chile, República Dominicana.

Para unos, ha sido un fracaso; mientras que para otros, han sido exitosos; pero todo depende de la óptica desde donde se vea.  A nuestro criterio, el desarrollo de este sistema depende de la suma de un sin número de factores que han de caracterizar a la administración de justicia, como la honestidad, la objetividad, imparcialidad e independencia de los jueces, así como de la separación de las funciones y roles de los funcionarios y demás personas que laboran en la administración de justicia. 

l. ¿Estaría el sistema panameño a la par de estos países?

Sobre este aspecto, la mayoría de los encuestados indican que el sistema panameño no estaría a la par de los sistemas de la región por falta de presupuesto, capacitación y divulgación sobre el sistema acusatorio. No obstante, para la Fiscal Segunda del Circuito de Los Santos, Panamá cuenta con avances relevantes que podrían ayudar a que dicho sistema sea exitoso, mientras que el Juez Segundo del Circuito de Los Santos, indicó que aún el sistema no se ha implementado, por lo que no se puede concluir sobre este aspecto.

m. ¿Considera que Panamá se encuentra económica, cultural y jurídicamente preparada para implementar un sistema de justicia extremadamente garantista como lo es el sistema acusatorio?

A excepción del asistente de la Fiscalía Segunda del Circuito de Los Santos, los demás entrevistados consideran que Panamá no está preparada económica, cultural ni jurídicamente para hacerle frente al sistema acusatorio.

Contrario a ello, el Licenciado González sostiene que Panamá está preparada económica y jurídicamente. Agrega que lo que puede dar al traste con su implementación, es la poca información a la población sobre las características del sistema, a efecto de prepararlos culturalmente para un régimen garantista. A la vez, que aún contando nuestro país con buenos profesionales del derecho, lo que sucede es que se ha prestado muy poco interés a la capacitación de los funcionarios.

n. ¿Cree que el nivel cultural del panameño común, que no conoce de leyes, es apropiado como para entender la necesidad de un sistema acusatorio y lo que ello conlleva?

Sobre este aspecto, los entrevistados manifestaron que el nivel cultural del panameño, no está preparado para hacerle frente al sistema acusatorio, debido a la falta de divulgación sobre el mismo.

Agrega la Fiscal Segunda del circuito de Los Santos, que el nivel cultural del panameño, difícilmente permitirá que al iniciarse el sistema penal acusatorio, logren comprender la necesidad de la implementación y que a lo que se avoca es a una crítica severa y una creencia de que se dará la impunidad.

Sobre este mismo aspecto,  el Licenciado González considera que en estos momentos el panameño común no está preparado para entender la necesidad de este sistema, sobre todo frente al crecimiento de la criminalidad en nuestro país y el desinterés de los gobiernos en cuanto a la divulgación del sistema tanto a funcionarios como a la ciudadanía en general.

o. ¿Cree que se está concienciando a la ciudadanía de lo que es el sistema acusatorio y las garantías que éste ofrece?

En este punto, todos los entrevistados manifiestan la evidente realidad que hasta la fecha y con lo próximo que está la entrada en vigencia del sistema acusatorio, no se ha dado la divulgación a la sociedad sobre lo que trata el mismo.

p. ¿Considera que todos los funcionarios, tanto del Órgano Judicial como del Ministerio Público, están preparados para el cambio al sistema acusatorio?

Al igual que en la interrogante anterior, los entrevistados coinciden en que los funcionarios del Órgano Judicial y del Ministerio Público no están preparados para el cambio al sistema acusatorio, y entre las causas principales están la falta de capacitación sobre este tema.

q. ¿En qué consiste la constitucionalización del proceso penal y qué beneficios ofrece en materia procesal penal?

De acuerdo con los entrevistados, la constitucionalización del proceso penal es el reconocimiento de los derechos y garantías fundamentales que contempla la Carta Magna, en el  proceso penal y los beneficios que esto conlleva es el reconocimiento de dichas garantías fundamentales y del debido proceso penal, so pena de nulidad.

r. ¿Considera que la Ley 63 de 28 del agosto de 2008 que adopta el código procesal penal panameño, reconoce todos los derechos fundamentales de los ciudadanos?
Al respecto, se pudo conocer que la mayoría de los entrevistados, manifestó que sí reconoce los derechos y garantías de las personas, mientras que el Licenciado Acevedo indicó que reconoce tales derechos y garantías pero que le da mayor prioridad al imputado que a la víctima del delito. 

s. ¿Cree que el sistema de justicia que se pretende implementar en Panamá, está debidamente constitucionalizado?

En este punto, existen también opiniones encontradas, toda vez que para la Fiscal Segundo del Circuito de Los Santos y el asistente de este despacho, sí se recogen las garantías que establece nuestra constitución, mientras que el juez segundo manifiesta que no se recogen de una manera completa, sino en parte.
Conclusiones
Entre las conclusiones a que se llegan en este trabajo de investigación están las siguientes:

· El sistema acusatorio, visto como un modelo concebido con los ideales de humanizar el proceso penal y dignificar a la persona en todos los sentidos, solo tiene su total éxito y desarrollo, cuando la administración de justicia es ejercida por funcionarios con altos valores éticos y morales, y cuyas acciones y decisiones estén revestidas de un carácter imparcial y objetivo, pero sobre todo, cuando dicha administración de justicia sea totalmente independiente y libre de influencias externas.
· La implementación de un sistema acusatorio en Panamá, debe ir de la mano con la capacitación del personal y el equipamiento adecuado de los estamentos de justicia, para lo cual se requiere el presupuesto necesario para sufragar las necesidades básicas requeridas para la iniciación del sistema acusatorio en nuestro país.

· Como se pudo ver con el desarrollo del trabajo y las diversas etapas en que aparece el sistema acusatorio y evoluciona en sí el proceso penal, el mismo va obteniendo grandes avances en cuanto a la igualdad de las partes a medida que las sociedades se desarrollan culturalmente.

· Con el trabajo realizado, también concluimos que la Ley 63 del 28 de agosto de 2008, reconoce derechos y garantías tanto a las víctimas del delito como al imputado, los cuales no se encontraban codificados en el Código Judicial actual, lo que garantiza que a la entrada en vigencia, dichos derechos y garantías se cumplan de manera correcta.

· La Ley 63 de 28 del agosto de 2008, en lo que respecta a las funciones de la Policía Judicial, no desarrolla ni explica el rol que debe jugar la misma dentro de la investigación, toda vez que en muchas ocasiones es la Policía la que primeramente tiene conocimiento de la ocurrencia de un determinado hecho.

· Si bien es cierto que el sistema acusatorio entrará vigencia en primer lugar en el segundo distrito Judicial para progresivamente ir desarrollándose en todo el territorio nacional, también lo es que se requiere mayor divulgación y capacitación al resto de las provincias donde va a implementarse este sistema.

· En el plano del cuarto distrito judicial, los funcionarios tanto del órgano judicial como del Ministerio Público han manifestado que hasta la fecha no han recibido la capacitación necesaria sobre este sistema y la tendencia indica que dichos funcionarios no se sienten preparados aún para el cambio del sistema.

· Para las personas entrevistadas en sus despachos, en estos momentos el nivel cultural del panameño común que no conoce de leyes, no es el apropiado como para entender la necesidad de la implementación de un sistema acusatorio por lo que será difícil su adaptación a un sistema demasiado garantista.

· Con relación a la población encuestada, la tendencia indica que lo que se requiere en Panamá es un sistema de justicia más rígido que el actual y que hasta la fecha no tienen conocimiento de lo que es el sistema acusatorio, demostrando con esto la falta de divulgación sobre el mismo, la cual es necesaria al momento de su aplicación, lo que contribuiría a un mejor entendimiento por parte de la sociedad.

· En cuanto a la constitucionalización del proceso penal, ésta es la introducción o reconocimiento en todas las etapas procesales, de aquellas garantías contempladas en la Carta Magna de un determinado país y en tratados Internacionales sobre derechos fundamentales de las personas.

· En lo que respecta a la Ley 63 del 28 de agosto de 2008, la misma está debidamente constitucionalizada, toda vez que codifica garantías fundamentales que se encuentran en la Constitución Política de la República de Panamá, lo que dependerá de los funcionarios encargados de administrar justicia de que dichas garantías reconocidas se cumplan en todo el proceso penal.

· El éxito de la implementación del sistema acusatorio, depende de un trabajo en conjunto que realicen el Órgano Ejecutivo y el Judicial sin que ello sea sinónimo de dominación del  primero respecto al segundo, en donde se respete la independencia de los jueces magistrados y fiscales, los cuales además deben ser objetivos al momento de tomar decisiones libres de presiones y sin ningún tipo de favoritismo.

· La revalorización social debe ser un plan de gobierno, tendente a crear en todas las esferas sociales una forma de pensar basada en valores éticos y morales, en el respeto a los derechos propios y los de las demás personas que forman parte de nuestra sociedad.

Recomendaciones
Entre las recomendaciones que se ofrecen están las siguientes:

· Mayor capacitación a los funcionarios del órgano Judicial y del Ministerio Público a nivel del cuarto distrito Judicial, referente a la implementación del sistema acusatorio.
· Se requiere mayor divulgación por parte de las autoridades, sobre el sistema acusatorio, para que la sociedad conozca un poco sobre el sistema y de qué trata el mismo.
· Esta divulgación puede darse a través de la televisión o programas radiales dedicados a orientar a la ciudadanía sobre cómo funciona el sistema, los mecanismos que puede utilizar en cualquier caso y sobre todo, los derechos que goza.
· Aumento del presupuesto tanto al Ministerio Público como al Órgano Judicial, para que se pueda equipar de manera correcta ambas instituciones y estén las dos niveladas en cuanto a estructura y equipo al momento de la entrada del sistema.
· Crear una Policía Judicial, debidamente equipada y con personal capacitado en manejo y custodia de escena del delito, separada de las funciones de la Policía Regular, es indispensable para el buen desarrollo del sistema acusatorio.
· Se debe tener, antes de que el sistema entre en vigencia, por lo menos un centro de atención a las víctimas del delito por distrito judicial.
· Crear una política de Estado, respecto a la enseñanza en las escuelas, en todo nivel, de los derechos y garantías fundamentales de toda persona, así como de nociones del derecho, para que desde el inicio, se vaya forjando una  futura sociedad, creada y fundamentada en valores morales, respeto a sí mismos y a los demás, de manera que ello contribuya a la reducción de la violencia y a un cambio cultural en el país, que a la postre, ayudará a que vivamos en un país más tranquilo.
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Anexos
1. INCIDENCIA DELICTIVA EN EL CUARTO DISTRITO JUDICIAL DE PANAMÁ.

A. INCIDENCIA DELICTIVA EN LA PROVINCIA DE HERRERA EN EL PERÍODO DE JULIO DE 2009 A JUNIO DE 2010.
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FUENTE: Datos proporcionados al autor, por los distintos despachos del Ministerio Público del Cuarto Distrito Judicial de Panamá.
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FUENTE: Datos proporcionados al autor, por los distintos despachos del Ministerio Público del Cuarto Distrito Judicial de Panamá.
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, de acuerdo con los datos suministrados por los distintos despachos del Ministerio Público del Cuarto Distrito Judicial de Panamá.
B. INCIDENCIA DELICTIVA EN LA PROVINCIA DE LOS SANTOS EN EL PERÍODO DE JULIO DE 2008 A JUNIO DE 2010
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FUENTE: Estudio realizado por el autor, de acuerdo con los datos suministrados por los distintos despachos del Ministerio Público del Cuarto Distrito Judicial de Panamá.
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FUENTE: Datos proporcionados al autor, por los distintos despachos del Ministerio Público del Cuarto Distrito Judicial de Panamá.
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FUENTE: Datos proporcionados al autor, por los distintos despachos del Ministerio Público del Cuarto Distrito Judicial de Panamá.
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FUENTE: Datos proporcionados al autor, por los distintos despachos del Ministerio Público del Cuarto Distrito Judicial de Panamá.

[image: image56.png]Cantidad de casos entrados en los distintos despachos de Instruccion
de la Provincia de Los Santos, en el periodo de enero a junio de 2010

Pocri

Pedasi

Tonosi

Macaracas

Los Santos

Guararé

Las Tablas

Fiscaliall

Fiscalial

W Fiscalial
m Fiscaliall
M Las Tablas
W Guararé

H Los Santos
B Macaracas
= Tonosi

m Pedasi

= Pocri





FUENTE: Datos proporcionados al autor, por los distintos despachos del Ministerio Público del Cuarto Distrito Judicial de Panamá.
2. ARTÍCULOS DE PERIÓDICOS.
A. INFORMACIÓN OBTENIDA DEL DIARIO “DOMINICANOS HOY” DE LA REPÚBLICA DOMINICANA.
Abogados: atraso justicia es por falta de presupuesto

Noticias, * | sáb, 25-sep 14:15 Por: Víctor Núñez
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El atraso que aún existe en la justicia dominicana se debe al bajo presupuesto dispuesto por el Gobierno para ese poder del Estado, lo que según abogados consultados imposibilita la creación de tribunales, departamentos judiciales y el nombramiento de más jueces y fiscales adjuntos.

No obstante, los abogados reconocen que el sistema judicial dominicano ha avanzado bastante, pero aclararon que ha debido avanzar mucho más. 
Para el jurista Fernando Pérez Vólquez, ex presidente de la Asociación Dominicana de Abogados, aún persisten situaciones que son inexplicables, como el hecho de que la justicia tenga el mismo presupuesto de hace cuatro años, cuando el país tenía menos ciudadanos, menos conflictos a nivel penal y de diferencias civiles.
“De manera que las contestaciones han aumentado y se han agudizado, por lo que el país necesita tener más jueces y tribunales y necesita también la creación de más departamentos judiciales”, precisó.
Pérez Vólquez no se explica que en el año 2010 una contestación que se inicie en la provincia Peravia o en Azua tenga que terminar en San Cristóbal o una contestación que empiece en Higüey, La Romana, Hato Mayor o El Seibo, tenga que acabar en San Pedro de Macorís.
Significó que en esa parte la justicia ha venido dando muestras de un atraso significativo, con origen en la falta de presupuesto, puesto que todos los departamentos judiciales están creados por la ley y el espíritu de la Suprema Corte de Justicia es ponerlo a funcionar.
Significó que eso no ha sido posible, porque el Gobierno no ha aumentado el presupuesto, lo que ha imposibilitado que se ejecuten nuevos programas a favor del Estado de derecho del país y en beneficio del pueblo y la justicia dominicana.
Por su parte, el abogado Napoleón Rojas sostuvo que lo observado en la justicia dominicana es una realidad incontestable e insoslayable que no se puede ocultar, pero aclaró que la justicia de hoy es más higienizada, decente y trasparente.
“En realidad es mejor justicia, los jueces y los fiscales tienen mejor nivel de formación”, dijo, pero observó que departe de los fiscales hay una línea equivocada porque piden para todo prisión preventiva y condena.
Rojas explicó que los fiscales aún sin tener las pruebas o teniéndolas más allá de lo que establecen los artículos 26, 166, 167 y siguiente, del Código Penal Dominicano, también quieren agenciarse una sentencia de condena y se ha desarrollado una competencia entre ellos.
La competencia está relacionada en el que más autos de apertura y prisión preventiva tenga, entonces se le da un bono o un premio extra a su salario. 
“Esa competencia es incorrecta, porque eso coloca a los fiscales más allá del mandato de la ley que es ser objetivo”, indicó Rojas
También el doctor Tobías Santos aclaró que el artículo 11 del Código del Estatuto del Ministerio Público y el 265 del Código Procesal Penal establecen que los fiscales en la presentación de su acusación deben ser objetivos, por lo que entiende que no habrá objetividad cuando un fiscal anda en procura de aumentar sus ingresos o sus salarios. 
En esa parte, necesariamente, el fiscal del Distrito Nacional, que es un fiscal que ha hecho un gran trabajo en beneficio del Ministerio Público deberá echar atrás esa decisión porque está convirtiendo a los fiscales en persecutores a toda costa de los autos de envío a juicio, prisión preventiva y sobre todo la sentencia de condena

B. INFORMACIÓN OBTENIDA DEL DIARIO “LA PRENSA”, REPÚBLICA DE PANAMÁ.

PROCURADOR SUPLENTE

Ajustes para aplicar Sistema Acusatorio 

Georgina Damián

PA-DIGITAL

El procurador suplente, Giuseppe Bonissi, señaló que hizo un ajuste al presupuesto solicitado por la pasada administración para la implementación del Sistema Acusatorio.
Según Bonissi, este año se ha solicitado entre el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, y el Ministerio Público un total de 35 millones de balboas.
El Procurador aseguró que han “reducido al mínimo las necesidades para poder implementar las medidas necesarias para que este sistema pueda caminar en debidaforma”.
Bonissi manifestó que hay una serie de trámites que están aún atrasados; sin embargo, espera que para septiembre del 2011 pueda arrancar el Sistema Acusatorio.
Recortan presupuesto al Imelcf para el Sistema Acusatorio

RECURSOS. El presupuesto asignado al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses (Imelcf) para la implementación del Sistema Penal Acusatorio será de 1.2 millón de dólares. 

La cifra es inferior a los 2.8 millones de dólares solicitados por la entidad desde marzo pasado y que no han sido aprobados aún. El director de Imelcf, Humberto Mas, mostró su inconformidad, pero espera que el presupuesto general solicitado para 2011, de 22.9 millones de dólares, sea aprobado de manera íntegra. 

Eduardo Mendoza
Prensa del 24 de agosto de 2008.
3. ORGANIZACIÓN Y PRESUPUESTO PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA ACUSATORIO EN COLOMBIA.

ORGANIZACIÓN ETAPA I

Sistema Penal Acusatorio en Colombia

De conformidad con lo consagrado en la Ley 906 de 2004, y el análisis que la Sala Administrativa del  Consejo Superior de la Judicatura efectuó sobre variables de oferta, demanda y sobre todo del nuevo modelo de gestión que impone el cambio de la tradición centenaria de lo escrito por la oralidad en el proceso penal y por el nuevo rol del Juez, ahora claramente arraigado en el control de legalidad de las actuaciones propias de la investigación y en las decisiones que le corresponde tomar en la etapa del Juicio oral, se organizó para la primera Fase del sistema Penal Acusatorio la estructura de gestión que hoy  día muestra resultados positivos para la sociedad Colombiana.

En los Distritos Judiciales de Bogotá, Manizales, Armenia y Pereira,  se organizó la estructura judicial en materia penal,  utilizando básicamente la disponibilidad de jueces y empleados que atendían el Código Consagrado en la Ley 600 y el apoyo, que mediante la suscripción de un Convenio con la Fiscalía General de la Nación se tradujo en el traslado de 118 servidores judiciales.

TALENTO HUMANO: La atención del Sistema Penal Acusatorio y la gestión sobre las causas antiguas, correspondientes a la Ley 600, se consolidó, en la primera fase del sistema, con la siguiente estructura:
Cuadro No 1 

ESTRUCTURA DEL ÁREA PENAL

NÚMERO DE DESPACHOS
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DISTRITO | UBICACION 1RaDGS MPALES] CIRCUITO| ESPECIALIZ| MPALES | ROV TOTAL - %

Cabecera

BOGOTA _|Distrta 2 | 103 5 9 195 | 548%
Depuracien 10 3 5 18 | 51%
Cabecera

MANIZALES |Distrta 4 1 7 1 2 | es%
Otros
Municipios 1 7 0 2 3 | a3 | 121%
Cabecera

PERERA _|Distrto 4 10 5 1 21 | so%
Otros
Municipios 3 2 12 4 | 21| s9%
Cabecera

ARMENIA _|Distrita 3 8 5 1 17 | a8%
Otros
Municipios 1 1 16 18 | 51%

[ToTAL 3 | 157 3 17 50 7| 3% [100.0%





SALAS DE AUDIENCIA:

En la primera Fase, en el Distrito Judicial de Bogotá se han proyectado 40 salas de audiencia compartidas, 12 Salas Tipo A y 32 salas de audiencia para el ejercicio de la función de Control de Garantías, en la sede judicial de Paloquemao. Así mismo, para los Juzgados Penales de Circuito Especializados se han proyectado 9 Sala Compartidas y 4 Tipo A para los Tribunales. Es decir en Bogotá quedarán disponibles 47.

En materia de Recursos físicos, se contrataron obras por $6,450 millones para la Fase I, valor que representa el 42.7% del total de necesidades.
Cuadro No 2
	INVERSION EN INFRAESTRUCTURA FISICA

	SISTEMA PENAL ACUSATORIO

	FASE I  - BOGOTA Y EJE CAFETERO

(millones de pesos)

	AREA
	CONTRATADO
	% 
	FALTANTE
	%
	TOTAL
	%

	RECURSOS FISICOS
	6.450
	42,7%
	8.639
	57,3%
	15.089
	100,0%


TECNOLOGIA:

Para la Fase I del sistema, se  contrataron inversiones por $5.345 millones, que representan el 52% de la necesidad tecnológica en los Distritos de Bogotá y el Eje Cafetero.

Cuadro No 3
	INVERSION EN TECNOLOGIA 

	SISTEMA PENAL ACUSATORIO

	FASE I  - BOGOTA Y EJE CAFETERO

(millones de pesos)

	AREA
	CONTRATADO
	% 
	FALTANTE
	%
	TOTAL
	%

	TECNOLOGIA
	5.345
	52,0%
	4.935
	48,0%
	10.280
	100,0%


PRESUPUESTO: 

Los cálculos iniciales del Consejo Superior de la Judicatura permitieron estimar la inversión en la implementación del Sistema Penal Acusatorio en, aproximadamente $210.000 millones. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. Conforme a las restricciones presupuestales,  estructuró un presupuesto, para cubrir las necesidades prioritarias, por valor de $145.150 millones de pesos, como se muestra en el siguiente cuadro.

Cuadro No 4
PRESUPUESTO DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO

2004-2008

(millones de pesos corrientes)
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FISICA 9519 15,610 12700 12.063 12.063 6.379 56.271
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[TECNOLOGICA 5346 11.030 8.610 8.376 8.376 12870 | 46232
[FORMACION Y
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SEGUIMIENTO Y
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[TOTALINVERSION | 18.677 30.000 23.785 23.500 23.500 24603 | 120.565
[TOTAL
IFUNCIONAMIENTO 0 0 10.000 10.000 10.000 4585 | 24585
[GRAN TOTAL 18.677 30.000 33.785 33.500 33.500 29188 | 145150





Con  estos recursos,  conforme a la gradualidad del sistema, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura abordará la preparación e implementación de las cuatro (4) fases del sistema.

Ahora bien,  para la fase I, en particular, después de transcurridos 100 días y con las contrataciones definidas para estas dos áreas estratégicas, se tiene que el  46.5% de la necesidad para los Distritos que iniciaron en la Fase I, ha sido cubierta y queda un faltante del 53.5%, que equivale a $13.574 millones de pesos, a precios de 2005.
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